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CAPITULO SEXTO

COMPETENCIAS DEL PODER CENTRAL Y DE LAS COMUNIDADES AUTO-

NOMAS EN MATERIA DE SERVICIOS SOCIALES.

1.- Los Servicios Sociales en el ániLito autonómico.
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F.- COI.TPETENCIAS DEL PODER CENTRAL Y DE LAS COmNIDADES

AUTONOfíAS EN MATERIA DE SERVICIOS SOCIALES.

El detalle de la regulación de los serví- /

cios Sociales en España permite distinguir entre dos blo

ques o grupos, según que se les considere integrados o /

no en el Sistema de Seguridad Social, cuando los arts. /
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148.1.20 y 149.1»17 dicen reapectivamente que laa Comunida

des Autónomas podrán asumir competencias en materia de A-

sistencia Social, y que el Estado tiene competencia exclu

siva en materia de legislación básica de Seguridad Social,

de forma que res;iltará de sToma importancia aquella integra

ción o en su caso exclusión para proceder a una planifica

ción estructurada descentralizada de tales Servicios Socia

les.

De tal modo será así, que los servicios integra

dos a raiz del D.L. de 16 de noviembre de 1978 en el In3t¿

tuto Nacional de Servicios Sociales, en tanto que integra

dos en el Sistema mismo de la Seguridad Social no serán /

competencia autonómica sino tan solo en la ejecución de /

los servicios.

La Asistencia Social, por el contrario, que puede

ser asumida por las Comunidades Autónomas, h.a de entender

se aquella que ajena al sistema mismo de Seguridad Social

se presta en régimen financiero no contributivo, y queda /

reducida al epígrafe de mínimo vital, organizado a través

del impuesto negativo sobre la renta o cualquier otro me

dio, lo que no debe llevar a la confusión de que solo la /

región pueda hacer uso de estas fórmulas.

Por otro lado la Constitución contiene expresa /
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mencidn de los Servicios Sociales en el capítulo III del

Título primero al señalar en el art. 40.1: los poderes pú

blicos promoverán las condiciones favorables para el pro

greso social y econdmico y para ma distribucidn de la /

renta regional y personal más equitativa, en el marco (Je

tana política de estabilidad económica. De manera especial

realizarán una política orientada al pleno empleo. En el

mismo sentido se pronuncia también el art, 44 que señala:

los poderes ptíblicos promoverán y tutelarán el acceso a /

la cultura, a la que todos tienen derecho. Los poderes pd

blicos promoverán la ciencia y la investigación científi

ca y técnica en beneficio del interés general. De igual /

modo el art. 47 indica: todos los españoles tienen dere

cho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los po

deres públicos promoverán las condiciones necesarias y /

establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo /

este derecho, regulando la utilización del suelo de acuer

do con el interés general para impedir la espectilación. /

La comunidad participará en las plusvalías que genere la

acción urbanística de los entes públicos. También el art.

49 dice: los poderes públicos realizarán una política de

previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de

los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos a los /
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que prestarán la atención especializada que requieran y /

los ampararán especialmente para el disfrute de los dere

chos que este Título otorga a todos los ciudadanos. Y por

último el art. 50 expresa; los poderes públicos garantiza

rán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actua

lizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante

la tercera edad. Asimismo y con independencia de las obli

gaciones familiares, promoverán su bienestar mediante im

sistema de servicios socieiles que atenderán sus problemas

específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

1 Los Servicios Sociales en el ámbito autonómico.

Tal. como han señalado De la Peña y Belogui (Re

vista Seguridad Social, n® 19> pag* 132), en ésta materia

los Estatutos de autonomía han operado a través de un tvl

pie escalonamiento. A saber:

a.- En cuanto a la Asistencia Social y Servicios Socla

les, todos loa Estatutos de Autonomía asumen la competen

cia en la materia como exclusiva, si bien la falta de ri

gor terminológico es muy destacable, como puede apreciar

se. Consideramos no obstsinte que al amparo de cualquiera
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de las denominaciones, las genéricas (bienestar socíslI, /

asistencia, etc.) o las específicas (promocidn de la mu;Jer

menores, jóvenes, tercera edad, etcétera) se recoge lo que

hoy se entiende por Servicios Sociales en sentido amplio.

b.- El tema de la Sanidad e higiene tiene un desigual

tratamiento. Lo más frecuente es que los Estatutos "ondina

rios" se atrib\iyan al dessirrollo legislativo y la ejcucidn

de ambas materias (es el caso de los de Asturias, Canta- /

bría, Rioja, Murcia, Canarias, etc.). A éstas se une la de

"coordinación hospitalaria*^, incluida la de la Seguridad /

Social segdn precisan algunos. Los "especiales" en cambio

distinguen entre higiene que queda configurada como mate

ria de competencia exclusiva y sanidad (o sanidad interior)

que es materia de desarrollo legislativo.

Sin embargo, cabe cualquier otra posibilidad /

porque la imprecisión de los conceptos, el doble tratamien

to del tema "sanidad" en la Constitución y su naturaleza /

de competencia compartida que los estatutos de autonomía /

en absoluto han delimitado, deja todo pendiente de que por

vía de las Leyes Orgánicas de desarrollo de la Constituciái,

de las de refonna de los Estatutos de Autonomía, o por la

Ley de Armonización del Proceso Autonómico, se llegue a /

una situación homogénea.

555



c.- Su cuanto a la Seguridad Social, a las Comunida

des Autánomas les corresponde la ejecucidn de los servi

cios (art. 149.1.I?) inherentes a las competencias asumi

das, por la vía de los Decretos de transferencias.

Los Estatutos de Autonomía Vasco, Catalán, Anda

luz, Gallego, Navarro, y Valenciano precisan casi con las

mismas palabras que los respectivos poderes autonómicos /

podrán "organizar y administrar".... todos los servicios

relacionados con la materia de Seguridad Social y "ejerce^

rán" la tutela de las instituciones, entidades y fundacio

nes en esta materia... reservándose el Estado la alta ins

pecciÓn conducente al cumplimiento de las f\anciones y cora

petencias contenidas en este artículo. En este sentido, /

los artíciaos 18.4 del Estatuto del País Vasco, el 17.4 /

del Catalán, el 33.4 del Gallego, el 20.4 del Andaluz, /

38.4 del Valenciano y el 54.2 de la Ley Orgánica de rein

tegración y amejoramiento del rágimen Poral de Navarra.

La distribución operada entre los distintos Es

tatutos ha sido la siguiente;

El Estatuto catalán ha asumido como competencia

exclusiva la Higiene (art. 9*11) I®- asistencia Social /

(art. 9.25), la juventud y la promoción de la mujer (art.

9.26 y 27), como competencia compartida en cuanto a desa—
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rrollo legislativo y ejecución queda la Sanidad interior

(art. 17.1), y la Seguridad Social salvo las normas que /

configuran el rógimen económico en el que le corresponde

la gestión (art. 17.2)

El Estatuto vasco ha asumido como competencia /

exclusiva la Asistencia Social (art. 10.12), la Higiene /

(art. 10.15), el desarrollo comunitario. Condición femeni

na. Política infantil, juvenil y de tercera edad (art. /

10.39). Como competencia compartida en cuanto a desarro

llo legislativo y ejecución queda la Sanidad interior (art.

13.1), la Seguridad Social (salvo las normas que configu

ran el rógimen económico, en el que le corresponde la ges

tión) (art. 13.2).

El Estatuto gallego ha asximido como competencia

exclusiva la Asistencia Social (art. 27.23). Como compe

tencia compartida en cuanto a desarrollo legislativo y eje

cución queda la Sanidad interior (art. 33.1), la Seguri-/

dad Social (salvo las normas que configuran el rÓgimen ec£

nómico, en el que le corresponde la gestión) (art. 33.2)

El Estatuto Valenciano ha asumido como competen

cia exclusiva la Higiene (art. 31.11), la Asistencia so- /

cial (art. 31.24), la Juventud (31.25), la promoción de la

mujer (art. 31.26), la protección de menores, jóvenes, /
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emigrantes, tercera edad, mlnusválidos o sectores sociales

requeridos de especisil protección, incluida la creación de

centros de protección, reinserción rehabilitación (art. /

31,27). ̂ omo competencia compartida en cuanto a desarrollo

legislativo y ejecución queda la Sanidad interior (art. /

38.1), la Seguridad Social (salvo las normas que configuran

el régimen económico, en el que le corresponde la gestión)

(art. 38.2).

El Estatuto navarro ha asumido como competencia

exclusiva la Asistencia Social (art. 44.17)i el desarrollo

comunitario. Condición femenina. Política juvenil y terce

ra edad (art. 44.18). Como competencia compartida en cuan

to a desarrollo legislativo y ejecución queda la Sanidad /

interior e higiene (art. 53)> la Seguridad Social (salvo /

las normas que configuran el régimen económico, en el que

le corresponde la gestión) (art. 54).

El Estatuto andaluz ha asumido como competencia

exclusiva la Sanidad e higiene (art. 13.21), la Asistencia

y Servicios Sociales. Orientación y planificación familiar

(art. 13.22). Gomo competencia compartida en cuanto a desa

rrollo legislativo y ejcución queda la Sanidad interior /

(art. 20.1), la Seguridad Social (salvo las normas que con

figuran el régimen económico, en el que le corresponde la

558



I

gestión) (eirt. 20.2).

El Estatuto de Asturias ha asumido como competen

cia exclusiva la Asistencia y bienestar social (art. 10.p).

Como competencia compartida en cuanto a desarrollo legisla

tivo y ejecución queda la Sanidad e higiene (art. Il.g.),

coordinación hospitalaria incluida la de la Seguridad So

cial (art. 11.j), la Seguridad Social (art. 13.1.h).

El Estatuto de Cantabria ha asumido como compe

tencia exclusiva la Asistencia y bienestar socistl, inclui

da la política juvenil (art. 22.18), Como competencia com

partida en cuanto a desarrollo legislativo y ejecución /

queda la Sanidad e higiene (art. 23.3), la Seguridad So- /

cial (art. 25.1.ic).

El Estatuto de La Rioja ha asumido como competen

cia exclusiva la Asistencia y bienestar social, incluida /

la política juvenil (art. 8.18). Gomo competencia compartí

da en cuanto a desarrollo legislativo y ejecución queda la

Sanidad e higiene (art. 9.5), la coordinación hospitalaria

en general (art. 9.9), Trabajo y Seguridad Social (art. /

11.g).

El Estatuto de Murcia ha asumido como competen

cia exclusiva el bienestsu: y Servicios Sociales (art. 10.

1.0), política juvenil (arti. 10.1.p).Como competencia com-
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partida en cuanto a desarrollo legislativo y ejecución q.u&'

da la Sanidad e higiene (art. coordinación hospita-

laxia en general incluida la de la Seguridad Social (art»

gestión del Rógimen Económico de la Seguridad Social

(art. 13-1.11).

El Estatuto de ArsigÓn ha asumido como competen

cia exclusiva la Asistencia, bienestar socisil y desarrollo

comunitario. Juventud (art. 35.1-19), Sanidad e higiene /

(art. 35.1.20). Como competencia compartida en cuanto a d£

sarrollo legislativo y ejecución queda coordinación en ge

neral, incluida la de la Seguridad Social (art. 36.1.0), /

la Seguridad Social (art. 37.1.b).

El Estatuto de Castilla-La Mancha ha asmido co

mo competencia exclusiva la Asistencia y Servicios Socia

les. Promoción y ayuda a los menores jóvenes, tercera edad,

emigrantes, minTxsválidos y demás grupos sociales necesita

dos de especial atención, incluida la creación de centros

de protección, reinserción y rehabilitación (art, 31-1-p).

Como competencia compartida en cuanto a desarrollo legisla

tivo y ejecución queda la Sanidad e higiene, promoción pr^

vención y restauración de la salud. Coordinación hospitala

ria en general, incluida la de la Seguridad Social (art. /

32.3), la Seguridad Social (art. 34.i).
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El Estatuto de Canarias ha asumido como competen

cia exclusiva la Asistencia y Servicios Sociales (art. /

29.7). Como competencia compartida en cuanto a desarrollo

legislativo y ejecución queda la Sanidad e higiene (art. /

32.7), la ejecución de los servicios de la Seguridad So- /

cial (art. 34.B.B).

El Estatuto de Castilla-León ha asumido como com

petencia exclusiva la Asistencia social y Servicios socia

les (art. 26.1.18). Como competencia compartida en cuanto

a desarrollo legislativo y ejecución queda la Sanidad e hi

giene (art. la coordinación hospitalaria en gene

ral, incluida la Seguridad Social (art. 27.1*25), la Segu

ridad Social.

El Estatuto de Extremadxira ha asumido como compe

tencia exclusiva la Asistencia social y bienestar social /

(art. 7.1.20). Como competencia compartida en cuanto a de-s

sarrollo legislativo y ejecución queda la Sanidad e higiene

Centros sanitarios y hospitalarios públicos. Coordinación

hospitalaria en general (art. 8.6), la Seguridad Social /

(art. lO.l.k).

El Estatuto de Baleares ha asumido como competen

cia exclusiva la Sanidad e higiene, juventud y tercera edad

Asistencia y beneficiencia social. Gomo competencia compar
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que un ciudadano crea que no sólo sus derechos legales, /

sino también sus derechos constitucionales han sido lesio

nados, después del agotamiento del procedimiento legal an

te Magistratura, puede acudir al Tribunal Federal Gonstitu

cional por medio de las reclamaciones constitucionales /

(artículo 93, punto I, número 4 a, de la Ley Fundamental /

de Bon del 23 de mayo de 1949: artículo 90 ff. de la Ley /

del Tribunal Constitucional del 12 de marzo de 1951• En la

práctica la Jurisprudencia emanada por las Magistraturas /

Sociales y especialmente la del Tribunal Social Federal /

tiene una gran importancia en las funciones de los Organi^

mos de la Administración autónoma. Igualmente, ha ganado /

relevancia la Jurisprudencia del Tribunal Federal Gonstitu

cional en la actividad de la Administración autónoma del /

Seguro Social, (véase BOGS, W.; "Sozialrechtspllege vor /

Einfuhrung der Sozialgerichtsbarkeit" en Festschrift zum /

25 Jahrigen des Bundesozialgerichts (nota 19), PP- 3 y ss.

21 ver en I y 22 ver en II.

b,— Organización y gestión del seguro de acciden

tes en Suiza.

No se discute en modo alguno que la Caja Nacio

nal Suiza de Seguro de Accidentes (GNA) debe seguir asegu

rando las categorías de trabajadores asalariados que la /
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Ley contra accidentes y enfermedades pone al amparo del s£

guro de accidentes obligatorio. Durante sus 60 años de exia

tencia, esta institución ha cumplido a satisfacción de los

interesados las múltiples tareas que le han sido confiadas

en materia de seguro de accidentes y enfermedades profesio^

nales, y respecto de la prevención de accidentes del traba

jo y enfermedades profesionales. En cambio, cuando se pro

cedió a la revisión de la Ley contra accidentes y enferme

dades, se planteó el interrogante de si era conveniente /

confiar exclusivamente a CNA toda la gestión del seguro de

accidentes obligatorio, o si podía aceptarse una cierta /

privatización en lo concerniente a la gestión de los secto^

res sujetos recientemente al seguro obligatorio. Se reali

zaron consultas, y los medios interesados estimaron en su

gran mayoría que no convenía retirar a las compañías de 3£

guros privadas y a otros aseguradores las actividades que

hasta entonces habían llevado a cabo a satisfacción de los

asegurados, tanto más cuanto que estos organismos se decía

raban en condiciones de aplicar el seguro de accidentes /

obligatorio, en las mismas condiciones que la CNA y ofre

ciendo las mismas prestaciones.

De esta manera, segxin las categorías de asegura

dos, el seguro de accidentes obligatorio es gestionado por
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tida en cuanto a desarrollo legislativo y ejecución queda

la coordinación hospitalaria incluida la de la Seguridad /

Social, Servicios de Seguridad Social y su gestión económi

ca*

El Estatuto de Madrid ha asumido como competen

cia exclusiva la Asistencia Social (art« 26*18)• Ooomo com

potencia compartida en cuanto a desarrollo legislativo y /

ejecución queda la Sanidad e higiene (art. 27-7).

Los Estatutos de Autonomía ordinarios asumen la

competencia en materia de Seguridad Social, "bien por el /

cauce del art* 148.2 de la Constitución, esto es, transcu

rridos cinco años desde la aprobación de sus estatutos y /

mediante Ley Orgánica de reforma del mismo o por Ley Orgá

nica de delegación (art* 150.2)*

Finalmente y en cuanto la exposición practicada

no deja de resaltar el dato ofrecido por el Estatuto de au

tonomía para Canarias, que rompe la homogeneidad, al no /

asumir competencias legislativas en materia de Seguridad /

Social, sino solo de gestión*
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CAPITULO SEPTIMO

LOS LLAMALOS DECRETOS SOBRE TRANSFERENCIAS DE FUNCIONES Y

SERVICIOS A LAS COMUNIDADES AUTONOMAS EN MATERIA LE SEGU^

RIDAL SOCIAL. LA LEGISLACION AUTONOMICA.
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G.- LOS LLAP/IALOS DSCRETOS SOBRE TRANSFERENCIAS DE PüIíGIO-

NBS y SERVICIOS A LAS C01\RJNIDADE3 AUTONOMAS EN MATE

RIA DE SEGURIDAD SOCIAL. LA LEGISLACION AUTONOMICA.

Ya desde la misma redacción del art. 150.3 de la

Constitucidn se observa la preocupacidn de los poderes /

constituyentes por no romper la homogeneidad en los proce

sos de transferencias, y en las mismas disposiciones que /

regulan el funcionamiento y composición de las Comisiones

Mixtas, se observa idéntica perspectiva, al señalar, que /

éstas estudiarán y elaborarán las propuestas de traspaso /

de competencias, funciones y servicios atendiendo especial

mente a la homogeinización de los procesos de transferen

cia a fin de equiparar los niveles de competencias asumi

dos.

Es de destacar en este pimto, la exposición de /

las mismas al recoger las siguientes manifestaciones en su

correspondiente articulado:

Acuerdo de la Comisión Mixta, prevista en la di£

posición transitoria del Estatuto de Autonomía, por el que

se transfieren funciones de la Seguridad Social en las ma

terias encomendadas al Instituto Nacional de Servicios //
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Sociales de la Seguridad Social a la Comunidad Autónoma y

se le traspasan los correspondientes Servicios, medios /

personales, materiales no inventariarles y presupuesta- /

rios y se adscriben los bienes inventariarles precisos pa

ra el ejercicio de aquéllos.

Quedan transferidas a la Comunidad Autónoma las

funciones a que se refiere el Acuerdo que se incluye como

Anexo I del Seal Decreto y traspasados o adscritos, en su

caso, a la misma los Servicios y los bienes, derechos y o

bligaciones, así como el personal y créditos presupuesta

rios que figuran én las relaciones adjuntas al propio A-

cuerdo de la Comisión Mixta, en los términos y condiciones

que allí se especifican.

En el Anexo II se recogen las disposiciones le

gales afectadas por la presente transferencia.

Los traspasos a que se refiere el Seal Decreto

tendrán efectividad a partir del día señalado en el Acuer

do de la mencionada Comisión Mixta, quedando convalidados

a estos efectos todos los actos administrativos destina

dos al mantenimiento de los servicios, en el mismo régi

men y nivel de funcionamiento que tuvieren en el momento

de la adopción del Acuerdo que se transcribe como Anexo I

del Real Decreto y que, en su caso, hubiere dictado el /
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Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hasta la fecha /

de publicación del presente Real Decreto,

Los cráditos presupuestarios que se traspasan a

la Comunidad Autónoma para llevar a cabo las funciones y

servicios transferidos, se entienden regulados por el pro

cedimiento de habilitación de fondos establecido mediante

Resolución de la Dirección General de Hógimen Económico /

de la Seguridad Social. En consecuencia, las dependencias

centrales correspondientes del Instituto Nacional de Ser

vicios Sociales habrán de emitir los documentos pertinen

tes con cargo a los créditos previstos en los presupues

tos de gastos y dotaciones. Por su parte, la Tesorería Ge

neral de la Seguridad Social, a la recepción de tales do-

cmentos debidamente conformados, procederá a acreditar /

los importes oport;inos en una cuenta abierta al efecto y

a comunicar las operaciones efectuadas para su correspon

diente contabilización.

Acuerdo ratificando la propuesta sobre traspaso

a la Comunidad Autónoma de las funciones y servicios de /

la Seguridad Social, en las materias encomendadas al Ins

tituto Nacional de Servicios Sociales (INSERSO), en los /

términos que a continuación, se expresa:
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a.- Normas constitucionales, estatutarias y legales en

las que se ampara la transferencia.

La Constitución, en su Eirtículo 149.117® atribu

ye al Estado competencias en materia de legislación bási

ca y rágimen económico de la Seguridad Social, sin perju¿

cío de la ejecución de sus servicios por las Comunidades

Autónomas. Por su psirte, el Estatuto de Autonomía estable

ce que corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia

exclusiva en materia de asistencia social y servicios so

ciales.

Sobre la base de estas previsiones constitucio

nales y estatutarias es legalmente posible que la Comuni

dad Autónoma tenga competencias en la ejecución de los /

servicios sociales y de asistencia social integrados en /

el Sistema de la Seguridad Social, por lo que se procede

ya a operar en este campo transferencias de funciones y /

servicios de tal índole a la misma, iniciando de esta for

ma el proceso.

El Real Decreto-Ley 36/1978, de 16 de noviembre,

sobre gestión institucional de la Seguridad Social, la sa

lud y el empleo, crea el Instituto Nacional de Servicios

Sociales para la gestión de la asistencia social y servicies
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sociales complementarios de las prestaciones "básicas.

Por otro lado, el Heal Decreto 1856/1979, de 30

de julio, regula la estructura y competencias del Institu

to, calificado de Entidad Gestora de la Seguridad Social

y dotado de personalidad jurídica.

"b.- Punciones de la seguridad Social referidas al INSESSO

que asume la Comunidad Autónoma, con identificación

de los los servicios que se traspasan.

12.- Se transfiere a la Com\inidad Autónoma den

tro de su ámbito territorial, en los términos del presen

te acuerdo y de los Decretos y demás normas que lo hagan

efectivo y se publiquen en el Boletín Oficial del Estado,

las siguientes funciones que venían realizando el Estado

y la Administración de la Seguridad Social.

1).- Las funciones correspondientes a los centros y

establecimientos del Instituto Nacional de Servicios So

ciales (IN3ERS0) en la Comunidad Autónoma sin perjuicio /

de lo que se establece en el punto C) g. en relación con

determinados centros.

2).- Las funciones encomendadas por la legislación /

vigente a las direcciones provinciales de la expresada En
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tidad Gestora en la Comunidad Autónoma así como los corres

pendientes a las direcciÓnes provinciales del Ministerio

de Trabajo y Seguridad Social respecto al Instituto Nació

nal de Servicios Sociales.

'3).- La elaboración y ejecución de los planes e inven

siones en la materia que se lleven a cabo dentro de los 1^

mites presupuestarios y en el contexto de la planificación

asistencial general de la Comunidad Autónoma y de acuerdo

con la legislación básica del Estado.

4).- El establecimiento, gestión, actualización y res

cisión de los conciertos con entidades que presten servi

cios en la Comunidad Autónoma, dentro de los límites presu

puestarios, subrogándose la Comunidad Autónoma en los con

ciertos vigentes entre el INSERSO y otros entes, desde la

fecha de efectividad del traspaso hasta el tÓrmino de di

chos conciertos.

5).- La creación, transformación y ampliación, dentro

de los límites presupuestarios así como la clasificación /

de los centros ordinarios del INSERSO en la Comiinidad Aut¿

noma.

6).- Las funciones que realiza el INSERSO a travós de

sus Servicios Centrales en cuanto se refiere al territorio

de la Comunidad Autónoma y, entre ellas, la inspección de
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servicios, la gestión de las prestaciones obligatorias y,

en su caso, graciables de la Seguridad Social»

7).- La gestión de los centros, establecimientos y /

servicios, así como las fxxnciones traspasadas, se realiza

rá de acuerdo con la legislación básica del Estado; en es

pecial, lo relativo a la determinación de los beneficia

rios, requisitos e intensidad de la acción protectora, ró

gimen económico-financiero y rógimen económico-administra

tivo de la Seguridad Social»

2fi.- Para la efectividad de las funciones rela

cionadas se traspasan a la Comunidad Autónoma receptora /

de las mismas, los siguientes servicios de su ámbito te

rritorial en cuanto ejercen las funciones que, asimismo /

se detallan»

1).- Los Centros y Establecimientos Asiatenciales de

atención a la tercera edad y minusválidos»

2).- Los Centros y dependencias adscritas a funciones

administrativas del INSERSO»

c»- Competencias, servicios especiales que se reservan el

Estado y la Administración de la Seguridad Social.

En consecuencia con la relación de funciones y
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servicios traspasados, permanecerán en el Estado y Admi

nistración de la Seguridad Social y seguirán siendo de su

competencia las siguientes funciones y actividades.

a) La normativa básica y la armonización de las

disposiciones de las distintas Comunidades Autónomas, ga

rantizando los principios de igualdad y solidaridad, de /

forma especial en lo relativo a los objetos mínimos de la

oferta de servicios, y a las condiciones de ingreso de b£

neficiarioa en los centros, que se llevará a cabo segiín /

la normativa y bajemos establecidos con carácter nacionaü,

estableciéndose un sistema que garantice la posibilidad /

de acceso a cada uno de los beneficiarios del Estado a /

cualquier centro, servicio o prestación, así como el co

rrespondiente procedimiento de reclamaciones o recursos /

previos a la utilización de las vías procedimentales or

dinarias •

b) El régimen económico, sin perjuicio de su /

gestión por la Comtmidad Autónoma, de acuerdo con lo que

al efecto se establezca.

c) El fomento y coordinación de los estudios, /

de la investigación y de la experimentación de métodos y

moralidades de actuación así como de la asistencia técni

ca dirigida a mejorar los servicios sociales.
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d) La alta inspección y las relaciones con orga

nismos extranjeros e internacionales interesados en la ma

teria.

e) La actividad estadística, para lo cual la Co

nrunidad Autónoma habrá de suministrar la información que

se precise*

f) El registro de entidades y centros dédicados

a la prestación de Servicios Sociales cuyo ámbito de actu

ación se extiende a más de una Comunidad Autónoma.

g) El establecimiento, financiación y gestión /

de centros de atención especializada, o de aquellos a los

que se asignen objetivos especiales de investigación o ex

perimentación, de conformidad con las previsiones de pla

nificación correspondientes, y ámbito de actuación nacio

nal. Esta reserva, que podrá tener carácter transitorio /

en relación con determinados centros cuando Óstos perdie

ren su carácter de ánicos o singulares, afecta en especial

a los Centros de recuperación de Munusválidos Físicos y /

Centros de Grandes Inválidos. No obstante lo anterior, p£

drá considerarse la posibilidad de transferencia cuando /

el tamaño del Centro o cualesquiera otras características

especiales del mismo hicieren aconsejable su dependencia

de la Comunidad Autónoma en virtud del principio de efica
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cia en la gestión.

h) Cualquier otro que le corresponda en virtud

de la normativa y que no sea inherente a las competencias

asumidas por la Comunidad Autónoma, o que, siéndolo, no /

haya dado lugar, en su caso, al correspondiente traspaso.

d.- Punciones en que han de concurrir el Estado y la Ad

ministración de la Seguridad Social y la Comunidad Autóno

ma. Formas de cooperación.

Se desarrollarán coordinadamente entre el Minia

terio de Trabajo y Seguridad Social y sus entidades de /

gestión, y la Comunidad Autónoma de conformidad con los /

mecanismos que en cada caso se señalan, las siguientes fm

ciones y competencias:

a) La supresión de Centros, en su caso, mediante a——

cuerdo entre las Administraciones Central y Autonómica.

b) El asesoramiento técnico y jurídico, asi como, en

su caso, la representación y la defensa en juicio de la /

Administración Autonómica, y la colaboración en las fun

ciones interventoras. A tal efecto, las asesorías jurídi

cas de la Seguridad Social y los órganos interventores /

prestarán los servicios que, dentro del marco de sus fun—
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clones y competenclaiSy les encomiende la Comimidad Autdno

ma*

e.- Hégimen presupuestaria.

a) Corresponderá a la Comunidad Autónoma elabo

rar anualmente el anteproyecto del Presupuesto General de

Gastos de la Seguridad Social referidos a un periodo /

anual y al ámbito territorial de la Comimidad por la ges

tión de los servicios transferidos del INSERSO.

Este anteproyecto se remitirá a la Secretaria /

General para la Seguridad Social para su traslado a la Di

rección General de la -^tidad Gestora, para la elabora- /

ción del presupuesto consolidado de ámbito estatal en el

área de su competencia.

Durante el proceso de elaboración del presupues

to consolidado se dará audiencia a la Comunidad Autónoma.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social /

adaptará las necesidades expuestas en el anteproyecto de

presupuestos a los recursos disponibles del Sistema de la

Seguridad Social, presentándolo posteriormente a las Cor

tes Generales para someterlo a su aprobación. La distribu

ción de las dotaciones totales del INSERSO se efectuará /
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seglin modelos que atiendan simultáneamente a criterios de

equidad, que garanticen el principio de solidaridad Ínter

territorial y a la cobertura financiera de los servicios

ctiya gestión se ha ti^sferido.

b) Una vez efectuada la distribución del presu

puesto de gastos del INSEHSO, segün el modelo que estable

ce el punto h) de este apartado, constituirá la expresión

cifrada, coniunta y sistemática de las obligaciones que /

como máximo puede reconocer la Comunidad Autónoma.

c) Los créditos que se autoricen en el estado /

de gastos del INSERSO a favor de la Comunidad Autónoma /

tendrán carácter limitativo y, por tanto, los compromisos

de gastos que se adquieran por cuantía superior a su im

porte deberán ser financiados con recursos aportados por

la propia Comunidad Autónoma, salvo que provengan de la /

aplicación de disposiciones dictadas con carácter general

para todo el territorio español.

d) Las obligaciones del pago de la Comunidad Au

tónoma por la gestión de los servicios transferidos, sólo

serán exigibles cuando resulten de la ejecución de sus /

presupuestos o de sentencia judicial firme.

e) La estructxira del Presupuesto de Gastos de /

los servicios transferidos del INSERSO se adaptará a las
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normas que establezca el Ministerio de Trabajo y Seguri

dad Social.

El Presupuesto de Gastos citado en el párrafo /

anterior se clasificará por programas y ástos a su vez, /

orgánica, económica y funcionalmente, de acuerdo con la /

finalidad que se pretenda conseguir mediante las distin

tas unidades de gastos.

f) Como documentación anexa al anteproyecto del

Presupuesto de Gastos la Comunidad Autónoma acompañará los

siguientes documentos:

a*)Memoria explicativa.

b*)Informe económico-financiero.

g) Corresponderá a los Organos superiores de la

Comxmidad Autónoma el examen y envió del anteproyecto del

Presupuesto de Gastos de loa servicios transferidos del /

INSERSO.

Los mencionados Organos superiores de la Comuni

dad Autónoma aprobarán unas bases de gestión que no po— /

drán alterar en ningún caso, salvo en el aspecto orgánico,

los principios contenidos en la Ley 11/77» de 4 de enero,

General Presupuestaria. En cualquier caso, tendrán compe

tencia para realizar las modificaciones presupuestarias /

necesarias durante el curso del ejercicio.
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h) Una vez aprobado por las Cortes Generales del

Estado el presupuesto consolidado de la Seguridad Social,

el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social llevará a ca

bo la distribución del presupuesto del INSSRSO a favor de

la Comunidad Autónoma segán las siguientes especificacio

nes:

1, El criterio base será el coeficiente de po

blación a asistir en cada momento, considerado dicho con

cepto como media ponderada de la población mayor de 60 /

años (60 por 100 como peso de ponderación) y de la pobla

ción total (40 por 100 como peso de ponderación), repre

sentando el primer factor a la población de tercera edad

protegida y el segundo a la población minusválida, todo /

ello referido a datos censales de 1980.

No obstante lo anterior, se determinarán en pri

mer lugar y antes de efectuar el reparto, loa gastos pre

supuestarios necesarios para la atención de los servicios

comunes estatales, entendiendo por tales los que atiendan

las funciones de coordinación, planificación, inspección

y documentación, así como los relativos a Centros Especia

les que por su carácter sea preciso gestionar de forma /

centralizada, y los crÓditos del concepto presupuestario

"asignación mensual a minusválidos profundos."
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2. Sn el ejercicio de 1984, se adoptará como ba

ae de distribución el coste efectivo de loa servicios, in

cluidos aquellos que no signifiquen movimiento monetario,

según la liquidación del presupuesto de 1983 y, mientras

no se efectúe ásta, las previsiones de liquidación dispo

nibles*

El mencionado criterio de distribución se apli

cará al presupuesto global de gastos del INSERSO aprobado

para 1984, con exclusión de lo^ señalado en el apartado /

1) de este número y del presupuesto para inversiones nue

vas y para dotación de servicios nuevos, que ae distribuí

rán conforme a lo previsto en el presupuesto de 1984, de

biendo producirse el oportuno ajuste en el ejercicio 1985,

según el criterio general expresado en el apartado 1 de /

esta letra, teniendo en cuenta el mecanismo previsto en él

apartado 4.

3* A partir del 1 de Enero de 1984, los comproral

sos de gastos, no reconocidos a dicha fecha por los seiyi

cios centrales del INSERSO, serán contraidos con cargo a

los créditos de la Comunidad Autónoma.

4. Durante un plazo de 10 años a partir del 1 /

de enero de 1985, con efectividad desde 1984 con el fin /

de garantizar el coste real de loa servicios transferidos^
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o evitar graves distorsiones en la financiación real ac

tual, la diferencia entre óstoa y los que corresponderían

de aplicar el coeficiente de población a asistir se redu

cirá en un 10^ de dicha diferencia cada xmo de los cita

dos 10 años.

Si a partir del 6fi año se produjesen para el /

presupuesto del INSERSO aumentos reales de más de cinco /

puntos por encima del I.P.C. del año anterior se reducirá

por cada punto que supere los indicados 5 puntos un año /

de ajuste transitorio.

Con motivo de cada censo se revisarán los índi

ces establecidos en el criterio fijado en el apartado 1.

i) La Comunidad Autónoma facilitará a la Admin^

tración del Estado información estadística sobre el ejer£i

cío de las funciones transferidas siguiendo la metodología

existente o la que, en su caso, la Administración del Es

tado establezca, de forma que quede garantizada su coordi

nación e integración con el resto de la información esta

dística de ámbito estatal. Por su parte, la Administración

del Estado facilitará a la Comunidad Autónoma la informa

ción elaborada sobre las mismas materias.

La Comunidad Autónoma igualmente, queda someti

da al rágimen de Contabilidad Pdblica, debiendo rendir /
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cuentas de sus operaciones al Tribunal de Cuentas.

j) A fin de poder elaborar las Cuentas y Balan

cea de la Seguridad Social a presentar a las Cortes Gene

rales, conforme a lo establecido en el art. 149 de la Ley

General Presupuestaria, por la Comunidad Autónoma se remi

tirá, para su consolidación e integración en las del to

tal sistema, la documentación contable relativa al cierre

del ejercicio en la-forma y plazos que se establezca por

el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con carácter

general para todo el territorio español.

k) La habilitación de fondos se efectuará por /

mensualidades del Presupuesto y Gastos relativos de la Co

munidad Autónoma en la fecha y forma en que acuerden en /

documento expreso representantes de la Comunidad Autónoma,

del INSERSO y de la Tesorería General de la Seguridad So

cial, a su vez designados estos dos últimos por la Secre

taria General para la Seguridad Social.

f.- Bienes, derechos y obligaciones de la Administración

de la Seguridad Social que se traspasan.

1. Se traspasan a la Comunidad Autónoma, los /
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bienes, drechos y obligaciones del Estado que se recogen

en el inventario detallado de la relación adjunta nC 1, /

donde quedan identificados los inmuebles y las concesio

nes y contratos afectados por el traspaso. Estos traspa

sos se formalizarán de acuerdo con lo establecido en la /

Disposición Transitoria del Estatuto de Autonomía y demás

disposiciones aplicables,

2, En el plazo de un mes desde la aprobación de

este Acuerdo por el Gobiemo se firmarán las correspondien

tes actas de entrega y recepción de mobiliario, equipo y

material Inventariable.

g,- Personal adscrito a los Servicios e Instituciones que

se traspasan*

1• El personal adscrito a loa servicios traspa

sados y que se referencia nominalmente en la relación ad

junta nfi 2, pasará a depender de la Gomimidad Autónoma, /

en los términos leglamente previstos por el Estatuto de /

Autonomía y las.demás normas en cada caso aplicables, y /

en las mismas circunstancias que se especifican en la re

lación adjunta y con su número de Registro de Personal*

2* Por el Servicio de Personal del Instituto /
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Nacional de Servicios Sociales, se notificará a los inte

resados el traspaso y su nueva situación administrativa,

tan pronto el Gobierno apruebe el presente Acuerdo por /

Real Decreto^ Asimismo se remitirá a los órganos competen

tes de la Comunidad Autónoma una copia certificada de to

dos los expedientes de este personal traspasado, así como

de los certificados de haberes, referidos a las cantida

des devengadas durante el último &Lño«

h.- Puestos de trabajo vacantes que se traspasan.

Los puestos de trabajo vacantes dotados presu

puestariamente que se traspasan son los que se detallan /

en las relaciones adjuntas n^ 2, con indicación del Cuer

po o Escala al que están adscritos o asimilados, nivel or

gánico y dotación presupuestaria correspondiente.

Hespecto de las transferencias llevadas a cabo

en materia de Servicios Sociales De la Peña y Belogui /

(obra citada, pag 132) distinguen las siguientes modalida

des:

En el caso de Cataluña, País Vasco, Galicia, Na

varra y Cantabria la transferencia ha sido individualiza

da, esto es, directamente del poder central al autonómico.
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Loa Decretos transfieren asistencia y servicios sociales

pero los del País Vasco y Cataluña abarcan también la ma

teria de sanidad Piíblica y se le transfiere en consecuen

cia la administración institucional de la Sanidad nacio

nal al amparo de la competencia de desarrollo legislativo

y ejecución de la legislación básica del Estado que les /

corresponde en materia de sanidad interior.

Ahora bien no quedan facultadas para reorgani

zar los servicios de Seguridad Social dentro de su terri

torio sino tan solo para organizarías, lo que hace pensar

en que les esta vedado a las Comimidades Autónomas con a-

rreglo a lo antes expuesto, una sustancial reforma de la

gestión de la Seguridad Social.

En este punto merece destacarse las caracterís

ticas fundamentales de la legislación autonómica dictada

al efecto, siguiendo al efecto al mismo sector doctrinal.

Los únicos regímenes autonómicos que han aproba

do leyes sobre Servicios Sociales son por orden cronológi

co el País Vasco (Ley 6/1982, de 20 de mayo), el Régimen

Poral de Navarra (Ley 14/1983, de 30 de marzo) y Cataluña

(Ley aprobada por el Parlamento Catalán el 29 de junio de

1983).

a) Ley de Servicios Sociales 6/1982, de 20 de mayo.
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Parlamento Vasco.

En la exposición de motivos de la ley y entre /

sus objetivos se encuentra la unificación fiancional de /

los distintos organismos existentes en el área de los Ser

vicios Sociales, tanto de los dependientes de la Seguri

dad Social como los de los Presupuestos Generales del Es

tado, dado que la Comunidad Autónoma Vasca no goza de com

potencias idénticas en los dos campos, si bien, con el /

tiempo, se espera llegar a fórmulas más satisfactorias.

El concepto de Servicios Sociales utilizado por

la ley, se basa en el definido por el art. 14 de la Carta

Social Europea: "La presente ley tiene por objeto garantí

zar, mediante un sistema público de servicios, aquellas /

prestaciones sociales que tienden a favorecer el pleno y

libre desarrollo de la persona dentro de la sociedad, pro

mover su participación en la vida ciudadana y conseguir /

la prevención o eliminación de las causas que conducen a

su marginación" (art, 12.). En cuanto a la titularidad /

del derecho lo serán "los residentes y transeúntes no ex

tranjeros en el País Vasco, en las condiciones que regla

mentariamente se establezcan.

Otra particularidad de la ley es que crea un /

Consejo Vasco de Bienestar Social, de carácter consultivo
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y composicián paritaria entre los representantes de la Ad
ministracidn Pátlioa y los tratajadores y destinados de /
los servicios Sociales (arts. 19 y 20). A su ves cada Di-
putacián. Ayuntamiento o ente supramunicipal establecerá
su Oonsejo de Bienestar Social, que conocerá y analizará
la gestión de los servicios y las demandas sociales.

En cuanto a la financiación, se consignará anual
mente la cantidad destinada a hacer frente a estas compe
tencias, con cargo a los presupuestos generales del Gobier
no autónomo. Asimismo las Diputaciones deberán consignarlo
en sus presupuestos, tanto para la actividad que cae den
tro de acción, como para aquellos servicios o programas /
aprobados para los Ayuntamientos o entes supramunicipales.

Los-.Aynntamtentos igualmente establecerán una /
partida especial dirigida exclusivamente al mantenimiento
y desarrollo de sus Servicios Sociales.

b) Ley Poral U/1983, de 30 de marzo, sobre Servi
cios Sociales. Parlamento de Navarra.

Bajo el título de Servicios y Actuaciones Socia
les se regula la competencia del Gobierno autónomo en ma
teria de Servicios Sociales. En este punto cabe destacar
dos aspectos: uno referente al campo de aplicación al es
tablecerse la igualdad-universalidad de los servicios y /
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SLCtUELCloriss socialss a todos Xoa ciudadanos, sin discriin^

nación. Y otro que se refiere a su estructura y organiza

ción al fijar la descentralización por medio de ayuntamien

tos y mancomunidades, con la finalidad de conseguir el a-

cercamiento de los servicios y la partipación de los ciu

dadanos, participación garantizada tanto en la planifica

ción como en el control de los servicios. Asimismo se auto

riza al Gobierno de Navarra para transferir a los ayunta

mientos y mancomunidades la gestión de centros y serví- /
cios.

La financiación de los servicios y actuaciones

sociales se efectúa con cargo a los Presupuestos Genera

les de Navarra, y respecto a su cuantía no deberá ser in

ferior al 6 por 100 de dichos presupuestos. En los Ayunta

mientoa las partidss de gastos de Servicios Sociales no /

deberán ser inferiores al 4 por 100 de sus presupuestos,

sin contabilizar a estos efectos las aportaciones económi

cas del Gobierno de Navarra, transferidas para la gestión

de los servicios que les encomienden.

c) Ley de Administración Institucional de la Sanidad»

Asistencia y Servicios Sociales de Cataluña, aprobada el

29 de junio de 1983 por el Parlamento Catalán.
La transferencia del INSALUL e INSSRSO, ha pos¿
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bilitado el llegar a una mayor integración de loa meoania

moa protectorea aaistencialea de la Seguridad Social con
loa públicoa confluyentea en laa miamas finalidadea, pero
también ha debido buscarae el equilibrio de convivencia /
entre dea materias en las que tan diferentes competencias

les incumben a las comunidades autónomas. Esta integra- /
ción, sin embargo, ae prevé incompleta hasta que el proce

30 de transferencias en curso permita incluir "las presta

ciones que en el ámbito estatal gestiona el Instituto Na

cional de la Seguridad Social" y sobre todo "hasta que el

modelo sanitario y el de Seguridad Social queden perfila

dos por la legislación básica del Estado" (exposición de
motivos)•

Las funciones y competencias de la Generalidad

de Cataluña han de ser ejercidas por el Consejo Ejecutiv<i
correspondiendo al Departamento de Sanidad y Segundad /
Social la dirección, vigilancia y tutela de las dos enti

dades gestoras que se crean: el Instituto Catalán de la /
Salud, y el Instituto Catalán de Asistencia y Servicios /
Sociales,

El Instituto Catalán de la Salud gestiona todas

laa prestaciones sanitarias, tanto las de la Seguridad So
cial como las de carácter público concedidas por la Cene-
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ralidad, y canaliza los planes de actuación sanitaria.

El Instituto Catalán de Asistencia y Servicios

Sociales gestiona las prestaciones asistenciales y de /

servicios sociales tanto de la Seguridad Social como de /

la Generalidad. La gestián de las entidades locales no es

nunca por atribuciones propias sino en virtud de delega-

ción,.bajo el control en todo caso del Instituto o de con

venio o concierto con el mismo.

La financiación de ambos Institutos está constl.

tuida fundamentalmente por los recursos de la Seguridad /
Social afectos a sus fines (sanitarios y asistenciales y

de servicios sociales) y por las consignaciones presupues

tarias de la Generalidad sin que se precise ninguna cuan

tía. (obra citada, pag. 136).

Es esta una consecuencia derivada de la propia

exigencia del art. 17.4 del Estatuto Catalán en relación

con el D. de transferencias de 31 de julio de 1980, al se

ñalar aquel, que la Generalidad podrá organizar y adminis

trar a tales fines, y dentro de su territorio todos los /
servicios relacionados con las materias antes expresadas,

y ejercerá la tutela de las instituciones, entidades y /
fundaciones en materia de Sanidad y Seguridad Social, re

servándose el Estado la alta inspección conducente al /
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al cumplimiento de las funciones y competencias a que se

refiere el mismo artículo.

Fernández Pastrana entiende, a tal efecto, que

lo otorgado a la Generalidad de Catalufía es una potestad

genárica de ordenación autónoma de las mismos que implica

la posibilidad de reordenación y reestructuración, anula

ción o creación de los entes gestores de la Seguridad So

cial, que contemplaba el ordenamiento jurídico en tal mo

mento, sin ajustarse a la uniforme y precedente regulación

estatal. (La Seguridad Social y el Estado de las Autono-

mías. Documentación Administrativa nc 197, enero, marzo /

1983).

Sin embargo, lo cierto es que el D. de 31 de ju

lio de 1980 que regula el traspaso de competencias en ma

teria de Seguridad Social relativas al Instituto Nacional

de la Salud y el Instituto Nacional de Servicios Sociales

en su apartado B.8 precisa que la Generalidad podrá acor

dar las reorganizaciones que estime convenientes. Reorga

nizar supone partir de una previa estructuración, y por /

esencia no puede significar suprimir o hacer desaparecer,

pero es que, además, el propio apartado B.8 recoge la /
inalterabilidad de la adscripción de los centros transfe

ridos al cumplimiento de su fines benéficos y asistencia-
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les que le son propias. Ello supone obviamente que la Co

munidad Autónoma posee una potestad normativa interna, que

le permita dirigir, administrar y en su caso organizar sus

elementos de producción burocrática sin alterar lo sustan-

cialmente básico, ordenado teleolÓgicanente, de la gestión

previamente establecida. >

La Comunidad Autónoma podía limitarse a ejecutar

en su territorio los servicios traspasados, sin alterar pa

ra nada su organización preexistente y podía también reor

ganizarlas previamente al inicio de su nueva andadiira, pe

ro lo que le estaba vedado era constituir personas jurídi

cas nuevas o diferentes sustanctalmente de las del Estado

cualquiera que fuera el cambio de denominación que sí po

dría efectuarse. Y ello, en primer lugar, por cuanto que /

ejecutar servicios, significa,participar en los ya existen

tes respecto de loa cuales se carece de facultades genera

trices, y en segundo lugar porque al igual que el fin inm£

dificable de los mismos justifica la propia creación de /

los mismos, su conceptuación como entidad gestora ajena a

la Hacienda Pdblica y a la Administración institucional pu

ramente estatal, obliga a considerar tal estado como inmu

table por pertenecer a lo sustancial o básico de la legis

lación propia de Seguridad Social, que pertenece en exclu-
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siva al Estado, (en contra P.Pastrana y Sabate. Revista/

de Seguridad Social, nfi 19» pag» 9)*

Una reproducción a escala del cuadro organiza

tivo estatal con creación de personas jurídicas semejan

tes a'las preexistentes previa supresión o no del cuadro

organizativo estatal le está vedado a la Gomionidad Autó

noma desde el momento en que el pimto 17 del art. 148 se

ñala que es la ejecución de sus servicios la que corres-

ponde a la Comunidad Autónoma, debiendo entenderse que /
el posesivo "sus" impide referirse a otros servicios que

no sean los propios del sistema mismo de la Seguridad

cial cuyo nivel sustancial corresponde en exclusiva al /
Estado, que por tanto habrá de, en su caso, configurar /
una nueva estructura gestionarla diferente a la actual a

partir de la cual los servicios de la misma serkn lleva

dos a cabo o ejecutados por las correspondientes Comuni

dades Autónomas. Toda otra fórmula queda vedada a óstas,

que tan solo podrán establecer nuevos modelos organizati

vos pero sujetos al mismo rógimen jurídico, sin perjui

cio de reservarse una peculiar posibilidad de coordina

ción interna propia.

Esta por lo demás, ha sido la vía seguida por /

la Ley de 14 de julio de 1983 del Parlamento de Cataluña
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que venimos comentando, y ello por cuanto que a escep- /

clón de la denominación, para lo que debe pensarse que /

la Comunidad quede facultada para su variación, la capa

cidad jurídica y patrimonial, los "beneficios fiscales o

parafiscales, su constitución y régimen jurídico, su na

turaleza jurídica, estructura de los órganos consultivos

partióipativos y de gobierno así como el ámbito de sus /

competencias, su régimen económico-administrativo y sus

relaciones internacionales o en último grado el carácter

y condición de su personal resultan facetas intocables /

por el desarrollo legislativo de las Comunidades Autóno

mas, que en las mismas no podrán separarse esencialmente

de la regulación estatal, pues se trata de áreas diferen

tes, con principios técnicos propios y diversos que re^

quieren \ma conceptuación homogénea básica.

Incluso la doctrina antes recogida, discrepan

te de esta tesis, considera, que si bien es cierto que /

las acciones pueden recaer sobre un mismo objeto, no es

menos cierto que las actividades son diferentes, por lo

que la posibilidad teórica de establecer una única enti

dad que llevase a cabo la gestión de las áreas transferí

das sería inviable (pastrona, obra citada, pag, 11); sin

perjuicio de coincidir con la misma en el sentido de /
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reconocer que la Ley comentada ha llevado a cabo una /

auténtica ordenación global como mérito principal, inelu

30 frente a la legislación estatal, manteniendo esencial

mente las líneas generales del modelo estatal a través /

de lo que se ha denominado técnica de reordenación rela

tiva.

Se trata, sin duda, de terminar con una multi

plicidad de Administraciones paralelas, a través de la /

fijación de dos gestoras que recogen las competencias /

transferidas. Son, el Instituto Catalán de la Salud, com

petente respecto de las prestaciones sanitarias transfe

ridas, y el Instituto Catalán de Asistencia y Servicios

Sociales, para la gestión de las prestaciones de asisten

cia social, y los servicios sociales de la Seguridad So

cial, tendiendo hacia una racionsLlización autonómica de

las competencias transferidas, que a nuestro Juicio no /

se logra por no estar transferido el ámbito competencial

propio del Instituto Nacional de la Seguridad Social en

el que debería quedar aglutinada la total red de funcio

nes relativas a la Asistencia Social y los Servicios So

ciales, que desde su desgajamiento del tronco comiín en /

virtud del D.L. de 16-XI-78 carecieran de fundamento téc

nico suficiente para ello.
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otra tentativa de simplificación chocará con /

dos obstáculos insalvables, a saber; la naturaleza jurí

dica de las propias entidades gestoras, y su régimen eco

nómico, ninguna de las cuales admite disfuncionalidades

de aplicación y puesta en práctica.

Por lo demás cualquier intento de forjar en el

seno de estas gestnjras, fórmulas descentralizadoras, se

gún vimos con anterioridad, supone un craso error de la

comentada Ley pues no puede descentralizarse lo ya des

centralizado, respecto de lo cual a lo sximo cabrá una /

desconcentración, correspondiendo en todo caso al corres

pendiente Departamento de Sanidad y Seguridad Social,en

su caso la dirección, vigilancia y tutela de tales enti

dades, lo que se ordena irregularmente para los Servi- /

cios Sociales, si bien en cuanto al área saiiitaria el /

art. 3 no alude para nada a descentralización sino a des

concentración de los servicios en las diversas áreas te

rritoriales y funcionales, con una participación en el /

control de la gestión de los centros a favor de los inte

resados y de las entidades locales como tales, y en don

de habrá un máximo Ínteres de participación del Estado /

como tal en aquellos.

En este punto,y para concluii; es preciso desta
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car los principios rectores de los Decretos de Transfe

rencias del Instituto Nacional de la S^lud, que utiliza

do para el caso Catalán, ha sido seguido por el andaluz,

y es de preveer que en breve sirva de modelo para Gali

cia, y las restantes Comunidades Autónomas de igual ran

go.

La Constitución en el art. 149.1.16S y 17^.j /

reserva al Estado la competencia exclusiva sobre "bases

y coordinación general de la Seinidad. Legislación sobre

productos farmacéuticos", así como la "legislación bási

ca y régimen económico de la Seguridad Social, sin per

juicio de la ejecución de sus servicios por las Comunida

dea Autónomas".

Por su parte, el Estatuto de Autonomía de Anda

lucía, establece, en su art, 20, que corresponde a la /

Comunidad Autónoma de Andalucía, en las materias de Sani

dad Interior y Seguridad Social, el desarrollo legislat^

vo y la ejecución de la legislación básica del Estado, /

SEÚ.VO, en lo que se refiere a esta última, las normas /

que figuran el régimen económico de la mismas la gestión

del régimen económico de la Seguridad Social; la ejecu

ción de la legislación del Estado sobre productos farma

céuticos; la organización y administración a tales fines
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y dentro de su territorio, de todos los servicios relacio

nados con la materia expresada y el ejercicio de la tute

la de las Instituciones, Entidades y Pxindaciones en mate

ria de Sanidad y Seguridad Social, reservándose el Estado

la alta inspección, conducente al ciamplimiento de las fun

ciones y competencias contenidas en este artículo, debien

do ajustar la Comunidad Autónoma el ejercicio de las com

petencias que asxima en materia de Sanidad y Seguridad So

cial a criterios de participación democrática de todos /

los interesados, así como de los Sindicatos de trabajado

res y Asociaciones empresariales en los tárminos que la /

Ley establezca.

Sobre la base de estas previsiones constitucio

nales y estatutarias, es legalmente posible que la Comun¿

dad Autónoma de Andalucía tenga competencias en materia /

de Seguridad Social, por lo que se procede a operar ya en

este campo transferencias de funciones de tal índole a la

misma•

Pimciones que asióme la Comimidad Autónoma e i-

dentificación de loa servicios que se traspasan.

Ifi. Se transfiere a la Comunidad Autónoma las /

siguientes funciones que venía realizando el Instituto Na

cional de la Salud en materia de Seguridad Social:
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I ?,

a) Los servicios y funciones correspondientes a los

Centros y establecimientos sanitarios, asistenciales y ad

ministrativos de la Seguridad Social gestionados por el /

Instituto Nacional de la Salud.

b) Los servicios y funciones encomendados por la le

gislación vigente a las Direcciones Provinciales de la ex

presada Entidad Gestora de la Seguridad Social, así como

las funciones correspondientes a las respectivas Direccio

nes Provinciales del Ministerio de Sanidad y '^onsiamo res

pecto del Instituto Nacional de la Salud.

c) La elaboración y la ejecución de loa planes de in

versiones que se aprueben en materia sanitaria, así como

la gestión de las inversiones en curso, con atribución de

la distribución global de los cróditos a estos efectos, /

dentro de los límites presupuestarios, de acuerdo con la

normativa reguladora del régimen económico de la Seguri

dad Social, en el contexto de la planificación asisten- /

cial general de conformidad con la legislación básica del

Estado sobre la materia.

d) La contratación, gestión, actualización y resolu

ción de los '-onciertos con Entidades de Instituciones Sa

nitarias o Asistenciales que presten servicios, dentro de

los límites presupuestarios.
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A partir de la efectividad del traspaso en estas

funciones, la Comunidad Autónoma se subrogará en los Con

ciertos en vigor entre el Instituto Nacional de la Salud y

otros Organismos y Entidades, hasta que se extingan dichos

Conciertos.

e) La creación, transformación ampliación, dentro de

los límites presupuestarios, así como la clasificación su

presión de los Centros Sanitarios de la Seguridad Social,

en rógimen ordinario o experimental de acuerdo con la legs

lación básica del Estado.

f) Las funciones de gestión que realiza el Instituto

Nacional de la Salud a travós de sus Servicios Centrales /

y, entre ellas, la Inspección de Servicios y la gestión de

las prestaciones sanitarias de la Seguridad Social.

g) La planificación de programas y medidas de asisten

cia sanitaria de la Seguridad Social en el ámbito de la Co^

munidad Autónoma, de acuerdo con la legislación básica del

Estado.

h) El análisis y evaluación del desarrollo y resulta

dos de la acción sanitaria de la Seguridad Social.

i) La organización y régimen de funcionamiento de los

Centros y servicios de la asistencia sanitaria de la Segu

ridad Social, así como la definición de criterios generales
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para la evaluación de la eficacia y rendimiento de los pro

gramas, Centros o servicios sanitarios, todo ello de acuer

do con la normativa básica del Estado y la normativa regu

ladora del rágimen económico de la Seguridad Social.

La gestión de los Centros, establecimientos y /

servicios, así como de las funciones que se traspasan, se

realizará de acuerdo con la legislación básica del Estado»

Igualmente, la Comunidad Autónoma se sujetará a la normati

va general de la Seguridad Social en lo relativo a la det^r

minaoión de los beneficiarios, requisitos e intensidad de

la acción protectora y rágimenes económico-financiero y ew

nómico-administrativo•

Las funciones y servicios que se traspasan se en

tienden sin perjuicio de la alta inspección que correspon

de al Estado.

2fi. Para la efectividad de las funciones relacio

nadas se traspasarán a la Comunidad Autónoma, receptora de

las mismas, los servicios e instituciones de su ámbito te

rritorial que se detallan en la relación adjunta al acuer

do.

Competencias, servicios y funciones que se reser

va la Administración del Estado.

Como consecuencia de la relación de competencias
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que permanecen en el ámbito de la titularidad estatal^ la

Administración del Estado ejercerá, por medio del Institu

to Nacional de la Salud, las siguientes funciones y activi

dades que tiene atribuidas;

a) la realización de estudios tácnicos y la formulaciái

de propuestas encaminadas a la elaboración de la legisla-ri

ción bááica del Esteido en materia de la asistencia sanita

ria prestaciones farmacáuticas de la Seguridad Social sin

perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

b) La coordinación de programas, actuaciones y medios

de asistencia sanitaria que por su naturaleza se considere

de ámbito estatal o supracomunitario.

c) Las relaciones internacionales, en cuanto se refie

re al sistema de asistencia sanitaria de la Seguridad So

cial.

d) El análisis y evaluación a nivel estatal del desa

rrollo y resultados de la acción sanitaria de la Seguridad

Social, así como la elaboración de los procesos de informá

tica de proyección estatal integrada en materia de gestión

sanitaria de la Seguridad Social.

e) El estudio y la propuesta de las bases y la determl

nación con carácter general de loa requisitos tácnicos y /

condiciones mínimas para el establecimiento de característi
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cas comunes en los centros, servicios, actividades y esta

blecimientos sanitarios de la Seguridad Social, además de

la disponibilidad del Catálogo y Registro actualizado de

los mismos*

f) La elaboración de índices o criterios generales /

mínimos para la evaluación de la eficacia y rendimiento /

en Centros o servicios sanitarios de la Seguridad Social.

g) El estudio y la propuesta de la normativa básica

estatutaria del personal al servicio de la asistencia sa

nitaria de la Seguridad Social.

h) El establecimiento de los criterios generales, r£

quisitos y condiciones mínimas para evgú.uar las necesida

des de personal y determinar los puestos de trabajo, con

referencia a los diferentes niveles, titulaciones exigi

das y demás requisitos y condiciones para su provisión, a

fin de garantizar la homogeneidad del sistema sanitario /

en el ámbito de la Seguridad Social, la igualdad de opor

tunidades y la libre circualción de los profesionales al

servicio de la asistencia sanitaria de la Seguridad So- /

oial.

i) El mantenimiento de un Registro Central del perso

nal al servicio de la asistencia sanitaria de la seguri

dad ^ocial a cuyo efecto la Comunidad Autónoma remitirá /
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toda la información relativa al mismo.

j) El fomento y la coordinación general de activida

des de docencia e investigación científica en Centros sani

tarios de la Seguridad Social.

k) La elaboración de un Plan general de estadística,

así como la recopilación de la información relativa a la /

asistencia sanitaria, la cual será sxiininistrada por la Co

munidad Autónoma con la finalidad de tener un conocimiento

a nivel estatal de la asistencia de la Seguridad Social.

Punciones en que han de concurrir la Adminia

tración del Estado y la de la Comunidad Autónoma y forma /

de cooperación.

Se desarrollarán coordinadamente entre el /

Instituto Nacional de la Salud y la Comxinidad Autónoma,^ de

conformidad con los mecanismos que en cada caso se detallan

o con arreglo a las normas dictadas al efecto, las siguien

tes funciones:

a) El intercambio de información en materia de asis

tencia sanitaria de la Seguridad Social, así como el ases£

ramiento y cooperación con carácter permanente.

b) La elaboración de estudios y proyectos conjuntos /

así como la realización de propuestas tendentes al perfec

cionamiento de la acción sanitaria de la Seguridad Social
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y la colatioracián en acciones programadas de interés gene

ral*

c) El desarrollo de los programas de informática de /

proyección estatal y el acceso a la información derivada /

de los mismos.

d) El seguimiento de los conflictos laborales que pu£

dan producirse en los Centros y Servicios sanitarios de la

Seguridad Social.

e) La participación cuando la Comunidad Autónoma lo ̂

solicitara de la Oficina Técnica del Instituto Nacional de

la Salud,, en los aspectos geológicos, arquitectónicos, de

ingeniería y mantenimiento de los Centros sanitarios.

f) La coordinación entre el Consejo General del Inat¿

tuto Nacional de la Salud y el órgano de participación pr£

visto en el Estatuto de Autonomía.

Régimen presupuestario.

a) Corresponderá a la Comunidad Autónoma elaborar .:

anualmente el anteproyecto del presupuesto general de gas

tos de la Seguridad Social referidos a un período anual y

al ámbito territorial de la Comunidad por la gestión de /

los servicios transferidos del INSALUD.

Este anteproyecto se remitirá al Ministerio

de Sanidad y Consumo, procediéndose, por los órganos compe_
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tentes, a la elaboraci<5n del presupuesto consolidado de ám

bito estatal en el área de su competencia.

Durante el proceso de elaboracidn del presu

puesto consolidado se dará audiencia a la Comunidad Autón£

ma.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social

adaptará las necesidades expuestas en el anteproyecto de /

presupuesto a los recursos disponibles del Sistema de la /

Seguridad Social, presentándolo posteriormente a las Cortes

G-enerales para someterlo a su aprobacián. La distribución

de las dotaciones totales del INSALDD se efectuará según /

modelos que atiendan simultáneamente a criterios de equi

dad, que garantice el principio de solidaridad interterri

torial y a la cobertura financiera de los servicios cuya /

gestión se ha transferido.

b) Una vez efectuda la distribución del presupuesto /

de gastos del INSALUD, según el modelo que establece el /

punto h) de este apartado, constituirá la expresión cifra

da, conjunta y sistemática de las obligaciones que, como /

máximo, puede reconocer la Comunidad Autónoma.

c) Los créditos que se autoricen en el estado de gas

tos del INSALUD tendrán carácter limitativo y, por tanto,

los compromisos de gastos que se adquieran por cuantía / /
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superior a su importe deterán ser financiados con recursos

aportados por la propia Comunidad Autónoma, salvo que pro

vengan de la aplicación de disposiciones dictadas con ca

rácter general para todo el territorio español.

d) Las obligaciones de pago por la gestión de los ser

vicios transferidos, solo serán exigibles cuando resulten

de la ejecución de sus presupuestos o de sentencia judicial

firme.

e) La estructura del presupuesto de gastos de los ser

vicios transferidos del INSALUD se adaptará a las normas /

que establezca el Ministerio de Trabajo y Seguridad SociaL

El presupuesto de gastos fijado en el párrafo an

terior se clasificará por programas, y ástos a su vez, or

gánica, económica y funcionalmente de acuerdo con la fina

lidad que se pretenda conseguir, mediante las distintas /

imidades de gastos.

f) Como doctunentaciÓn anexa al anteproyecto del presu

puesto de gastos se acompañarán los siguientes documentos:

a')Memoria explicativa.

b*)líiforme económico financiero.

g) Corresponderá a los órganos superiores de la Comu

nidad Autónoma el examen y envío del anteproyecto del pre

supuesto de gastos de los servicios transferidos del INSA-
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LUD.

Lo3 mencionados órganos superiores de la Comuni

dad Autónoma aprobarán unas bases de gestión que no podrán

alterar en ningTSn,caao, salvo en el aspecto orgánico, los

principios contenidos en la Ley 11/1977, de 4 de enero,

neral Presupuestaria. En cualquier caso, tendrán competen

cia para realizar las modificaciones presupuestarias nece

sarias durante el curso del ejercicio.

h) Una vez aprobado por las Cortes Generales del Esta

do el presupuesto consolidado de la Seguridad Social, se /

llevará a cabo la distribución del presupuesto de gastos a

favor de la Comunidad Autónoma, segdn las siguientes espe

cificaciones:

1. El criterio base será el coeficiente de pobla

ción protegida.

No obstante lo anterior, se determinarán en pri

mer lugar, y antea de efectuar el reparto, los gastos pre

supuestarios necesarios para la atención de los servicios

com\anes estatalesj así como los relativos a Centros espe

ciales que, por su carácter sea preciso gestionar de forma

centralizada.

2. En tanto no se disponga de datos fehacientes

de población protegida en el área sanitaria, para lo cual
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se efectuará durante el año de 1984 los oportunos trabajos

estadísticos, o sea implantada la cartilla de asistencia /

sanitaria individual, se adoptará como base de distribu— /

cidn el coste de los servicios incluidos aquellos que no /

signifique movimiento monetario, segdn la liquidación del

presupuesto de 1983, y, mientras no se efectúe ésta, las /

previsiones de liquidación disponibles.

Una vez se conozca la liquidación definitiva del

ejercicio 1983, se procederá a realizar el ajuste corres

pondiente.

El mencionado criterio de distribución se aplica

rá al presupuesto globaü. de gastos del INSALtTD aprobado pa

ra 1984, así como para 1985, con exclusión de lo señalado

en el apartado 1 de este ndmero y del presupuesto para in

versiones nuevas y paxa dotación de servicios nuevos, que

SQ ¿j_3"tribuirán por el coeficiente de población de derecho,

segdn datos publicados por el Instituto Nacional de Esta

dística del censo de población referido al año 1980.

La aplicación del criterio de distribución se /

efectuará teniendo en cuenta el porcentaje de participaciái

de los centros de gasto situados en el ámbito de la Comuni

dad Autónoma en la liquidación de los presupuestos del IN-

SALDD de 1983 o, en su caso, de 1984, deducidos los crádi-
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toa imputados a inversiones y dotación de servicios nuevos»

garantizándose» por tanto» en los presupuestos de 1984 y /

1985, en la parte de los mismos, restados los conceptos se_

ñalados en el párrafo anterior igual porcentaje de partici

pación.

3. A partir de 1 de enero de 1984 los compromi

sos de gastos» no reconocidos a dicha fecha por loa Servi

cios Centrales del INSALUD, serán contraidos con cargo a /

los cráditos de la Comunidad Autónoma.

4. A la vista de la distribución del coste de /

los servicios para el ejercicio de 1986» de los indicado

res definitivos sobre población protegida por la Comunidad

Autónoma y de la limitación en tal fecha de los centros de

gestión centralizada, se fijará un periodo de ajuste» segdn

se expresa en el námero siguiente.

5. Durante un plazo de diez años a partir de 1 /

de enero de 1986» y a fin de garantizar el coste de los /

servicios transferidos o evitar graves distorsiones en la

financiación real actual, la diferencia entre estos y lo /

que le correspondería de aplicar el coeficiente de pobla

ción protegida se reduciría en un lo por 100 de dicha dif£

rencia para uno de los citados diez años.

i) La Comunidad Autónoma vendrá obligada a presentar
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ante el INSAIUD, con carácter mensual la docximentación que

a efectos estadísticos se dicte.

La Comunidad Autónoma igualmente, queda sometida

al rógimen de contabilidad pública, debiendo rendir cuen

tas de sus operaciones al Tribunal de Cuentas.

3) A fin de poder elaborar las cuentas y balances de

la Seguridad Social a representar en las Cortes Generales

conforme a lo establecido en el artículo 149 de la Ley Ge

neral Presupuestaria, por la Comunidad Autónoma se remiti

rá al Ministerio de Sanidad y Consumo para su consolidación

e integración por los órganos competentes en las del total

del sistema la documentación contable relativa al cierre /

del ejercicio en la forma y plazos que se establezcan por

el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con carácter /

general para todo el territorio español.

k) La habilitación de fondos so efectuará por mensua

lidades iguales del presupuesto de gastos relativo a la G£

munidad Autónoma en la fecha y forma en que acuerden en do

cumento expreso representantes de la Comunidad Autónoma, /

del INSALÜD y de la Tesorería General de la Seguridad So

cial, a su vez designado por la Secretaria General de la /

Seguridad Social.

Valoración de los Servicios Centrales.
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La valoración que se hace de los Servicios Centra

¿  les tiene el carácter de provisional al ohjeto de acredi- /

tajr el total de los costes (directos e indirectos) de los

servicios transferidos»

La citada evaluación en tanto no se produzca la

obligada ordenación administrativa de los Servicios Centra

les del INSALUL y su valoración definitiva no implicará /

transferencia de cródito, excepto en el porcentaje que ai£

nifique sobre las vacantes de personal en Servicios Centra

les, segdn se expresa en la adjunta relación 3»2.

Bienes, derechos y obligaciones del Estado que /

se traspasan»

1. Se traspasan los bienes, derechos y obliga- /

ciones del Instituto Nacional de la Salud que se recogen /

en el inventario detallado de la relación adjunta námero 1.

Estos traspasos se formalizarán de acuerdo con lo estable

cido en la disposición transitoria segunda del Estatuto de

Autonomía y demás disposiciones en cada caso aplicables.

2» La Adscripción de los bienes patrimoniales /

del Instituto Nacional de la Salud se entiende sin perjui

cio de la unidad del patrimonio de la Seguridad Social, /

distinto del Estado y afecto al cumplimiento de sus fines
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específicos, cuya titularidad corresponde a la Tesorería /

General de la Seguridad Social.

El destino de los bienes de la Seguridad Social

adscritos o que en el futuro se adscriban para usos distin

tos de los actuales, siempre que los nuevos sean conformes

a loa fines propios de la Seguridad Social, se ajustará al

procedimiento que por convenio se establezca, de acuerdo /

con la legislación básica del Estado.

3. En el plazo de un más desde la aprobación de

este acuerdo por el Gobierno se firmarán las correspondien

tes actas de entrega y recepción de mobiliario, equipo y /

material inventariable.

Personal adscrito a los servicios e Institucio

nes que se traspasan.

1. SI personal adscrito a los Servicios e Insti

tuciones traspasadas, seguirá con esta adscripción, pasan

do a depender de la Comunidad Autónoma, en los tÓrminos le_

galmente previstos por el Estatuto de Autonomía y las de

más normas que en cada caso resulten aplicables y en las

mismas circunstancias que se especifican en la relación ad

junta.

2. En tanto no se adopten medidas comunes relati

vas a los ftincionarios públicos transferidos a las Com\mi-
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dadea Autónomas, el personal que se transfiere o que en el

futuro se transfiera se regirá por las normas "básicas de /

sus Estatutos respectivos y conforme a la normativa exis

tente a nivel estatal para cada clase de funcionarios.

3. El personal que se transfiere gozará de los /

mismos derechos y obligaciones básicos que el resto del /

personal perteneciente a las mismas Escaú.as o Cuerpos de /

los Servicios Centrales o periféricos no transferidos, y /

no podrán ser objeto de discriminación alguna respecto al

personal propio de la Comimidad Autónoma que realice las /

mismas funciones o servicios.

Preceptos legales afectados:

1. Decreto 2766/1967, de 16 de Noviembre (artículo /

27.2), por el que se dictan normas sobre prestaciones de /

asistencia sanitaria y ordenación de los servicios médicos

en el Régimen General de la Seguridad Social.

2. Decreto 3157/1966,de 23 de diciembre, por el que /

se regula la dispensación de especialidades farmacéuticas

en el Régimen General de la Seguridad Social.

3. Orden de 13 de octubre de 1967 por la que se esta

blecen normas para la aplicación y desarrollo de la presta

ción por Incapacidad Laboral Transitoria en el Régimen Ge

neral de la Seguridad Social.
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4. Ley 11/1977, de 4 de enero, General Presupuestaria,

5. Decreto 3160/1966, de 23 de diciembre, por el que

se aprueba el Estatuto Jurídico del Personal Medico de la

Seguridad Social (capítulo VI)#

6. Orden de 5 de julio de 1971 por la que se aprueba

el Estatuto de Personal no Sanitario al Servicio de las /

Instituciones Sanitarias de la Seguridad Social (capítulo

III).

7. Orden de 26 de abril de 1973 por la que se aprueba

el Estatuto de Personeil Auxiliar Sanitario Titulado y Auxi

liar de Clínica de la Seguridad Social (capítulo IV).

8. Orden de 19 de septiembre de 1979 por la que se re

gula el funcionamiento transitorio de los órganos de direc

ción y gestión de las Entidades Gestoras y Servicios Comu

nes de la Seguridad Social.

9. Orden de 31 de diciembre de 1980 sobre contabili

dad presupuestaria del sistema de la Seguridad Social.

10. Orden de 26 de marzo de 1980 por la que se regu

la la estructura orgánica de los Servicios Centrales y Pr^

vinciales del Instituto Nacional de la Salud.

11. Orden de 15 de marzo de 1982 sobre estructura de

los presupuestos del sistema de Seguridad Social.

12. Las mismas disposiciones expuestas en los números
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7 y 8 del apartado anterior.

13. Orden de 20 de mayo de I98I por la que se crea la

Gerencia de Obras, Instalaciones y Suministros de Centros

del Instituto Nacional de la Salud.

14. Real Decreto 2824/1981, de 2? de noviembre, sobre

coordinación y planificación sanitaria.

15. Texto refundido de la Ley General de la Seguridad

Social, aprobado por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo (ar

ticulo 209).

16. Orden comunicada de 17 de noviembre de 1978, so

bre autorización de nuevos conciertos.

17. Orden comunicada do I8 de julio de 1979» sobre /

tramitación de nuevos conciertos y ampliación de las tari

fas aplicables.

18. Orden comunicada, de 19 de diciembre de 1979» que

desarrolla la de 18 de julio de 1979.

19. Resolución de la Secretaria de Estado para la Sa

nidad, de 11 de abril de I98O, que regula la asistencia sa

nitaria con medios ajenos a la Seguridad Social.

20. Resolución de la Secretaria de Estado para la Sa

nidad, de 15 de enero de 1981, que modifica la de 11 de /

abril de 1980.

21. Resolución de la Secretaria de Estado para la Sa-
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nidad, de 14 de octubre de 1981, que fija las condiciones

económicas para 1981.

22. Real Decreto 3500/1981, de 27 de noviembre, por /

el que se aprueban las bases del Acuerdo Marco de colabora

ci6n en las Instituciones Sanitarias de rango universita

rio entre los Ministerios de Educación y Ciencia y de Tra

bajo, Sanidad y Seguridad Social.

23. Real Decreto 2024/1981, de 27 de noviembre, sobre

coordinación y planificación ssinitaria.

24. Los mismos preceptos que figuran reseñados en los

nómeros 1 y 2, del apartado • 1®, a), y 3 del , 1®, b).

25. Real Decreto 383/1977, de 18 de febrero sobre /

reestructuración de la prestación farmacéutica de la Segu

ridad Social.

26. Orden de 11 de junio le 1979 por la que se modifi

ca el artículo 62 del Estatuto de Personal del Instituto /

Nacional de Previsión. (Organización de Equipos Especiales

de la Inspección Sanitaria).

27. Real Decreto 1509/1976, de 21 de mayo, por el que

se aprueba el Reglamento General sobre colaboración de las

Mutuas Patronales de Accidentes de Trabajo en la Gestión /

de la Seguridad Social.

28. Resolución de 15 de diciembre de 1981, de la Se-
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cretaría de Estado para la Sanidad, en relación a los Ser

vicios Sanitarios, preventivos y recuperadores gestionados

por las Mutuas Patronales de Accidentes de Trabajo,

29. Decreto 1036/1959, de 10 de Junio, por el que se

reorganizan los Servicios Módicos de Empresa.

30. Orden de 21 de Noviembre de 1.959 por la que se /

aprueba el Reglamento de los Servicios Módicos de Empresa.
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CAPITULO OCTABO

LA EJECUCION AUTONOMICA DE LOS SERVICIOS DE LA SEGURIDAD

SOCIAL,

1.- La Alta inspección y la Supervisión del Estado

a) Modelo alemán, b) Modelo suizo.
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H.- LA EJECUCION AUTONOMICA DE LOS SERVICIOS DE LA SEGU

RIDAD SOCIAL.

En virtud de la declaración recogida en el nc 17

del art. 149 de la Constitución pueden las Comunidades au

tónomas asumir las competencias de ejecución de servicios

del régimen, que en Seguridad Social queda reservado con /

inclusión del sistema económico financiero, al Estado como

competencia exclusiva del mismo, aunque tal declaración ex

plícita debe completarse con las competencias autonómicas

de ejecución derivadas de la formulación implídita del pr^

pió precepto para con respecto al desarrollo legislativo,

en tanto que estamos en presencia de una legislación com

partida o concurrente.

620



Estamos en presencia de una de las técnicas nor

males de distribución practicada por la Constitución, de /

modo que, a un primer nivel, el del Estado, se reserva la

legislación, y al segundo, el autonómico, la ejecución y /

el> desarrollo legislativo de aquella.

Se trata de romper con la idea de^;concentración

de la ejecución de las leyes en un dnico poder decisorio /

en el que opera un desdoblamiento funcional, al que tan da

do era el régimen francés como señaló García de Enterría /

(Revolución Francesa y Administración contemporánea y la /

formación del sistema municipal contemporáneo pag. 115).

Con ello aparece la nueva metodología implantada

en lo que se ha llamado federalismo de ejecución, de amplio

eco en el modelo suizo, austriaco y alemán (Triepel. Pie /

Reiehsaufsictt. Berlín) en las que se admite que la ejecu

ción de la legislación estatal opere a través de los Canto

nes, con resella expresa en el caso de austria en favor de

los Lander de tal potestad de ejecución, o con la línica li

mitación impuesta por las escepciones especialmente recog¿

das en la propia norma constitucional en favor de la ejecu

ción directa por la Administración federal como es el caso

alemán, segdn señala Bothe (Pie Kompetenzstruktur in recht

suergeleichender Sicht pag. 231), a diferencia del modelo
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anglosajdn en donde el poder del que emand la accidn legis

lativa es el mismo que ostenta facultades de ejecucidn /

(Fridschler. La distrlbucidn de competencias pag. 63), lo

que en virtud de la cláustila de supremacía federal signif¿

ca que la federacidn puede articular imperativamente en to

das las áreas y niveles la ejecucidn de sus leyes, (Sciiwar

ty. Comentarios a la Constitucidn americana pag 81).

Así pues y como regla los estados federados eje

cutan las leyes federales como competencia exclusiva de a-

quellos, salvo que en algún supuesto se disponga lo contra

rio, pudiendo en tales supuestos escepcionales actuar por

vía de delegación ejecutiva, que fijara los propios instru

mentos de direccidn y control.

De tal forma se mantiene el criterio expuesto, /

en el sentido que la Federacidn asume la funcidn preferen

temente legislativa y los estados federados sostienen la /

tarea ejecutiva, salvo reserva constitucional expresa de /

esta en favor de aquella, considerando que en el reparto /

de distribucidn que atiende a la propia naturaleza de las

cosas según reza el art. 150.2 de nuestra Constitucidn al

decir: el. Estado podrá transferir o delegar en las Comuni

dades Autdnomas, mediante ley orgánica, facultades corres

pondientes a materia de titularidad estatal que por su / /
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propia naturaleza sean susceptibles de transferencia de m£

dios financieros así como las formas de control que se re

serve el Estado,

Se atiende a lo que la doctrina y jurisprudencia

alemana han calificado como teoría de los poderes implíci

tos estructurada a través de aquellos principios naturales

y de las que sean de obligada atención analógica por exis

tir identidad de razón, a que alude el propio Título prel^

minar del Código Civil, o restilten conectados o derivados

de aquellos por obedecer a tinos mismos intereses y estar /

ordenados a su mismo fin#

Así se opera desde la Administración federal con

criterios de impulso, coordinación, control y planifica— /

ción como facetas primordiales del poder directivo que os

tenta la federación, lo que resulta ser una técnica delibe

radamente reforzada y garantizada por los propios textos /

constituc ionale s.

Se arbitra una fuerte concentración de poderes /

legisltivos a nivel federal, confiando la ejecución a los

estados federados, que asumen así un papel protagonista de

no poco poder administrativo y político, sin perjuicio de

que la fonnulación de la planificación política y financi^

ra esté ampliamente concentrada a nivel superior en tanto
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que la ejecución se lleva a cabo, bajo control mediato, por

los estados, reservándose para el caso de entrega o trans

ferencia total una potestad de supervisión en manos de la

federación, sobre la actuación ejecutiva transferida. / /

(Barfua. Pie Weiaung pag. 114).

En último caso puede constitucionalmente tipifi

carse cuales sean las materias de ejecución por la Adminis

tración federal, encomendándose en todos los demás casos /

tal ejecución a fuera de tal Administración, por una Admi

nistración federal indirecta, al ser considerados los en

tes y los órganos del estado federal ejecutor, como propios

de la Federación para tales cometidos, con subordinación/

jerárquica inmediata en el ámbito orgánico, funcional y /

procedimental. (Petta. II sistema federáis austríaco. Mi

lán, pag, 135),

El único procedimiento inviable serla aquel que

pretendiese en el área de ejecución vna. separación radical

del área de la federación haciendo posible el nacimiento /

de resoluciones, acuerdos o normas que contraviniesen la /

regulación propia de aquella, pues la ejecución no sería /

lo que definiría tal forma de proceder pues ejecutar fuera

de la estricta y limitada realización de los servicios es

precisamente llevar a cabo el desarrollo de las previsiones
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abstractas de la norma, sin separarse de ella. Es por tan

to una función substancialmente subordinada a la norma que

desarrolla y al propio contexto del ordenamiento jurídico

al que pertenece de forma que habrá de llevarse a cabo con

sometimiento a la norma a desarrollar, a la Ley y al Dere

cho, tal y como exige el art. 103.1 de la Constitución y /

los valores superiores del ordenamiento jurídico recogidos

en su art. primero.

Con ásto además se logra un doble objetivo. El /

primero que en materia de Seguridad Social aparezca una l£

gislación uniforme para todo el territorio Nacional, lo /

que se logra atribuyendo al Estado la exclusiva competen

cia de la legislación básica con expresa aclaración de que

en ella se integrará su rágimen económico, dejando explic¿

tamente en manos de las Comunidades Autónomas solo la eje

cución de los servicios, si bien por aquella propia natura

leza de las cosas y por virtud de las competencias no es

critas siguiendo la teoría de los poderes implícitos, les

incxambirá igualmente el desarrollo legislativo, lo cual es

compatible con el segundo oojetivo consisxenxe en que sea

una administración autónoma controlada en primer grado por

sus propios órgsinos representativos los que protagonicen /

tal proceso de adaptación a la realidad social propia de /
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cada ámbito territorial que sí ba de servir como elemento

hermenéutico por imperio de la teoría del uso evolutivo /

del Derecho recogido en el mismo íTítulo preliminar del Có

digo Civil, constituye el fin o elemento teleológico fluida

mental a la hora de promulgar las leyes, que coloca a aqu£

lias Comunidades Autónomas fuera de la órbita propia del /

federalismo austríaco y estadounidense con mayores lazos /

de proximidad al caso suizo o alemán.

Así por lo demás ha sido recogido por el Tribu

nal Constitucional en Sentencias de 4 de mayo de 1982 y /

28 de enero de 1982, al decir que el constituyente tiene /

presente a la hora de preservar al Estado una competencia

exclusiva, perspectiva de regulación uniforme para la

materia de que se trate, pues lo que la Constitución persi

gue al conferir a los órganos generales del Estado la comje

tencia exclusiva para establecer las bases de la ordena- /

ción de xana materia determinada es que tales bases tengan

una regulación normativa unifonne en toda la Nación, esto

es un común denominador normativo.

Como ha señalado García de Enterría la titulari

dad de la Administración ejecutiva otorga por de pronto a

la Comunidad Autónoma xina potestad organizatoria propia so

bre dicha Administración así como la responsabilidad de su
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gobierno y gestión, esto es lo que expresan los Estatutos

al definir entre sus competencias exclusivas la organiza

ción, el régimen y el funcionamiento de sus instituciones

de gobierno, lo que resulta coherente con el art. 84.1 de/

la Grundgestz al decir que cuando los Lander ejecutan le

yes federales como competencia propia les corresponde regu

lar la organización de las autoridades y el procedimiento/

administrativo, salvo que las leyes federales con consentí

miento del Bundesrat no dispongan otra cosa. (La ejecución

autonómica de la legislación del Estado, pag. 47).

Como ha señalado el Tribunal Constitucional en /

Sentencia de 14 de junio de 1982, las Comunidades Autóno

mas en el ejercicio de su autonomía pueden orientar su ac

ción de gobierno en función de una política propia sobre /

..a materia, pudiendo manifestarse esa potestad organízate

ría segdn la Sentencia del mismo Trib\mal de 4 de mayo de

1982 tanto a través de reglamentos organizativos como a /

través de leyes formales.

Ahora bien, en tanto que la Seguridad Social re

sulta ser una materia de atribución exclusiva al Estado, /

puede ser regulada por el legislador de forma potencialmen

te ilimitada, pero dado que al Estado solo le pertenece en

ese régimen la legislación básica solo podrá actuar con /
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tal horizonte en lo que realmente, y atendiendo a la propia

naturaleza de las cosas, sea sustancial o básico*

En este punto la Sentencia reseñada de 4 de mayo

de 1982 es elocuente al decirí

"Es menester que en esta ocasidn tratemos de sen

tar criterios que puedan servir para efectuar el deslinde

entre los conceptos de "legislacidn" y "ejecucidn" que uti

liza el artículo 149.1.78 de la '-^onstitucidn para determi

nar en quá medida el ejercicio de la potestad reglamenta

ria puede considerarse incluido total o parcialmente en el

primero (y por lo tanto de competencia exclusiva del Esta

do), o, por el contrario, considerarle incluido en el se

gundo (y, con ello, de posible asuncidn por los Estatutos

de Autonomía)...Ante todo, es menester huir de interpreta

ciones meramente liberales, pues tanto los conceptos de /

"legislacidn" como de "ejecucidn" son los suficientemente

amplios para que deba rechazarse la interpretacidn que asi

mila, sin más, legislacidn al conjunto de normas escritas

con fuerza o vsú.or de ley, y la interpretacidn que asimila

"ejecucidn" al conjTinto de actos concretos de ejecucidn re

lativos a una determinada materia.

En este contexto y salvo la reserva de ley (arta

35.2, 37.1 y 53.1 de la Constitucidn), no puede desconocer
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se el carácter que la moderna doctrina atribuye a la potes

tad reglamentaria como una tácnica de colaboración de la /

Administración con el poder legislativo, como un instrumen

to de participación de la Administración en la ordenación

de la sociedad, que relativiza la distinción entre los /

productos normativos de la Administración con mero valor /

reglamentario y los que adquieren fuerza de ley y acentúan

por el contrario, el elemento de la delegación legislativa

que habilita a la Administración para ejercer facultades /
normativas.

La distinción entre Ley y Reglamento acentúan /

los perfiles en el terreno de la eficacia y de los instru

mentos de control, pero pierde importancia cuando se con

templa desde la perspectiva de la regulación imitarla de /

una materia, que es la que tiene presente el constituyente

al reservar al Estado la legislación laboral, pues desde /

esta perspectiva, si. no siempre, es evidente que en muchas

ocasiones aparecen en íntima colaboración la Ley y el Re

glamento, dependiendo el ámbito objetivo de cada uno de es

tos instrumentos de la mayor o menor pormenorización del /

texto legal y de la mayor o menor amplitud de la habilita

ción implícitamente concedida para su desarrollo reglamen

tario. En todo caso, resulta cierto que la materia cuya /
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ordenación. jTirldica el legislador encomienda al Reglamento

puede en cualquier momento ser regulada por aqudl, pues en

nuestro ordenamiento no se reconoce el principio de reser

va reglamentaria.

Bate aspecto de colaboración entre la Ley y el /

Reglamento en la ordenación de una materia, sin embargo, /

sólo adquiere verdadera virtualidad en relación con aque

llos reglamentos en los que se acentiía la idea de ejecu- /

ción o desarrollo de la ley, y al propio tiempo la exigen

cia de una más específica habilitación legal. Existe en /

nuestro Derecho una tradición jurídica que dentro de los /

reglamentos, como disposiciones generales de la Administra

ción con rango inferior a una ley, y aun reconociendo que

en todos ellos se actiía el ejercicio de la fimción ejecuti

va en sentido amplio, destaca como "reglamentos ejecutivo^

aquéllos que están directa y concretamente ligados a una /

ley, a un artículo o artículos de una ley o a un conjunto

de leyes, de namera que dicha ley (o leyes) es completada,

desarrollada, pormenorizada, aplicada y cumplimentada o /

ejecutada por el reglamento. Son reglamentos que el Conse

jo de Estado ha caracterizado como aquéllos "cuyo cometido

es desenvolver una ley preexistente o que tiene por final¿

dad establecer normas para el desarrollo, aplicación y ej^
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cucidn de una ley". Pero, junto a datos, existen los regla

mentoa de organización que, todo lo más, alcanzan a normar

las relaciones de la Administración con los administrados

en la medida en que ello es instrumentalmente necesario /

por integrarse éstos de una u otra forma en la organiza— /

ción administrativa, pero no los derechos y obligaciones /

de éstos en aspectos básicos con carácter general. Sin tra

tar la cuestión de si dichos reglamentos tienen, verdadera

mente carácter independiente, cuestión que aquí no es nece

sario resolver, hay que admitir que los mismos no aparecen

necesariamente como complementarios de la Ley.

Estas consideraciones nos mueven a sostener que

cuando la Constitución emplea el término "legislación labrf'

ral" y la atribuye a la competencia estatal incluye tam- /

bién en el término los reglamentos tradicionales llamados

ejecutivos, es decir, aquéllos que aparecen como desarro

llo de la ley y, por ende, como complementarios de la mis

ma, pues si ello no fuera así se frustaría la finalidad /

del precepto constitucional de mantener una uniformidad en

la ordenación jurídica de la materia, que sólo mediante /

una colaboración entre Ley y Reglamento (o mediante una hi

pertrofia inconveniente desde el punto de vista de políti

ca legislativa del instrumento legal) puede lograrse. Mien
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tras que, por el contrario, no aparecen necesariamente in

cluidos dentro del concepto de legislación los reglamentos

que carecen de significación desde el citado pimto de vis

ta por referirse a los aspectos organizativos. Y que, fi

nalmente, dentro de óstos deben incluirse los que afectan

a la mera estructuración interna de la organización admi

nistrativa".

No parece adecuado pensar que en junto a la //

transferencia del servicio cuya ejecución se reserva a la

instancia autonómica, la totalidad de la Administración pe

rifóricá pueda desaparecer, ni tan siquiera formalmente,/

pues ya hemos visto, que las Comiinidades Autónomas no po

drán variar la esencia vertebral de los entes transferi

dos, ya que la Constitución prevee la continuación de la/

Administración estatal segdn se desprende del art. 141.1/

fiü. decir: la provincia es una entidad local con personali

dad jurídica propia, determinada por la agrupación de mu

nicipios y división territorial para el c\implimiento de /

las actividades del Estado. Cualquier alteración de los /

límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes

Generales mediante ley orgánica.

Ello significará que al no estar preplanificada

la extensión organizativa del propio Estado, áste podrá,/
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I

en virtud de su propia potestad, señalar sus límites natu

rales al cumplimiento de sus fines. (Bassols. Las relacio

nes entre la Administración periférica del Estado y las Co

m\inidades Autónomas, pag. 63)*

La Sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de

julio de 1982 ha subrayado esta texis al indicar que las /

competencias asumidas son las que corresponderán a la Admi

nistración periférica del Estado si ésta estuviera estruc

turada con criterios coincidentes en el ámbito territorial

con el de la región o autonomía de que se trate.

En cuanto a la Seguridad Social, como materia que

afecta, en su ejecución, inevitablemente, en gran número /

de presupuestos a todas las Cornimidades Autónomas, o a va

rias de ellas, y al conjiinto nacional, ha de tenerse en /

cuenta que el Tribunal Constitucional no admite, que en /

tanto que tal circunstancia exista, iina Comunidad Autónoma

pueda ejecutar por sí misma algo que concierne también a /

otra u otras, debiendo entenderse, que por ello, las entida

des gestoras a nivel del Estado mantendrán funciones de in

formación disciplina e inspección, de alcance general, no/

obstante tratarse de funciones tipicamente ejecutivas, de/

modo que las competencias autonómicas, lo serán, sin perjui

cío de la información e inspección, que corresponde a la /
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entidad central y en todo caso al Departamento Ministerial

correspondiente, (Sentencia del TriUinal Constitucional de/

28 de enero de 1982), lo cual resulta coherente con la idea

de que existen competencias respecto de las cuales ninguna

Comunidad puede asumir competencias ni siquiera de ejecu-

cidn.

Ha de recordarse, que al lado de la legislación/

básica se explicita el rágimen económico de la Seguridad /

Social como competencia exclusiva de la Comunidad -Autónoma,

lo que supone, de suyo, que al tener que incluirse entre /

las bases y la coordinación de la planificación general de

la actividad económica, entre lo que estará lo peculiar /

del Sistema de Seguridad Social, todo lo necesario para /

construir la unidad económica nacional, el Estado que os

tenta en ello reserva exclusiva ha de ostentar facultades

ejecutivas que ha de adaptarse desde una valoración gene

ral de la economía, que no podrá quedar en manos de quien

no rige los destinos del interés general y que en cada ca

so actuaría con un criterio subjetivo particularista e in

teresado, como serían todas y cada una de las Comxanidades

Autónomas, que pueden muy bien hacer pasar aquel^ interés /

general a un segundo plano en perjuicio del interés nacio

nal, o del de las restantes Comunidades Autónomas, lo cual
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ya había sido y por lo demás, adelantado a travás de la ju—

rispz*udencia sLlemana, en lo que vino a llamarse las compe

tencias no escritas de la Constitución al igual que en el

caso Suizo y Norteamericano siguiendo la doctrina de la /

"naturaleza de las cosas"# ( Woll# El problema del Derecho

Natural, pag. 114).

1 La Alta Inspección y la Supervisión del Estado.

El concepto de que sea Alta inspección ha sido /

objeto de rechazo por el Tribunal Constitucional en su sen

tencia de 22 de febrero de 1982, al decir, que no parece /

tenga sentido la definición conceptual de lo que sea la Al

ta inspección, que no es reductible a esquemas genéricos,

ni puede abstraerse de los conceptos de servicios, presta

ciones, actividades que dicha inspección tenga por objeto

conocei; supervisar, fiscalizar o corregir, entendiéndose /

que el sistema de controles no se agota con las que enun

cia la Constitución sino que ha de ser completado con aqu£

líos que pueden definir los Estatutos de autonomía y las /

Leyes orgánicas, con lo que el efecto excluyente del lista

do de controles ha de ser referido al conjunto de ellos. /
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De esta forma cabe llegar a la conclusión de que las Leyes

Orgánicas pueden fijar controles de supervisión previstas

implícitamente en la Constitución, lo que ha sido discuti

do por un sector doctrinal encabezado por García de Ente-

rría; y nuestro juicio resulta aquella, una tesis qorre£

ta, precisamente, en base a lo antes expuesto de las llama

das competencias no escritas de la Constitución, segdn la

teoría de los poderes implícitos, (Prosa. Las Staatsrecht,

pag. 279), puesto que si se admiten tales categorías de /

competencias no debe faltar razón para entender, que ello

es predicable también de la acción inspectora derivada de

la esencia atributiva competencisü. misma.

Como señala García de Enterría, segón la regla /

de la interpretación de los Estatutos conforme a la Const¿

tución, resultase que prevalece ésta cuando quepa inferir

en función de la materia de que se trate, que los aspectos

básicos de la Seguridad Social incluido su régimen económi

co comprenden tanto su normación cuanto excepcionalmente /

al menos su ejecución, o siquiera aspectos determinados de

la misma que alcanzan la misma connotación de básicos. /

(García de Enterría, obra citada, pag. 73; vease del mismo

autor. La primada normativa del Título VIII de la Constitu

ción, pag. 282; en el mismo sentido. De la Villa y Desden-
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tado, Delimitación de competencias,...citada y Borrajo, Co

miinidades Autónomas y Seguridad Social en Papeles economía,

nc 12/13, pag. 187).

El punto 12 del art. 149.1 deja como exclusiva /

competencia del Estado la regulación de las condiciones bá

sicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en

el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los /

deberes constitucionales.

Esta es una competencia exclusiva indeclinable /

al decir de la sentencia comentada, que no puede ser tran£

ferida de forma que su asunción estatutaria no sustrae a /

los órganos centrales del Estado en lo tocante a la Seguri

dad Social, la potestad propia de regular las condiciones

básicas que en ella garanticen la igualdad de todos los 8£

pañoles en el ejercicio de los derechos, y en el cumplimien

to de los deberes constitucionales entre los que se encuen

tran los peculiares del régimen de protección social p\íbl¿

co, pudiendo la Alta inspección ejercitarse legitimamente

para velar por el respeto a la normación básica general, y

también por el que merecen aquellos principios fundamenta

les en la Órbita de nuestro Sistema de Seguridad Social. /

Ahora bien dado que el Estado tiene facultades de conteni

do estrictamente normativo no cabrá en lo tocante al tema
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debatido, extender a otras competencias ejecutivas aque- /

lias facultades, que no sean las de fiscalización del cum

plimiento de los contenidos normativos y los inherentes a

dicha fiscalización.

En definitiva, el objeto de la inspección es ve

rificar la observancia de...lo dispuesto por el Estado sobre

materias obligatorias básicas, admitiéndose como legítima

facultad de la Alta inspección de comunicar la anomalía al

órgano gubernamental competente a fin de que este remedie

el incxamplimiento detectado, mediante el ejercicio de atri

buciones propias y de acuerdo con los procedimientos esta

blecidos por la Constitución y las leyes, pues la existen

cia de competencias autonómicas de actuación, no sustrae a

los órganos centrales del Estado la competencia exclusiva

para regular las condiciones básicas, que garanticen la i-

gualdad de todos los españoles en el ejercicio de los dere

chos y en cumplimiento de los deberes de Seguridad Social,

sin que puedan ser actuaciones de la función ejecutiva au

tonómica los actos de comprobación precisos para la especí

fica misión de la Alta Inspección que en lo tocante a la /

Seguridad Socieú. correspondiente al Estado.

Finalmente no puede olvidarse, por ser una mate

ria de máximo alcance en lo referente a la expansión espa—
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cial de la Seguridad Social, que las relaciones intemacio

nales vienen a ser de competencia básica del Sstado y por

ello de su ámbito exclusivo, de modo que cualquier cláusu

la por la que intentara salvar la ejecucidn de los Trata

dos a manos de las Comunidades Autónomas, no podrá poner /

en peligro la unidad de interpretación que incvunbe al Esta

do, único responsable "intemacionalmente de la ejecución /

de los Tratados en que es parte por fuerza de lo cual ad

quieren la vis interpretativa, que nace de la exigencia d£

rivada del art. 10 de la Constitución.

Para Borrajo, el poder titizlar del poder legisla

tivo debe de mantener en sus órganos especializados, el po

der reglamentario para dictar las normas de aplicación y /

desarrollo de la Ley, de modo que el Estado aprueba los r£

glamentos de las leyes de su competencia exclusiva, y la /

Comunidad Autónoma aprueba también los reglamentos de las

Leyes de su exclusiva competencia. (Papeles Economía

obra citada, pag. 190). Así el Estado podría dictar los /

reglamentos necesarios para el desarrollo de su Ley y la /

Comunidad Autónoma dictaría los reglamentos necesarios pa

ra el desarrollo de su ley complementaria.

El tema de los actos normativos reglamentarios

surgió a la base de la discusión parlamentaria sobre el /
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concepto de legislación básica laboral, y ha vuelto a rea

parecer en la doctrina del Tribunal Constitucional citada,

que considera que por legislación básica se ha de compren

der la ley y el reglamento en lo que sea o resulte básico

o sustancial, lo que no es obstáculo para aceptar que en /

lo restante la Coniunidad autónoma ostente una potestad re

glamentaria propia, de forma que las bases que en cada ca

so estableciera la legislación estatal no podrán reservar

al Gobierno poderes reglamentarios o de e.jecúcción, salvo

en aquellos aspectos que deban considerarse contenido bás¿

co de la regulación normativa, por afectar a intereses ge

nerales o comunes, de forma que sin perjuicio de las facul

tades que ostentan para organizar libremente sus propios /

servicios, las Comunidades Autónomas en la ejecución de la

legislación del Estado deberán sujetarse a las normas re

glamentarias que el Estado dicte en su caso en desarrollo

sustancial de su propia legislación básica.

Aquel autor llega a la conclusión de que el Esta

do que apueba la Ley básica, aprueba también su reglamento

de desarrollo,y la Comtmidad Autónoma que apruebe su ley /

adicional, aprueba también su reglamento de aplicación. /

(obra citada, pag. 191)•

640



En la actualidad, finalizado ya el proceso de a-

probación de los correspondientes Estatutos de las diecisi^

te Comunidades Autónomas, es posible enumerar las seía que

iian alcanzado el techo máximo de autonomía plena al amparo

del art. 149 de la Constitución a diferencia de las restan

tes que quedan bajo el parámetro del art# 148 permanecien-?

do en el escalón inferior de las Autonomías, que se han da

do en llamar de segundo grado, lo que en punto a la Segur^

dad Social y en particular en cuanto a la ejecución de sus

servicios tiene una importancia capital, toda vez que en /

el art. 148 no se reserva en favor de las autonomías de se

gunda categoría materia alguna de Seguridad Social a dis

tribuir, salvo la reforma estatutaria tras los cinco prim£

ros años de vigencia, o por vía de las leyes de delegación

a que alude el art. 150.1 y 2,, en cuyo caso podrán asumir

se las competencias correspondientes'allámbito autonómico a

que se refiere el punto 17 del art» 149 de la referida /

Constitución, tal y como preveen los Estatutos de Asturias

(art. 13.1.b) Castilla-La Mancha (art. 35.1-i) Aragón (art

37.1.c) Cantabria (art. 25-1*k) y Rioja (art. Il.l.g).

La homogeneidad ha quedado rota, segán se ha ocu

pado de resaltar la doctrina, por los Estatutos de Gana- /

rias y Murcia que sólo aluden a la ejecución de los servi-
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oíos de la Seguridad Social, el primero, y, a la gestión /
del régimen económico de la Seguridad Social el segundo lo
que en opinión de la corriente mayoritaria impide la técni
ca de la ampliación por vía del art. 150.1y 2 a través de
Ley de delegación con lo que necesariamente, en su caso, /
habrá que acudir a la reforma parcial de los Estatutos.

En lo demás, cualquier asunción por los Estatu
tos de segundo grado de competencias de Se^ridad Social,
como lo operado para con respecto a la coordinación hospi
talaria incluida la propia del Sistema de Seguridad Social
ha de entenderse nula de pleno derecho.

Erente a ello, los Estatutos de primer grado han
asumido competencias relativas a la ordenación del sistemq.
atribuyéndose la competencia del desarrollo legislativo de
la legislación básica del Estado y la competencia ejecuti
va, así como las competencias relativas a la gestión del /
régimen económico, lo que para De la Villa y Desdentado su
pone una desviación inconstitucional (obra citada, pag.436)
frente a la opinión de Sala Franco, que considera la teimii-
nología coherente con una corriente dirigida por la ya co
mentada doctrina constitucional sobre el concepto de legis
lación básica, (obra citada, pag. 38).

Por áltimo y en base a lo expuesto cabe concluir
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que en relación con la supervisión estatal todos los Esta

tutos de» primer grado han reservado al Estado^la Alta ins

pección conducente al cumplimiento de las funciones y com

petencias en materia de Seguridad Social (País Vasco: art.

18.4; Cataluña: art. 17.4; Comunidad Valenciana: art. 38.4;

Calicia: art. 33-4; Andalucia: art. 20.4; Navarra: art. /

54.3).

A este respecto parece conveniente destacar las

características del modelo de distribución gestionaría del

ordenamiento alemán y suizo.

a.- Administración autónoma y Estado.

La competencia legislativa en el campo del Seguro

Social incluido el Seguro de Desempleo, está en manos del

Crobiemo Federal (artículos 72, 74 m, 12 de la Ley Funda

mental de Bon de 23 de mayo de 1949J Esta competencia abar

ca también a la Organización de los Organismos del Seguro

Social. La ejecución de las leyes federales corresponde a

los Estados Regionales (artículo 83 de la Ley Fundamental

de Bon de 23 de mayo de 1949Í siempre y, cuando la Ley Pun

damental no prevea o permita excepciones. El legislador f£

deral determina principalmente si los Organismos de la Ad

ministración autónoma peetenecen a la Administración Fede—
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ral o regional (artículo 8?, punto 3» de la Ley Fundamental

de Bon de 23 de mayo de 1949). Sin embargo existen paxticu

laridades para el Seguro Social. Segdn el artículo 8?, pun

to 2 dé la Ley Fundamental de Bon de 23 de mayo de 1949> /

aquellos Organismos del Seguro Social cuya competencia se

extiende más allá del territorio de un Estado Regional, /

son directamente personas jurídicas de derecho público con

carácter federal.

Por otro lado, el artículo 90, punto 2, del"Cód¿

go de Seguridad Social de 23 de diciembre de 1976, enco- /

mienda, segdn importancia, el control e inspección de los

Organismos del Seguro Social, cuyo campo de competencias /

no se extiende más allá del territorio del Estado Regional,

a las autoridades administrativas superiores del Estado R£

gional. La delimitación de las responsabilidades adminis

trativas entre el Estado Federal y Regional se determina /

según criterios territoriales. Con la categoría de Organi^

mos de Seguro Social "incorporados federales" (con carác

ter federal) se consideran al Instituto Federal para el S£

guro de Empleados y a tres Institutos Regionales de Seguro,

a la Corporación Federal Minera, a las cinco Cajas para la

Vejez y Enfermedad de la agricultura, a 32 Mutuas de la ra

ma industrial y cinco de la rama agrícola, dos Cajas de /
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Enfermedad, 11 Cajas de Enfermedad suplementarias y 167 Ca

jas de Enfermedad empresariales. El resto de los Organismos

de Seguro son considerados como "incorporados regionales"/

(con carácter regional). Al Estado Federal están subordina

dos aproximadamente un 16^ del total de los Organismos del

Seguro Social, se trata de grandes Organismos que tienen /

en su seno aproximadamente el 50?^ de todos los asegurados.

El Control estatal del Gobierno Federal es reali

zado fundamentalmente a travás de la Oficina Federal del /

Seguro, y con atribuciones limitadas por medio del Minist£

rio Federal del Trabajo y Ordenación Social (artículo 90 I

del Código de Seguridad Social de 23 de Diciembre de 1976>

Da Oficina Federal del Seguro es un Organismo Superior con

carácter federal que está al amparo del Ministerio Federal

del Trabajo y al que le vinculan sus decisiones (artículo

91 I y II del Código de Seguridad Social de 23 de diciem

bre de 1976). En los Estados Regionales el control estatal

se realiza a través de los Ministerios Regionales del Tra

bajo y Ordenación '^ocial. El control e inspección estatata

les se compone del control de derecho , control de medida,

control específico y de colaboración, (Ver la Monografía de

STOSSNER,R.; Die Staatsaufsicht in der Sozialversicherung,

2fi ed, St, Agustín, 1978; KRAUSE,P.! "Sozialrechtsprechung
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I
Verantwortxang für den sozialen Reciit33taat" en Pestschrift

zym 25 JShrigen Bestehen del Bundessozialgerichts, volumen

I, KÍJln, 1979, pp. 185 y siguientes así como en los 15 co

mentarios que se citan;)

La regla del control de derecho es "que se lleve

a cabo el cumplimiento de la ley y otras formas de derecho

que han sido dictadas para los Organismos de Seguro" (artí

culo 87 I del Código de Seguridad Social del 23 de diciem

bre de 1976). "Leyes" son la Constitución, Leyes (del Par

lamento) y Derechos y demás normas (del Gobierno). "Otras

normas" son, por ejemplo en general el derecho tácito o n£r

ma no escrita. El control de derecho, abarca tambión la a-

plicación de normas que según sus criterios ordenan a los

Organismos de Seguro. Sin embargo, la inspección puede con

trolar solamente se observen los límites legales de dichos

criterios. Excepcionalmente puede extenderse la inspección

a la conveniencia o no de las medidas adoptadas por el Or

ganismo de Seguro (control de medidas, control específico),

así respecto del Seguro de Accidentes, sobre el alcance y

conveniencia de las medidas de prevención de accidentes, /

los primeros auxilios en caso de accidentes de trabajo (ar

tículo 87 II del-Oódigo de Seguridad Social del 23 de di

ciembre de 1976). Algunas veces el legislador entiende tam
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"bién de determinados aspectos de estos criterios o medidas

para subordinarlas a la Inspección, de tal forma, que como

ya hemos visto anteriormente, los planes presupuestarios de

los Organismos de Seguro, deben ser censurados por ella /

misma, "cuando estos pongan en peligro la eficacia de di

chos Organismos, la cual es necesaria para el cumplimiento

de sus obligaciones" (artíciilo 70, puntos 3 y 5 del Código

de Seguridad Social del 23 de diciembre de 1976).

En algimos aspectos aumenta la inspección esta-/

tal con motivo de la cooperación del Estado sobre determina

das medidas adoptadas por los Organismos de Seguro. Como /

ejemplos típicos podemos citar la aprobación de normas refe

rentes a la prevención de accidentes, aprobación de presu

puestos para inversiones, etc. (por ejemplo, en la Gorpora

ción Federal Minera). No existe una regla única para deter

minar si la cooperación se dispone por motivos legales (re

ferente al control de derecho) o también por motivo de la

conveniencia de las medidas adoptadas (referente al control

de medidas).

La normativa sobre información de la Inspección

es el elemento fundamental para elocontrol (artículos 87 a

90 del Código de Seguridad Social del 23 de diciembre de /

1976). La Inspección es la responsable en primer lugar de
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contrarestar cualquier falta o fallo de los Organismos de

Seguro por medio del asesoramiento al mismo. Si el Orga

nismo de Seguro no resuelve algún perjuicio legal que ten

ga, en un plazo,dado, la Inspección puede intervenir con

procedimiento de apremio (artículo 89 I del..Código de Se

guridad Social del 23 de diciembre de 1976. Si un Organis

mo de Seguro considera de improcedente o ilegal alguna me

dida tomada por la Inspección puede acudir a las Magistra

turas Sociales contra dicha medida (artículos 51 54 del /

Código de Seguridad Social del 23 de diciembre de 1976).

Debe indicarse igualmente, que la responsabili-.

dad legal del Estado para con el Seguro Social no se obaer

va solamente por medio de la Inspección del Cobiemo y o-

tras autoridades administrativas. En algunas ocasiones, la

responsabilidad es total para la salvaguardia de los dere

chos del ciudadano, se manifiesta a través de los tribuna

les. Para decidir sobre las cuestiones del Seguro Social /

son competentes los Tribvinales Sociales (Magistraturas So

ciales, Magistraturas Sociales Regionales y el Tribunal So

cial Federal) a las que pueden acudir cualquier ciudadano

cuando crea que sus derechos han sido lesionados por algún

Organismo del Seguro Social ( artículos 51, 54 de la /

Fundamental de Bon del 23 de mayo de 1949)* 3n el caso de /
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la CNA, por otros aseguradores aprobados y por una caja su

pletoria, que administran estos últimos. El vínculo jurídi

00 que se establece entre el asegurador y el empleador con

fiere carácter de asegurados a los trabajadores que éste /

tiene a su ser,vicio, o a los asegurados facultativos. En /

la CNA, cuando se trata del seguro obligatorio, esta rela

ción se funda en la ley, y en un convenio si interviene un

seguro facultativo. La relación de seguro con los otros a-

seguradores deriva de un contrato entre el empleador, o la

persona que ejerce una actividad lucrativa independiente,

y el asegurador. Los trabajdores asalariados que resultan

víctimas de un accidente y no están asegurados en el momen

to de acaeccer la contingencia reciben las prestaciones l£

gales de la caja supletoria.

c.- La Caja Nacional Suiza de Seguro de Acciden

tes (CNA).

La CNA conserva su posición de establecimiento /

público de la Confederación, dotado de íiersonalidad jurídi

ca, pues asegura a más de dos tercios de los trabajadores

asalariados. Su organización se mantiene invariable, salvo

en lo que concieme a la representación paritaria de los /

grupos de empleadores y trabajadores.

El nuevo régimen de seguro de accidentes no moál
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fica considerablemente la esfera de actividad de la CNA. /

Segdn los sectores económicos, se asignan a la CNA las em

presas de la industria, del comercio industrial y algunas

artesanales; sin embargo, no es éste el caso de las empre

sas que solo ofrecen servicios, de muchas de carácter arte

sanal y de las explotaciones agrícolas. Para asegurar una

igualdad de tratamiento a las personas que están al servi

cio de la Confederación, en adelante se asegurará en la /

CNA a toda la administración federal, a las empresas que /

trabajan bajo concesiones federales, y a los establecimien

tos públicos de la Confederación. Por añadidura, algunas /

empresas pequeñas, sólo parcialmente sujetas al seguro /

obligatorio, también se afiliarán a la CNA. Finalmente, /

también incumbe a esta institución la gestión del seguro /

facultativo de los empleadores que ocupan a trabajadores /

en CNA con carácter obligatorio.

d.- Otros aseguradores.

Todos los trabajadores asalariados que no compe

te a la CNA asegurar, en caso de accidentes y enfermedades

profesionales deben ser cubiertos, o bien por una institu

ción de seguro privada, sujeta a la ley del 23 de junio de

1978 sobre supervisión de los seguros, o bien por una ca

ja.pública de seguro de accidentes, o por una caja de en—
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fermedad aprobada. Los aserradores que deseen participar

en la gestión del seguro de accidentes obligatorio deben /

inscribirse en un registro que lleva la Oficina Federal de

Segaros Sociales. Mediante esta inscripción, se comprome

ten a poner en práctica el seguro de accidentes de confor

midad con las disposiciones legales.

Por lo que toca al seguro de accidentes, la cola

boración de las cajas de enfermedad reconocidas se limita

al seguro de la asistencia módico-farmacóutica, incluyendo

los gastos de viaje, de rescate y transporte, el seguro /

contra los daños materiales y el seguro que provee una in

demnización diaria. Estas prestaciones deben abonarse sin

un periodo de espera, sin límite de duración y sin tener /

en cuenta eventuales reservas ligadas al seguro de enferme

dad. Las cajas de enfermedad que participan en la aplica

ción del seguro de accidentes obligatorio deben formalizar

un acuerdo que regle su colaboración con el asegurador que

otorga las otras prestaciones (pensiones, indemnización por

impedimentos, asignación incapacidad general, medios auxi

liares, compensación de los gastos de transporte del cadá

ver y de sepelio). Estos acuerdos tienen la finalidad de /

evitar que los asegurados queden en desventaja, a causa de

que la cobertura del riesgo es compartida por dos institu-
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clones de seguro.

e.- La caja supletoria.

Los otros aseguradores, aparte de la GNA, que p^

ticipan en la aplicación del seguro de accidentes deben /

crear xma caja supletoria, sobre la base del derecho priva

do y constituir los órganos que la compondrán. La misión /

de esta caja será abonar las prestaciones del seguro de /

accidentes obligattorio a los trabajadores asalariados que

no se asignan a la GNA, y que su empleador no ha asegurado

en otra parte. Esta medida garantiza que todos los asala

riados serán integralmente protegidos por el seguro.

f.- Supervisión de los aseguradores.

El Consejo Federal vela a fin de que los asegura

dores apliquen la ley uniformeménte, y puede requerir que

óstos le comuniquen datos complementarios. En particular,

los aseguradores deben producir estadísticas uniformes, n¿

cesarias para establecer bases actuariales, calcular las /

primas y examinar las causas de los accidentes y enfermeda

des profesionales. En caso de grave incumplimiento de las

disposiciones legales, puede retirarse a los otros asegura

dores, aparte de la GNA, derecho de practicar el seguro de

accidentes obligatorio. Las disposiciones especiales en ma

teria de supervisión de los asegxiradores, que aplican la /
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Oficina Federsil de la cuestión de los excedentes.

Los cantones deben informar a los empleadores S£

bre su obligación de asegurar a las personas que tienen a

su servicio, y velar para que se observe. Pueden confiar /

este control a sus cajas de compensación del seguro de ve

jez y sobrevivientes.
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CAPITULO NOVENO

EL REGIMEN ECONOMICO FINANCIERO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD

SOCIAL Y LA ESTRUCTURACION AUTONOMICA.
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I.- BL REGIMSN ECONOMICO FINANCIERO DKL SI5TSMA DS

SBGÜRHIAD SOCIAL Y LA ESTRUCTURACION AUTONOMICA,

La Ley de la Seguridad Social señala en sus arts.

48 y siguientes; las cuotas, bienes, derechos, acciones y

recursos de cualquier otro género de la Seguridad Social /

constituyen patrimonio único afecto a sus fines, distin

to^del patrimonio del Estado.

Para el cumplimiento de loa fines de la Seguri

dad Social, cuya gestidn les está encomendada, se adscri

ben a cada Entidad G-estora y, en su caso, Servicio-Común,

los siguientes medios económicos:

a) Los bienes, derechos y acciones de que dispongan /

al entrar en vigor la presente Ley, siempre que estuvieran

afectados a fuciones que hayan de seguir realizando.

b) Los que obtengan como consecuencia de las cotizac¿o

nes o de recursos de cualquier género que se le adscriben/

en virtud de la presente Ley y;de sus disposiciones regla

mentarias.

c) Los que en el futuro puedan adscribirse en virtud

de disposiciones especiales.

El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Traba

jo y previo informe de los correspondientes Organos de //
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gobierno» podrá disponer la Iransferencia de bienes y dere

chos entre las Entidades a que se refiere el námero ante

rior cuando se varíe la competencia de las mismas, sin per

juicio de los derechos que se hayan reconocido a los bene

ficiarios en materia de prestaciones económicas de carác

ter periódico.

Los bienes, derechos y acciones que constituyen

el patrimonio dnico de la Seguridad Social, se titularán e

inscribirán a nombre de la Entidad Gestora o Servicio Co

mún con personalidad jurídica, a que están adscritos. Los

certificados que se libren con relación a los inventarios

y documentos oficiales que se conserven en^cada Entidad /

Gestora serán suficientes para su titulación é inscripción

en los Registros Oficiales correspondientes.

Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes, ten

drán, con relación a los citados bienes, las facultades si

guiantes:

a) La administración y custodia, de acuerdo con las /

disposiciones que dicte el Ministerio de Trabajo y las es

pecíficas de sus Estatutos.

b) La enajenación, previa autorización especial del /

propio Departamento Ministerial.

c) La inversión, con sujeción a las normas que resul-
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ten aplicables de acuerdo con lo dispuesto en el número 2

del artículo 53.

Los recursos para la financiación de la Seguri

dad Social estarán constituidos por;

a) Las aportaciones progresivas del Estado, que se /

consignarán con carácter permanente en sus Presupuestos Ge

nerales, y las que se acuerden para atenciones especiales

o resulten precisas por exigencias de la coyuntura.

b) Las cotizaciones de las personas obligadas.

c) Los frutos, rentas e intereses y cualquier otro /

producto de sus recursos patrimoniales.

d) Cualesquiera otros ingresos.

La acción protectora de la Seguridad Social se /

financiará mediante la aplicación del conjtinto de recursos

que se envuneran en el número anterior.

A tal efecto, el Ministerio de Trabajo podrá se

ñalar los recursos que hayan de contribuir, en cada caso,

a la finalidad expresada, con independencia de que los mis

mos están adscritos a una determinada Entidad Gestora, Mu

tua Patronal o Servicio Común, conforme a lo previsto en /

el art. 49 de esta Ley.

Salvo las excepciones que puedan establecerse en

las normas reguladoras del Régimen General y de los Especia
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les a que se refiera la presente Ley, el sistema financie

ro de la Seguridad Social será de reparto, y su cuota, re-

visable periódicamente. Se constituirá loa correspondientes

fondos de nivelación mediante la acumulación financiera de

las diferencias anuales entre la cuota media y la natural

prevista.

En los casos en que la naturaleza de las presta

ciones así lo requiera se constituirán, asimismo, fondos /

de garantía para suplir posibles déficit de cotización o /

excesos anormales de siniestralidad.

En materia de desempleo y accidentes de trabajo

se adoptarán los sistemas de financiación que sus caracte

rísticas exijan. Por lo que se refiere a accidentes de tra

bajo, podrá establecerse, reglamentariamente y con carácter

obligatorio, un régimen de reaseguro o cualquier otro sis

tema de compesación de resultados, así como el sistema fi

nanciero de capitalización de las pensiones causadas por /

invalidez permanente o muerte, con sujeción al cual las /

Entidades Gestoras o Mutuas Patronales que colaboren en la

gestión deberán constituir, en el Servicio Común de la Se

guridad Social que en su caso se determine, los correspon

dientes capitales.

Las materias a que se refiere el presente artícu

658



lo serán reguladas por los Reglamentos a oue alude el apar

tado a) del nC 1 del art. 4-

Los fondos de nivelación y de garantía y cuales

quiera otros adscritos a las distintas Entidades Gestores

que no hayan de destinarse de modo inmediato al cimiplimien

to de obligaciones reglamentarias serán invertidos de for

ma que se coordinen las finalidades de carácter social con

la obtención de la mayor rentabilidad compatible con la se

guridad de la Inversión y una liquidez en grado adecuado a

las finalidades que aquéllos hayan de atender, ̂ ntre las /

finalidades de carácter social quedará incluida, en todo /

caso, la concesión por las Mutualidades Laborales de crádi

tos a los trabajadores comprendidos en las mismas.

Los Ministros de Hacienda y Trabajo propondrán /

conjuntamente, previo informe de las Organizaciones sindica

les y de los Organos de gobierno de las Entidades Gestoras,

las normas que con rango de Decreto hayan de ser promulga

das para la inversión de tales fondos, adecuada a sus ca

racterísticas propias, iíl Ministerio de Trabajo, previo in

forme de las Organizaciones Sindicales, dictará las normas

reglamentarias relativas a la concesión de los créditos la-

Dorales. a que se refiere el námero anterior.

En cuanto al "régimen económico de la Seguridad
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Social", el art. 149.1.17 de la Constitución atribuye la/

competencia normativa en exclusiva al Satado.

La razón justificativa de que el Estado se reser

ve la plena competencia legislativa reside, como ha señala

do BORRAJO (37) en que "en régimen económico se ejercita /

xin poder tributario con el que se garantiza el sostenimien

to de un servicio público y, a la vez, y tal es la razón /

de fondo, un sistema de prestaciones solidarias en benefi

cio de todos los españoles", (obra citada, pag. 192).

Por lo que se refiere al alcance conceptual del

término constitucional "régimen económico de la Seguridad

Social", DE LA VILLA y DESDENTADO han señalado, con carác

ter general, que por tal ha de entenderse "la determina- /

ción de los recuros del sistema y su distribución territo

rial y funcional". Así pues, todo lo relativo al sistema /
de recursos, -presupuestarios o contributivos,- a los sis

temas financieros, -de reparto y de capitalización,- al ré

gimen patrimonial y de inversiones y a los presupuestos, /

cuentas y balances de la Seguridad Social será objeto de /

regulación normativa exclusivamente estatal, sin que las /

Comunidades Autónomas posean competencia normativa alguna,

a no ser que a través de una ley marco de las previstas en

el art, 150.1 de la Constitución pudiera atribuírseles. /
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ello resulta, no obstante, improbable porque se trata de /

\ma materia, -la económica,- en la que juegan con una espe

cial intensidad los principios de igualdad y solidaridad /

entre las distintas Comunidades» (Sala, obra citada, pag.

27).

Se prevée constitucionalmente que las Comunidades

Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del

Estado para la recaudación, la gestión y liquidación de los

recursos tributarios de aquel de acuerdo con las leyes y /

loa estatutos segón reza el art. 156.2 y en opinión de Bo

rrajo (obra citada^ pag* 193) la misma posibilidad tenía /

que ofrecerse en orden a los recursos económicos de la Se

guridad Social,

Los Estatutos Vasco en su art. 18.2.b; Catalán /

(art. 17.2.b); Gallego (art. 33.2); Andaluz (art. 20.2) /

han apurado tal posibilidad y atribuyen a dichos poderes /

territoriales la gestión del régimen económico de la Segu

ridad Social añadiendo el Estatuto Vasco en su Disposición

Transitoria quinta que la Comisión mixta de Transferencias

que se crea para la aplicación del estatuto establecerá /

los oportunos convenios mediante los cuales la Comunidad /

Autónoma asumirá la gestión del régimen económico de la 3£

guridad Social dentro de su carácter unitario y del respeto
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al principio de solidaridad, según los procedimientos,pía

zos y compromisos que para una ordenada gestión se contení

gan en tales convenios.

Siguiendo a Serrano de Triana (sobre la finan

ciación de las Comunidades Autónomas. Revista de Derecho/

Administrativo, nc 29, pag. 354) es de acordar que la in

genuidad del tratamiento de las cuestiones económicas en/

los estados actuales en modo alguno pueden pretenderse co

mo neutros, objetivos o secundarios respecto de otros fe^

nómenos del poder político porque la posesión económica /

se toma poder social y más propiamente poder político de

primera magnitud que viene a habitar allí donde se acre

centó aquel poder económico. Como dice Loewenstein al ana

lizar los defectos de los Estados federales que han causa

do un declinar de su arraigamiento, el que paga la nnísica

tambián decidirá que música tocará, cosa que segdn aquel,

en comentario a la Ley Orgánica 8/80 de 22 de septiembre

sobre financiación de las entidades autonómicas, al legi^

lar no han valorado suficientemente .

En el mismo sentido Borrajo considera, en fin,

sin malicia pero con prudencia que haya que prever que se

ciimpla una. vez más la humana ley de que quien recauda ges

tiona, dispone del impuesto como propio y ordena el gasta
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la tentación a retener dentro del territorio los ingresos

q_u.e son juridicamente estatales, encontrará una real jixs—

tificación; el nivel de satisfacción de las necesidades /

sociales de la población propia nunca será completo (obra

citada,- pag. 193)-

Para Desdentado, debe precisarse inicialmente /

cual sea el sentido de régimen económico a que se refiere

el precepto constitucional, considerando que no es posible

acudir a lo dispuesto en la citada Ley 8/80 de financia—/

ción de las Comunidades Autónomas, ya que el régimen eco

nómico de la Seguridad Social no puede tener un tratamien

to similar o análogo al que establece dicha Ley Orgánica,

que lo que hace es establecer la atribución de unos recur

sos propios a las Comunidades Autónomas estableciendo com

patencias de gestión presupuestaria y económica sobre re

cursos propios fijando menanismos de coordinación, mien

tras que sin embargo en el régimen económico de la 3egur¿

dad Social,lo que existe,es la afirmación de un principio

de caja iSnica, que en la medida que supone la atribución

de ingresos y gastos a un centro de imputación ánico, im

pide la aplicación de las reglas generales contenidas en

la Ley Orgánica. (La Seguridad Social, la Constitución y

el estado de las Autonomías, pag. 29)-
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Una aproximacián al estudio del régimen econámi-

00 exige tener en cuenta la naturaleza y funciones del /

Servicio de Tesoreríaja efectos de fijar desde tal premisa

la red de distribución de competencias entre el Estado y/

las Comunidades Autónomas, partiendo del supuesto anterior

mente sentado, de que en base a la teoría de los poderes /

implícitos, el Estado tiene competencias exclusivas sobre

el régimen económico general de la Seguridad Social, y so

bre su ejecución básica, quedando en manos de las Comunida

des Autónomas la ejecución marginal de dicha ejecución, t£

ma éste sobre el que no se ha pronunciado pacificamente la

doctrina, y sobre el que volveremos a continuación.

La Tesorería General de la Seguridad Social, Ser

vicio Común con personalidad jurídica propia, adscrito a /

la Secretaria de Estado para la Seguridad Social, en la /

que por aplicación de los principios de solidaridad finan

ciera y caja única se \inifican todos los recursos financi£

ros, tanto por operaciones presupuestarias como extrapresu

puestarias, tendrá a su cargo la custodia de loa fondos, /

valores y créditos y las atenciones generales de los serví

cios de recaudación de derecho y pago de las obligaciones

del Sistema de la Seguridad Social.

Dentro de sus funciones será preciso practicar /
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una diaeocián de base constitucional para abordar el tema

que nos ocupa.

¿  Consuátanoial al modelo, viene a ser el Sistema

Pinanciero elegido, que en ningdn caso podrá ser alterado

I  directa ni indirectamente por la acción autonómica.
El sistema financiero de todos los regímenes /

que integran el Sistema de la Seguridad Social será el de

reparto para todas las contingencias y situaciones ampara
das por cada uno de ellos con la eacepción prevista en el

art. 51 de la Ley de la Seguridad Social en lo que se re

fiere al Régimen de Accidentes de Trabajo para las Mutuas

^  Patronales y Empresas.

^  Tesorería, permanecerán los fondos corres
pondientes, incluidos el de estabilizacidn, único para to

do el Sistema de Seguridad Social, que tendrá por finali

dad atender las necesidades originadas por desviaciones /

entre ingresos y gastos.

Igualmente la inversidn de reservas deberá ser

dirigida por la entidad central de modo que se busque en

todo momento el grado de liquidez, rentabilidad y seguri

dad técnicamente precisas, y que ostenten un alcance gene

ralizado y nacional.

La Tesorería a nivel nacional mantendrá las si—
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guientes funciones:

a) Recaudar los recursos financieros de todos los re

gímenes•

b) Disponer la custodia de recursos constituidos por

valores o créditos.

c) Ordenar el pago por operaciones de capital.

d) Disponer los movimientos de fondos.

e) Constituir los fondos de estabilizacidn.

f) Ordenar el pago de pensiones.

g) Elaborar los presupuestos de la Seguridad Social.

h) Autorizar la apertura de cuentas.

i) Llevar el inventario y ostentar la titularidad de

los bienes inmuebles.

j) Representación y defensa en juicio.

Las Comunidades Autónomas se distribuirán junto

con las Tesorerías Territoriales las competencias relati

vas a la ejecución de los Servicios, correspondiendo a es

tas los básicos y aquellas los de pura complementariedad.

Así las Tesorerías Territoriales tendrán como /

principales funciones:

a) Recaudar cotizaciones.

b) Ordenar el pago de las obligaciones principales /

de la Seguridad Social.
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c) Disponer las movilizaciones de fondos.

d) Confeccionar el presupuesto anual provincial.

e) Información a los Servicios Centrales.

f) Control de los dÓbitos.

g) Control e inspección

Y las Comunidades Autónomas:

a) Colaborar en la acción recaudatoria.

b) Tramitación de los expedientes de aplazamiento en

pago de cuotas.

c) Administración de los inmuebles afectados al c\Hn-

plimiento de los fines que en Seguridad -^ocial tienen en

comendadas.

d) Recaudación en vía de apremio de las descubiertas

de Seguridad Social.

e) Vigilancia e inspección de empresas.

f) Confección de los presupuestos parciales de las /

entidades transferidas.

g) Elaboración del presupuesto autonómico global.

h.) Participación en la confección del presupusto so

cial nacional.

i) Participación proporcional a los índices de recau

dación, en el Consejo General con facultades generales pa

ra decidir la inversión de los fondos.
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j) Control de los débitos.

k) Proposxcién de pago de las obligaciones de Seguri

dad Social en el ámbito de sus competencias.

1) Recaudacién de los resarcimientos de gastos sanita

rios de los centros sanitarios y confección de los acuer

dos autonómicos con las entidades de Seguro Q,ue a tal fin

resulten precisos. Participación en idénticos acuerdos a /

nivel nacional.

m) Participación directa en todos los órganos consul

tivos Centrales y territoriales de la Tesorería General y

Provincial.

La doctrina, no obstante lo expuesto, no resulta

de unánime pronunciamiento en este punto.

Para Desdentado, el régimen económico de la Se

guridad Social tiene \m tratamiento distinto, que implica

en los términos del art. 149.1 de la Constitución, en pr¿

raer lugar, la existencia de una competencia legislativa /
plena estatal, en el sentido de que no hay, ya, la duali

dad de legislación básica-desarrollo legislativo, que hay

para el resto de las materias de Seguridad Social, sino /
que la competencia en materia de régimen económico es una

competencia estatal plena, ya que si se analiza el propio

concepto de régimen económico tanto desde el punto de vis
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ta del sentido propio de las palabras, en ima clave henn£

náutica de seguimiento del dictado del art. 3® del Código

Civil, como del propio contexto del art. 149.1, se llega

a la conclusión de quÓ régimen económico no comprende só

lo facultades de normación, es decir de dictado de dispo

siciones, sino que mantiene facultades de ejecución reser

vables en su integridad al Estado. (Desdentado. El régi-

men económico de la Seguridad Social y las Autonomías.

vista española de Derecho Administrativo. nC 38. pag. /

353).

Mas a nuestro juicio la cópula "y" del primer /

inciso del art. 149.1.17, significa una doble atribución,

de modo que si para la legislación básica cabe desarrollo

ulterior, también cabe para-el régimen económico, pues /

tal desarrollo no es consecuencia de la asignación de lo

básico a un nivel sino de la propia "división del trabajo"

operado por vía constitucional, pues según lo expuesto en

todo caso también tiene el Estado facultades de ejecución

básica, de forma que en el supuesto del primer inciso ca

be consignar la legislación básica en el Estado, y su ej£

cución propia de lo esencial en el mismo, de igual manera.

Para el régimen económico se opera de igual modo, de for

ma que en uno y otro caso la Comunidad autónoma ostentara
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la ejecución de los servicios salvo en la pequeña parcela

que tiene como sustancial reservada el propio Estado.

A nuestro juicio, este es el entendimiento que

ha de darse a la fórmula empleada en este punto por la

neralidad de los Estatutos, y por la disposición transito

ria quinta del Vasco. Las primeras, aluden a la regla ge

neral, que consiste, en establecer, que en materia de Se

guridad Social corresponderá a la Gomxinidad Autónoma el /

desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación

básica del Estado, salvo las normas que configuran el rá-

gimen económico cuya gestión sí les está encomendada. El

Vasco, en la tan debatida Disposición Transitoria quinta,

cuando indica que la Comisión mixta de Transferencias es

tablecerá los oportunos convenios mediante los cuales la

Comunidad Autónoma asumirá la gestión del rógimen económ^

co de la Seguridad Social, se esta refiriendo a xma ejecu

ción de gestión, en cuyos servicios, la comisión, a tra

vés de las correspondientes negociaciones, que culminen /

el convenio final integrado por convenios parciales reco

gerá la fórmula de delimitación de poderes y facultades,

entre las cuales las que hasta aquí hemos venido llamando

implícitas y que son propias y peculiares del régimen eco

nómico quedarán tipificadas en labor propia de la función
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de la Gomisidn, y que en el Estatuto Vasco se recoge re

dundantemente pues en ello habrán de recabar todas y cada

una de las correspondientes Comisiones de Transferencias

para cada Decreto, que en materia de régimen económico re

serve la ejecución de lo básico al Estado y de lo no bási

co a la Comunidad Autónoma. Ello, a nuestro juicio, resul

ta coherente con la propia expansión constitucional, que

cuando se refiere a materia cuya ejecución de servicios /

corresponde a la Comunidad Autónoma sin menoscabo de la /

potestad Estatal en la fijación de la legislación básica

señala parcelas o bolsas de intervención, en las que el /

Estado, o la Comunidad Autónoma no pueden recíprocamente

interferirás. Por el contrario, ante una declaración ge

nérica seguida de una atribución general de ejecución de

servicios no referida expresamente a aquello (régimen eco

nómico), consideramos que chocaría con el espiritual dis

tribuidor del constituyente la reserva estatal absoluta,

por lo que a nuestro juicio será preciso, ulteriormente, /

que en el seno del órgano consultivo deliberante, cual es

la Comisión mixta de transferencias, se llegue al corres

pondiente acuerdo parcial que fije la competencia ejecuti

va básica del Estado y el área de acción de la Comunidad

Autónoma respectiva, que no verá así radicalmente vedada
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su lógica participación en este terreno.

Para Desdentado, el tórmino rógimen económico /

no puede confundirse con el régimen económico, en rela

ción con su tratamiento económico, que regula la Ley 8/80

de financiación de las Comunidades Autónomas, consideran

do que el régimen económico de la Seguridad Social no pue

de tener un tratamiento similar o análogo al que estable

ce aquella ley para el resto del régimen económico de las

Comunidades Autónomas, ya que lo que en la misma se está

estableciendo es la atribución de unas reservas propias a

las Comunidades Autónomas según ha quedado expuesto antes,

entendiendo que serían competencias ejecutivas estatales

aquellas en las que la facultad de normación correspondió

ra al Estado por afectar al interés general, de modo que

no pudieran, práctica ni pliticamente, descentralizarse /

(Desdentado, obra citada, pag. 31).

Pero, a nuestro juicio, se cae en un error con /

tal apreciación, ya^que estas funciones son obviamente /

susceptibles de descentralización y de suyo así estaban /

configuradas con su encomienda a la Tesorería, que era im

ente descentralizado con respecto de la Administración del

Estado siendo la naturaleza de sus funciones de tal cará£

ter.
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En esto consideramos mas apropiada la teoría /

preconizada por Villar Palasí y Serrano de Triana, que /

entienden que no puede descentralizarse lo ya descentra

lizado, y por tanto no es argumento bastante el que no /

pueda la materia ser objeto de descentralizacidn, que si

puede serlo por su propia naturaleza, sino que no puede

ser objeto de transferencia por afectar al interés nacio

nal, y participar de la condición propia atribuida a las

bases y coordinación de la planificación general de la /

actividad económica de exclusiva competencia estatal, sin

ningún tipo de reservas, ni en la esfera de normación ni

en la esfera de ejecución, según reza el ns 13 del art, /

149.1, lo que no empece para con la Seguridad Social admi

tir en el área económica-financiera una ejecución de se

gundo grado en favor de las Comunidades Autónomas, en su

aspecto no básico ni planificador de la presupuestación /

general nacional o autonómica.

Para Besdentado podría intentarse ima delimita

ción de competencias entre el Estado y las Comunidades /

Autónomas de forma que se configurarían como competencia

de carácter estatal las siguientes competencias: En pri

mer lugar, la gestión recaudatoria tanto en período volun

tario como en vía ejecutiva: y este carácter estatal de /
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la competencia sotire la gestión recaudatoria parece una /

derivación automática del principio de caja ónica en el /

sentido de que al implicar el principio de-caja ánica una

de esa aceptación entre la idea de ingreso y la idea de /

gastos es evidente que la competencia para gestionar la /

recaudación tiene que imputarse al órgano que en definiti

va es responsable del ingreso, es decir que tiene que rea

lizar el ajuste presupuestario del ingreso porque de lo /

contrario podría existir un interés territorial en dismi

nuir la presión contributiva o el no asumir la presión /

contributiva necesaria para articular los ingresos. 3n se

gundo lugar también haiy que calificar como competencia e£

tatal la realización de actos ie disposición patrimonial

sobre los bienes objeto del patrimonio de la Seguridad /

Social.

Sso parece una consecuencia de la delimitación

entre actos de gestión y actos de disposición patrimonial

y de que la titularidad de los actos de disposición, los

actos estrictamente dominicales no está comprendida en el

concepto de gestión que, es para la descentralización au

tonómica. También, se mantendrá como competencia estatal

la función interventora efectivamente, porque hay una áls

tinción clara entre intervención y competencias de ges- /
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tic5n en sentido estricto. Y también los contratos de o-

bras, servicios y suministros cuando su ejecución compro

metiera presupuestos superiores al del ámbito temporal /

anual. E igualmente sería competencia estatal, como cense

cuencia del principio de caja iSnica, el pago de las obli

gaciones contraídas por el sistema. Por el contrario po-/

dría configurarse como competencias autonómicas de gestión

del régimen económico de la Seguridad Social en primer lu

gar, todos loa actos de aprobación del gasto y todos los/

actos de ordenación de pagos. Lo cual no significa que la

realización del pago no continuará centralizada a través

de la Tesorería General. En segundo lugar toda la contra

tación de obras, servicios y suministros que no excediera

del ámbito temporal de un ejercicio presupuestario. Y en

tercer lugar todos los actos de gestión patrimonial que /

no supusieran ejercicio de potestades dominicales en el /

sentido estricto.

El tema de la asignación de los recursos, es un

tema gibbalmente o políticamente más importante que el t£

ma estrictamente jurídico de delimitación de competencias.

En el tema de asignación de los recursos a las distintas

Comunidades Autónomas hay que partir de una distinción; /

esa asignación tiene que obedecer a criterios distintos,
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según se trate de asignación de recursos para prestaciones

en especie o asignación de recursos para prestaciones di

ñe rarias.

Con relación a las prestaciones en especie, es

decir las prestaciones de asistencia sanitaria y a las /

prestaciones técnicas de los servicios sociales que con

sisten fundamentalmente en gastos de inversión, gastos de

personal, por tanto susceptibles de actividad de programa

ciÓn previa el principio aplicable sería el principio de

descentralización presupuestaria. Es decir, que en este /

tipo de prestaciones podría irse a un presupuesto indepen

diente por parte de cada Comunidad Autónoma. Y entonces /

la asignación de recursos a ese presupuesto independiente

por parte de cada Comxmidad Autónoma debería tener en /

cuenta dos criterios básicos para evitar que esos presu

puestos independientes supongan una reproducción a nivel

territorial de las desigualdades,.En primer lugar, el cri

terio fundamental es el criterio de asignación de los re

cursos en función de la población protegida existente en

cada territorio de la Comunidad Autónoma; y en segundo lu

gar, ponderando ese criterio básico, habría que introdu

cir el criterio de los gastos de mantenimiento de la in

fraestructura ya existente, así como los gastos, evidente
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mente, de personal. Ssos dos criterios deben ser los que

deben presidir la asignacidn de recursos a nivel territo

rial en materia de prestaciones en especie.

Ahora bien, en materia de prestaciones dinera-

rias, el criterio tiene que ser necesariamente distinto.

Porque aquí nos encontramos con prestaciones que no son

susceptibles de una programación a nivel territorial. Es

decir, el gasto en prestaciones económicas de la Seguri

dad Social (pensiones y subsidios) es un gasto que no de

pende de una previsión sino que depende de la producción

de hechos causantes de carácter aleatorio,. Es decir, del

número de jubilados o del número de inválidos que se va

yan produciendo en cada territorio. Por tanto, y además

tratándose de gastos presupuestariamente ampliables, se

gún la ley general presupuestaria, aquí no debe darse un

principio de descentralización presupuestaria sino un /

principio de presupuesto global y de asignación de recur

sos según vayan produciéndose los actos de reconocimien^

to de derecho. Ahora bien, este principio de presupuesto

abierto, es decir de posibilidad de generación autónoma

del gasto nos lleva a plantear otro problema adicional y

es el problema de la distribución de controles estatales

tanto de carácter preventivo como correctivo, frente a /
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las posibles desviaciones del gasto. Evidentemente, una

desviación del gasto clarísima tiene tendencia a multi

plicarse cuando el agente que ordena el gasto es distin

to del agente que tiene la responsabilidad de la recauda
I

ción y de la centralización del ingreso. La única posibi

lidad de establecer una conexión entre gasto e ingreso /

en este sentido y de corregir las posibles desviaciones

es residenciar en el nivel estatal un sistema de contro

les que en fase preventiva ya está previsto en los Esta

tutos de Autonomía a través de la Inspección del Estado

sobre los organismos de Seguridad Social que asuman la /

gestión en el territorio de la Comunidad Autónoma y, en

fase correctiva, a través de los mecanismos previstos en

la Constitución y concretamente en el art. 153 y en el /

art. 155- Pero, sobre todo, a través del reconocimiento

a la Tesorería General de la Seguridad Social de una fa

cultad de impugnación de loa actos de reconocimiento de

derecho que se produzcan por los agentes territoriales.

fDesdentado obra citada, pag. 32 a 35).

No puede olvidarse, finalmente, la descripción

del marco económico diseñado por la jurisprudencia del /

Tribunal Constitucional éñ.Sentencia de 28 de enero de /

1982 y 16 de noviembre de 1981, que, entre otras, sientan
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las siguientes conclusiones de imprescindible recuerdo a

la base de atribuir soluciones para el régimen económico

financiero de la Seguridad Social en el modelo autonómi

co, dada la influencia recíproca de la economía de la Se

guridad Social en la economía general y viceversa.

"En la Constitución Española de 1978, a dife

rencia dé lo que solía ocurrir con las Constituciones li

berales del siglo XIX y de forma semejante a lo que suo£

de en más recientes Constituciones europeas, existen va

rias normas destinadas a proporcionar el marco jurídico

fundamental de la actividad económica: el conjunto de to

das ellas compone lo que suele denominarse la Constitu

ción económica o constitución económica formal. Este mar

co implica la existencia de unos principios básicos del

orden económico que han de aplicarse con carácter unita

rio, unicidad que está reiteradamente exigida por la Cons

titución, cuyo preámbulo garantiza la existencia de "un/

orden económico y social justos" y cuyo art. 2 establece

un principio de unidad que se proyecta en la esfera eco

nómica por medio de diversos preceptos constitucionales,

tales como el art, 128, entendido en su totalidad el /

131-1 el 139-2 y el 138.2 entre otros. Por otra parte, /

la Constitución fija tina serie de objetivos de carácter
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económico cuya consecución exige la adopción de medidas

de política económica, aplicables con carácter general a

todo el territorio nacional (arta. 40.1, 130.1 y 138.1)!í

No es la primera vez que nuestro Tribunal Cons

titucional apela al concepto de Constitución Económica,

así en la sentencia de 16 de noviembre de 1981, si bien

en el marco de un voto particular, se introduce esta ca

tegoría de amplia raigambre en el pensamiento constituclo

nal y económico, pero de escasa eficaciacaracterizadora.

En aquella ocasión se utiliza para suscitar -aprovechan-

do la flexibilidad que ofrece la estructura del discurso

de disentimiento- la visión pluralista de los posibles /

modelos económicos pueden albergarse en nuestra Gonstitu

ciÓn "..la Constitución económica contenida en la Consti

tución política no garantiza necesariamente im sistema /

económico ni lo sanciona. Permite el funcionamiento de /

todos los sistemas que se ajustan a los parámetros y só

lo excluye aquellos que sean contradictorios con las mis

mas". Váase iMARTIN BA3S0LS " Las competencias legislati

vas de las Comunidades Autónomas en materia económica y

el derecho a la libertad de empresa". Obra citada pp, /

168-169. sobre el tema recientemente de AURELIO MENSNDEZ

"Constitución, sistema económico y Derecho Mercantil". /
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Universidad Autónoma de Madrid. 1981. pp. 27-48.

En efecto, en ausencia de un sistema de plani

ficación económica, según la tesis unitaria, la política

económica sería exclusivamente definida y dirigida por /

el Estado o el Gobierno, mientras que en la hipótesis de

la puesta en práctica de un sistema de planificación ec£

nómica (art. 131) las Comunidades Autónomas, no sólo par

ticiparían en la propuesta de "previsiones" y en la ela

boración conjunta (párr, 2 del art. 13-t), sino que osten

tarían un marcado protagonismo en su ejecución de acuer

do con las bases y bajo la coordinación del Estado (art.

149.1.132). (Martín-Basaols y A.Menendez, Obra citada. /

pag. 83-85).

"La unicidad del orden económico nacional es /

un presupuesto necesaxio para que el reparto de competen

cias entre el Estado y las distintas Comiinidades Autóno

mas en materias económicas no conduzca a resultados dis

funcionales y desintegradores. Por ello, la Constitución

retiene en poder del Sitado, como exclusivas en su inte

gridad, aquellas competencias que atañen a determinados

aspectos del orden económico y de su unidad, como sucede,

entre otros preceptos, con el art. 149.1.10. y en otros

supuestos retiene en poder del Estado, tambián con cará£
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ter exclusivo, la competencia para fijar solamente las

"Bases", como ocurre con los indicados en el art, 149-1.

11 (Ordenación del Crédito) y 13 (planificación económi

ca)".

Esta trascendental afirmación supone la inver

sión del Juicio anteriormente formiilado sobre la unici

dad del orden económico, para dax paso al reconocimiento

del Juego de los distintos entes públicos territoriales

de cuya conjunción y armonización, conforme a loa instru

mentos que la propia Constitución prevé, pueda resultar

como objetivo, la unidad del orden económico.(M. Bassols

obra citada, pag 117)-

La razón finalista de que el texto constituci£

nal atribuya al Estado la competencia exclusiva para es

tablecer las bases de la ordenación de una materia (en /

particular la ordenación del crédito y la planificación)

radica en la circunstancia de que tales bases "tengan /

una regulación normativa uniforme y de vigencia en toda

la Nación, con lo cual se asegura, en aras de intereses

generales superiores a los de cada Comunidad Autónoma, /

un común denominador normativo a partir del cual cada /

Comunidad, en defensa del propio interés general podrá /

establecer las peculiaridades que le convengan dentro /
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del marco de competencias que la Gonstitucidn y su Estatu

to le hayan atribuido sobre aquella misma materia". En es

te plinto, el Tribunal Constitucional establece una disec

ción de suma importancia en orden a un reparto de competen

cias normativas entre el legislativo y el ejecutivo para /

la fijación de las bases; pues aun cuando óstas por su ge

neralidad y carácter fundamental de suyo deberían postular

una regulación legislativa, se distingue entre las que pre

sentan un carácter estable y las que atienden a circunstan

cias o condicionamientos coyunturales^ Ahora bien, ciñéndo

nos, en concreto, a la ordenación de sectores económicos,

la consecución de aquellos intereses generales perseguidos

por la regulación estatal de las bases exigirá que, aten- /

diendo a circunstancias coyunturales y a objetivos de poli

tica monetaria y financiera, el G-obiemo de la Nación pro

ceda a la concreción e incluso cuantificacióh de medidas /

contenidas en la regulación básica, pues al Gobierno de la

Nación le corresponde tanto la dirección de la política fi

nanciera nacional y de la política monetaria general (art,

10.26,SV), en cuanto partes de la política económica gene

ral (art, 97 de la Constitución), como la coordinación de

las mismas con las que pueda tener cada Comunidad en su ám

bito respectivo (art, 45.2,EV).
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Sn el orden jurídico formal, el Tribunal procla

ma que "el instrumento para establecerlas con posteriori-/

dad a la Constitución es la Ley". Sin embargo, reconoce la

posibilidad de que el Gobierno pueda nacer uso de la potes

tad reglamentaria para regular "de modo complementario" y

en tanto las Cortes no procedan a establecer una discipli

na completa e innovadora de las bases en cuestión de la le

gislación preconstitucional. Esta posibilidad adquiere le

gitimidad "cuando en la legislación preconstitucional (sea

en leyes o en normas de rango inferior) se regulan las ba

ses de una materia que por razón de su contenido no son in

compatibles con la Constitución y que, sin embargo, convi£

ne completar o adecuar a situaciones nuevas derivadas del

ordenamiento constitucional, como, por ejemplo, la estruc

tura territorial del Estado",

Pinalamente, reiterando la doctrina sentada en

su sentencia de 28 de julio de 1981, precisa que la Comimi

dad Autónoma podrá ejercer sus competencias sin necesidad

de que los órganos del Estado fijen por normas posconsti

tucionales las bases que debe respetar la Comunidad, de /

tal suerte que podrá ejercerlas desde la entrada en vigor

del Estatuto si bien "sus disposiciones legales o de rango

inferior deberán respetar, en todo caso, no sólo los prin-
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cipios que inmediatamente se deriven de la Constitución, /

sino también las bases (en sentido antes aclarado) que se

infieren de la legislación preconstitucional vigente"» (M.

Bassols. Obra citada, pag» 119).

"Si la fijación de ese orden de pioridades cons

tituyera competencia de cada Comimidad, éstas podrían dar/

preferencia a sus respectivos Gobiernos y por las Corpora

ciones publicas o privadas de la Comunidad para atender y

financiar necesidades particulares de cada una de ellas, /

con lo cual, si pudiera tener carácter preferente el inte

rés propio de cada Comunidad frente al general del conjun

to nacional, la finalidad resultaría de imposible cumpli

miento. Con ello se produciría un grave perjuicio a los /

principios de unidad económica nacional plasmados en los /

preceptos constitucionales. En efecto, el carácter unita

rio del orden económico que la Constitución garantiza se /

vería fragmentado y se incurriría en el fomento de privile

gios económicos, prohibidos por el art, 138.2 de la Consti

tución, en favor de aquellas Comunidades de mayor capaci

dad de ahorro que lo invirtieran preferentemente en aten

ción a sus intereses propios, con lo que se-quebrantaría /

también eo ipso el principio de subordinación de toda la

riqueza del país al "interés general" (art. 128.1.GE) y se
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privaría al Estado, que es un Estado social de Derecho /

(art. 1.1 CE), dé importantes recursos con los que atender

con la equidad debida a múltiples necesidades de carácter

general".

"Por último, no podría ampararse la presunta /

competencia comimitaria en tal materia en el art. 10.25 de

su Estatuto, pues si es cierto que áste otorga competencia

"exclusiva" a la Comunidad en la "planificacidn de la acti

vidad econdmica del País Vasco" también lo es que ese mis

mo precepto enmarca la citada competencia dentro del respe

to ("de acuerdo con") a la "ordanacién general de la econo

mía", y como el Estado tiene competencia "exclusiva" preci

sámente para las "bases y coordinacién de la planificación

general de la actividad económica" (art, 149.1.13CE), es /

claro que ambas competencias "exclusivas" están llamadas /

objetiva y necesariamente a ser concurrentes, de modo tal

que la prioridad "vertical" corresponde en materia de coor

dinación de la planificación de la actividad económica del

Estado en todo el ámbito nacional, y después, y con la o-

bligación de someterse a aquella coordinación, ha de situ

arse la correspondiente competencia, en la esfera comunita

ria, de los órganos estatutarios del País Vasco. Por consi

guiente, en la medida en que la fijación del orden de prio
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ridad controvertido afecta potencialmente a la planifica

ción de la actividad económica, ha de insertarse por su /

carácter "básico y general en las competencias estatales /

del 149-1.13 de la CE y no en las del art, 10.25 del Esta

tuto Vasco".

"No vale interpretar que en todo caso "ejecu- /

ción" es un término unívoco en el art, 20.4 del EV, pues

algunas de las reguladas en en éste conciemen no tanto /

al campo delimitado por el art. 11.2.a) del SV, es decir»

a TUia materia en la cual como supone el art. 20.4.EV, la

Comunidad no tiene competencia exclusiva, sino a aspectos

encuadrables en el art, 10,26. EV, punto éste sobre el /

cual sí tiene la Comunidad competencia exclusiva y para /

la cual, por consiguiente, las competencias de ejecución

no pueden estar reducidas a los límites definidos por el

art, 20,4 del Estatuto", De ello se desprende que la com

petencia mínima o residual de ejecución adquiere distin

tas modulaciones en cuanto a su intensidad, según se tra

te de una simple ejecución de la legislación estatal o, /

por el contrario, de la legislación exclusiva o de desa

rrollo legislativo de la propia Comunidad. Y ello, es ob

vio, por cuanto la interposición de la norma legislativa

autonómica puede condicionar y apoderar el ámbito de la /

facultad de ejecución.
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CAPITULO DECIMO

PODER JUDICIAL Y AUTONOMIAS. LA UNIFICACICON JUDICIAL DEL

DERECHO SOCIAL.
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J.- PODEH JUDICIAL Y AUTONOMIAS. LA UNIFICACION

JUDICIAL DSL DERECHO SOCIAL.

El contexto constitucional viene dado por lo /

dispuesto en el art. 152.1 en relación con el art. 123 de

la Constitución que dicen respectivamente; En los Estatu

tos aprobados por el procedimiento a que se refiere el /

artículo anterior, la organización institucional autonómi

ca se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por su

fragio imiversal, con arreglo a un sistema de representa

ción de las diversas zonas del territorio; un Consejo de

Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un

Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miem

bros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la direc

ción del Consejo de Gobierno, la suprema representación /

de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en /

aquella. 21 Presidente y los miembros del Consejo de Go

bierno serán políticamente responsables ante la Asamblea.

Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjui

cio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supre

mo, culminará la organización judicial en el ámbito terri

torial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las

Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y
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las formas de participación de aquéllas en la organizaciái

de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello

de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del po

der judicial y dentro de la unidad e independencia de és

te •

Sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 123,

las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agota

rán ante órganos judiciales radicados en el mismo territ£

rio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano compe

tente en primera instancia.

El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda

España, es el órgano juridiccional superior en todos los

órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías cons

titucionales.

El Presidente del Tribunal Supremo será nombra

do por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder

Judicial, en la forma que determine lá ley.

Como ha recogido Díaz Valcarcel, el art. 152 /

citado regula la participación de las Gom\inidades Autóno

mas en la organización de las demarcaciones judiciales, y

crea los Tribunales superiores de Justicia con remisión a

un triple marco normativo, constituido, por los principios

básicos de organización del poder judicial, los Estatutos
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de Autonomía y la Ley Orgánica.

A tal efecto, es de recordar, que el art. 117.

5 señala que el principio de unidad jurisdiccional es la

base de la organizacidn y funcionainiento de los Tribunales,

La ley regulará el ejercicio de la jurisdicción militar /

en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos /

de estado de sitio, de acuerdo con los principios de la /

Constitución. Igualmente el art. 118 indica que es obliga

do cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de

los Jueces y Tribunales, así como prestar la colaboración

requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecu

ción de lo resuelto. Finalmente, es hoy un hecho, que la

Ley Orgánica del Poder Judicial carece de contenido, y su

futuro parlamentario parece incierto.

En cuanto al texto del art. 152, Mendizábal, /

entiende que la actividad participativa en la organiza- /

ción de las demarcaciones judiciales del territorio, par£

ce invitar, a través de tan oscura expresión, a los Esta

tutos de Autonomía a asumir competencias en relación con

materias y organización judicial íntimamente relacionadas

con la demarcación judicial propiamente dicha.

A juicio de Líaz Valcárcel, se trata de una ac

tividad desde luego compartida que no puede afectar a lo
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que la vieja Ley Orgánica denomina Planta y organización

de los juzgados y Tribunales pero sí a la división geográ

fica concreta en que se plasma límites y capitalidad (Díaz

Valcárcel. Jornadas Estudio Dirección general de lo Con

tencioso. pag, 40).

En este terreno el art. 34.1 del Estatuto Vasco,

señala, una distinción entre la organización de la A^minis
I

traciÓn de Justicia en el País Vasco, que se estructura /

de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder /

Judicial, y la organización de las demarcaciones judicia

les, de ámbito inferior a la provincia, en la que partici

para, así como en la localización de su capitalidad, fi

jando en todo caso su delimitación.

El art. 18 del Estatuto Catalán dice en rela

ción con la Administración de Justicia, esceptuada la mi

litar, que la Generalidad fijara la delimitación de las /

demarcaciones territoriales de los órganos jurisdicciona

les en Cataluña y la localización de su capitalidad.

El Estatuto Gallego dispone que corresponde a

la Comunidad Autónoma fijar la delimitación de las demar

caciones territoriales de los órganos jurisdiccionales en

Galicia, teniendo en cuenta entre otros criterios los lí

mites de los tradicionales partidos judiciales y las / /
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características geográficas y de población.

El Estatuto andaluz babla de fijar la delimita

ción de las demarcaciones territoriales de los órganos ju

risdiccionales de Andalucía, de conformidad con la Ley or

gánica del Poder Judicial, y de modo análogo lo hacen los

restantes Estatutos con la salvedad del riojano, que no /

prevea la creación de un Tribunal Superior de Justicia,

El art. 14 de la Constitución de 9 de diciembre

de 1931, disponía, que el Estado tendría competencia res

pecto de la jurisdicción del Tribunal Supremo, salvo las

atribuciones, que se reconocen a los poderes regionales,

lo que llevó a la creación de un Tribunal Superior Gasa-

cional en Cataluña y en el país vasco, reservándose facul

tades organizatorias que hoy no aparecen en la vigente /

Constitución,

Parece lógico pensar, que en todo caso, en la

actualidad, el funcionamiento y las competencias de los /

mentados Tribunales Superiores de Justicia, están condi

cionados a lo que establezca la Ley Ogánica del Poder Ju

dicial,

La generalidad de los Estatutos sistematizan /

las competencias de los órganos jurisdiccionales en las /

Comimidades Autónomas, en el orden penal y en lo social,
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manteniendo una armonía, consistente, en que la competen

cia abarca todas las instancias y grados, pero no los re

cursos de casacidn y revisidn.

Ep, £:a nuestro juicio, importante señalar, cual

es el ámbito reservado a la jurisdiccidn contencioso admj.

nistrativa, ya que en materia de Seguridad Social, tratán

doae de revisión de actos emanados de la Administración /

de esta la identidad de razón que asiste a uno y otro or

den, han de servir de parámetros para considerar válided

en el ámbito de Seguridad Social, las soluciones adopta

das para la vía contencioso administrativa#

En el orden contencioso-administrativo, la /

competencia se extiende a todas las instancias y grados

cuando se trata de actos emanados de la Administración, /

en el Estatuto Vasco, en las materias cuya legislación ex

elusiva corresponde a la Comunidad Autónoma, y a la pri

mera instancia cuando se trata de actos dictados por la /

Administración del Estado#

Esta, y no otra, a nuestro juicio, debiera de

haber sido la fórmula a seguir para la Seguridad Social,

en todos los casos, pues así es posible que litigios re

sueltos en primera instancia por órganos judiciales radi

cados en el territorio de la Comunidad Autónoma sean vis—
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tos en apelación por Tribunales exteriores a la Comimidad

cuando se trate de actos emanados de la Administración /

del Estado, pues la finalización de los procesos en los

Tribunales Superiores de Justicia puede admitirse como

gla cuando la norma de decisión sea una norma autonómica,

no cuando sea una norma del Estado (en exclusiva o en con

currencia) pues la conclusión de las instancias, ha de en

tenderse, sin perjuicio del recurso de casación (que no /

es una instancia) ante el Tribxmal Supremo, salvedad que

debe hacerse igualmente respecto del recurso de suplica

ción ante el Tribimal Central del Trabajo,

La norma constitucional y estatutaria, tantas

veces repetida, de que las sucesivas instancias procesa

les, en su caso, se agotatan ante órganos judiciales radi

cados en el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en

que este el órgano competente en primera instancia, per

mite la interpretación estricta de que sólo está pensado

para supuestos de pluralidad de instancias, pero no para

procesos de única instancia cuales son los de Trabajo y

Seguridad Social, lo que no debe plantear la incompatibi

lidad del Tribunal Superior de Justicia, pues al igual /

que sucede en el orden penal pasa con la Audiencia Nacio

nal, se trata de Tribunales ordinarios predeterminados /
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por la Ley, de modo que continuando con la similitud y

al igual que el principio competencial farun delicti co-

mmissi ni está constitucionalizado ni cabe asimilarlo al

del llamado juez natural, no pudiendo olvidarse que in

cluso países de estructura federal tienen im elenco de /

crímenes federales sustanciados ante Tribunales de ese /

carácter, tampoco en el orden social, en donde el deman

dante puede interponer su petición en cualquier punto del

territorio nacional frente a la Seguridad Social, ha de /

estarse a una competencia localizada previamente para la

primera instancia y los sucesivos grados debiendo quedar

salvaguardada la competencia nacional del Tribunal Central

de Trabajo en este orden de cosas.

La determinación de la competencia judicial en

el orden social no viene predeterminada por la integración

en alguno de los regímenes del Sistema de la Seguridad So

cial de los trabajadores por cuenta ajena como únicos be

neficiarios del mismo, ya que de los actuales arts. 17.1

y 41 de la Constitución se generaliza el derecho de todos

los ciudadanos a los beneficios de Is Seguridad ^ocial ra

zón por la cual la Ley de Procedimiento Laboral no efec

túa en su art. 1 una determinación de la competencia a /

los órganos jurisdiccionales del orden social por razón /
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de la persona sino por raztSn de la materia, aludiendo en

su número 4 a los pleitos sobre la Seguridad Social con

lo que se está refiriendo a lo que la doctrina mas cuali

ficada ha venido a considerar como el Derecho administra

tivo de la Seguridad Social.

Las controversias que en cuanto a la aplica-

cidn del Derecho de la Seguridad Social se susciten.

Han de entenderse propias por tanto de la com

petencia natural de la jurisdicción laboral cuyos órga

nos personales de judicialidad aparecen como juez natu

ral, tendiéndose con ello a la coherencia del Derecho 3£

cial al eliminar de su órbita cuantas atribuciones aje

nas impidan la configuración del orden social natural, /

lo que no parece coincidir con el designio del constitu

yente manifestado en la afirmación de que todos tienen /

derecho al juez ordinario predeterminado por la ley, con

lo que se adivina una posible fragmentación de aquel or

den pudiendo llevarse a cabo una redistribución de las /

materias propias de la Seguridad Social con la jurisdic

ción contendioso-administrativa, que como ahora sucede,

impidiera una aplicación judicial del derecho de la Segu

ridad Social.

Esta es una premisa previa a la búsqueda del
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espacio judicial autonómico reservado al dereclio de la /

Seguridad Social pues podría su aplicación jurisdicional

verse dividida dualmente al encontrarse una parcela de /

aquel encomendada en su revisión judicializadora a un or

den jurisdiccional, que permitirla la unificación aplica

tiva de la misma, siempre que se tratase de materia ema

nada de los poderes del Estado, pues en dltima instancia

sería posible extralimitan la frontera autonómica para /

sentar una única doctrina legal respecto de tal normati

va de origen estatal, que en Seguridad Social hoy queda

rá encomendada a tal orden jurisdiccional especializado

frente a la restante materia, que por vía del juego de /

la distribución operada en base al art, 152,1, ya que /

las sucesivas instancias procesales, que en lo tocante a

la Seguridad Social no existen, se agotarán ante órganos

judiciales radicados en el mismo territorio de la Gomun^i

dad Autónoma en que está el órgano competente en primera

instancia, de forma que aquí la aplicación judicial no /

sería unificadora segdn una interpretación literal ni en

el supuesto de revisión de normas de ámbito estatal.

Erente a tal panorama se han planteado diver

sos interrogantes por la doctrina mas autorizada, a saber:
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¿No se extiende el tratamiento del art. 9.2 de la Cons

titución a la desigualdad Jurídica que implica el que /

sólo parte de los intereses y derechos legítimos de los

beneficiarios gocen de la tutela natural, sustrayéndose

les otras parcelas de los mismos y aun porciones enteras

de ciertas relaciones Jurídicas? ¿No es el art, 24.1 de

la propia Constitución, con su vocación a la efectividad

uno de los confines constitucionales en que resuena el /

mensaje del art. 9.2 de la Constitución Española?.

Frente a ello se ha sostenido, que ningún pre

cepto fundamental se Justifica como el art. 24.1 puede /

hacerlo, la censura del ejercicio de la función legisla

tiva, vicio de que adolece, sin embargo la supresión del

elemento axiológico o concepto Jurídico indeterminado /

que el calificativo de Juez natural representaba en las

anteriores redacciones de aquel precepto. (Zorrilla Ruiz

I-as Transformaciones del Derecho Social. Deusto- 1984. /

pag. 112),

Hn la actualidad, dejando aparte el logro uni

ficador conseguido dentro del orden Jurisdiccional conten

cioso administrativo, la aplicación unificadora del Der£

cho de la Se^ridad Social se logra mercer a dos recur

sos extraordinarios, el de suplicación que recoge el art.
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152 de la Ley de procedimiento Laboral y el de casación

a que se refieren los arts 167 y 168 del mismo cuerpo le

gal, y de ambos, por recuento estadístico de uno y otro,

resulta que el primero supone el monopolio práctico de /

la acción unificadora comentada, según ponen de relieve

las muestras editoriales de los correspondientes reperto

rios ya que las relativas a la jurisprudencia social de

casación afectan a una porción discreta de las materias

sustantivas que componen el Lerecbo de la Seguridad So

cial, frente al recurso de suplicación, que asegura vir-

tualmente la coherencia hermenáutica en la aplicación de

este sector del ordenamiento, evitando rupturas o disgre

gaciones de interpretaciones particulares tan ruinosas /

como peligrosas (Zorrilla Ruiz. La Constitución. La Segu

ridad Social y el Estado de las Autonomías. Delegación /

del Gobierno en la Comunidad Autónoma Vasca, pag. 37).

Un recurso unificador, al uso de la casación

o de la suplicación, nunca será segunda instancia, ni en

consecuencia podrá verse afectado por la restricción con

que el art, 152.1 de la Constitución circunscribe el ám

bito territorial de las Comunidades Autónomas la instan

cia única, característica del proceso de Seguridad Social.

Ante la redacción del art. 149.1.17 la producción de le-
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gislacidn al respecto, en su alcance material o vertical

es competencia del Estado; si los órganos "ad h.oc" de /

los Tribunales Superiores de las autonomías pasasen a co

nocer de la aplicación de este Derecho, para cuya produ£

ción no tienen competencia las asambleas parlamentarias

de las Comunidades, se avendrían a un resultado que le

jos de cooperar a la unificación que predice el art. 1.6

del Código Civil, haría trizas el sector correspondiente

del ordenamiento jurídico, que sin embargo es uno y tie

ne una estructura impuesta a todos los poderes públicos

incluido el Poder Judicial (art. 9*1 de la Constitución)

tal y como se ha destacado por el sector doctrinal que /

con mas ahondamiento se ha ocupado de estas cuestiones /

(Zorrilla Ruiz, Jomadas Técnicas de Seguridad Social. /

Instituto Estudios Laborales y de Seguridad Social. Ma

drid. 1984. pag. 25).

La concesión de un segundo grado procesal en

el régimen de única instancia, propio del proceso de Se

guridad Social, caracterizado por la institución de ofi

cio, oralidad, concentración, inmediación y efecto de /

verdad material, implica una especificación técnica que

va a tener sus efectos propios, pues el segundo grado /

procesal es el medio a través del cual se logra unificar

701



el Derecho público de la Seguridad Social.

El olvido del constituyente de que no todo pro

ceso está caracterizado por una primera instancia ini- /

cial y mas instancias sucesivas, hace que se incurra por

falta de precisión en el lóxico procesal utilizado en la

omisión de los procesos caracterizados por una instancia

única inicial a la que sigue un grado impugnatorio, con

lo que de aquel olvido, parece desprenderse, que al admi

tir el proceso tan sólo ima instancia, no pueden atrihun?

se los sucesivos grados a un Tribunal que goce de compe

tencia territorial fuera del espacio autonómico, con lo

que los fundamentos, que justifican, que los recursos u-

nificadores se agoten ante órganos jurisdiccionales de /

competencia nacional, han sido obviados.

Los argumentos acogidos por la doctrina en /

apoyo de la tesis contraria a la que parece desprenderse

del texto constitucional son las siguientes: el Derecho

público de la Seguridad Social dimana del ejercicio de /

una competencia estatal en su aspecto básico o sustancial

en la que las Comunidades Autónomas carecen de competen

cia para normar. Si los órganos ad hoc de los Tribunales

Superiores autonómicos pasasen a conocer de la aplica- /

ción e interpretación de tales legislaciones estatales /
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mediante uno de los recursos de unificación se produci

ría un resultado que provocaría la fragmentación del or

denamiento pues cada una de las posibles interpretacio

nes tendrían cabida en el seno de loa múltiples Tribuna

les Superiores, de forma que lejos de llegar con tal la

bor hermenéutica a una complementación del ordenamiento

jurídico según impone el art. 1.6 del Código Civil se /

iría hacia su ruptura, haciendo circular soluciones, que

discrepando, como no puede menos de ocurrir, en el enten

dimiento de normas estatales, que causarían una insegur¿

dad irremediable. (Zorrilla Ruiz. La Unificación judi- /

cial del Derecho Social. La Ley. 11 de marzo de 1983. /

pag. 1).

Patrocinar la- solución contraria supondría la

arriesgada experiencia de que por un Tribtinal de competan

cia territorial se asumiera la labor de unificar el Der£

cho derivado de un núcleo normativo, que rebasa por su /

entronque nacional, las competencias mismas de aquel, por

lo que habrá que entender que no habiendo mas instancias

que agotar en el seno de la Comunidad Autónoma, los suc^

sivos grados habrán de ser encauzados a través de un re

curso extraordinario confiado a un órgano de competencia

estatal y a lo sumo considerar que será conveniente crear
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una segunda instancia para la revisidn de las resoluci£

nes judiciales que tengan como apoyo exclusivamente dis

posiciones autonómicas.

Privar de un segundo grado procesal a la apli

cacidn e interpretación de normas, que en otro caso, se

confinaría en la sentencia de instancia única, constitu

ye una lisa y llana denegación de justicia. (Zorrilla /

Ruiz, Tratamiento judicial de los conflictos laborales.

Facultad de Derecho de la Universidad de Granada de 12

de febrero de 1982).

La coirección de las contradicciones en que /

podría incurrir la doctrina supuestamente unificadora /

de los Tribunales Superiores se ha pensado a travós de

un recurso de unificación adicional cuyos reparos, para

el mismo sector doctrinal, son los siguientes:

1) Lo anormal de instrumentar un sistema de recur

sos a partir de una instancia única y desdoblar el se

gundo grado en dos instancias.

2} La imposibilidad de controlar, con efectividad

propia de la tutela judicial (art. 24.1 CE), todas las

contradicciones que la aplicación de un ordenamiento es

tatal por numerosos Tribunales Autonómicos puede origi

nar.
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3) La perpetuación de las contradicciones interpr^

tativas, si el recurso se arbitra con los rasgos de.se

lectividad 6 ineficacia modificativa que caracterizan /

al previsto en interés de ley (art. 185 LPL).

4) La ineficacia de la protección, si la legitima

ción para recurrir se amplía a organizaciones sindica

les o asociaciones empresariales que no están en trance

de asumir esa carga ni deontológicamente la soportarían^

5) La indebida dilación que, en otro caso, se seg^

ría de fijar alternativamente un modelo de recurso que/

reprodujese el sustanciado ante el Tribunal Superior e

biciera hecho innecesario éste a la luz del art, 24-2 /

GE.

No cabe suprimir cualquier órgano jurisdicc^io

nal sin cuestionar la suerte de aquellas competencias /

que, por obra de esa eliminación, tienen que subsistir

para que observe eficazmente el deber de tutela que con

fía el art. 24.1 GE. Tratándose del orden social, el /

mismo art, 24.1 CE promueve interrogantes de mucha en

vergadura. Si la efectiva protección a nadie excluye, /

hay que preguntarse -como problema de lege ferenda- /

por la judicialización indistinta de las controversias

colectivas de trabajo y por la construcción, plagada de
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dificultades, de \in proceso que cumpla el designio tota

lizador.

El que, según una famosa regla de oro, las /

reformas orgánicas hayan de preceder a las procesales,

significa que deben que ejecutarse antes que las otras,

pero no que puedan planificarse prescindiendo de la es

tructura de los procesos y de la asignación de competen

cias que constituyen su razón de ser. (Zorrilla Ruiz. /

Las Transformaciones del Derecho Social. Deusto. 1984./

pag I05-I06).
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CAPITULO UNDECIMO

DERECHO COMUNITARIO Y COMUNIDADES AUTONOMAS. REPERCUSIO

NES EN LA DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS PREVISTAS CONSTI-

TUCIONALMENTE PARA LA SEGURIDAD SOCIAL.
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K.- DERECHO COMUNITARIO Y COMUNIDADES AUTONOMAS-.

REPERCUSIONES EN LA DISTRIBUCION DE COP-TETENCIAS PRE

VISTAS C0N3TITUCI0NALMENTE PARA LA SEGURIDAD SOCIAL.

Gomo señala Vida Soria^ es particularmente /

interesante recordar ahora la necesaria relación de es

te art, 41 con el art. lo.2 y el art. 96, también de la

Constitución. Ebi suma, los efectos de las normas inter

nacionales sobre Seguridad Social son punto obligado de

referencia interpretativa para el art. 41 (en virtud de

lo dispuesto en el art. lo.2) y normas de nuestro Orde

namiento jurídico general, en cuanto hayan sido ratifi

cadas (en virtud del art. 96). La observación sería jura

mente erudita si no fuera por sus posibles efectos prá£

ticos, y es que ella lleva a la conclusión de que la /

técnica "debilitante" de los derechos de Seguridad So

cial, instrumentada sobre la base de introducir el pre

cepto correspondiente entre los principios programáti

cos del capítulo III del Título II; y de recurrir a una

literalidad normativa extraordinariamente ambigua, han

quedado teóricamente inhabilitados por causa de esa re

cepción del Derecho internacional, que es más concreto
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y más perentorio que la Constitución en estos temas.

De todos modos, si la cosa quedara aquí, nos

moveríamos en el ámbito de principios muy generales, /

muy contundentes ciertamente, pero también en alguna m£

dida etéreos, ̂ a cuestión es, sin embargo, más concreta:

como se sabe, existe un Convenio de la OIT que contiene

la llamada "norma mínima" en materia de Seguridad Social.

Pero España si que ha ratificado la Carta Social Euro-/

pea, que, por tanto, está ya integrada en nuestro Orde

namiento jurídico, segán ha quedado dicho. Y en la Car

ta Social Europea el art, 12 de su izarte Segunda obliga

a los Estados a "mantener el régimen de Seguridad So- /

cial a un nivel satisfactorio, igual por lo menos al /

que es necesario para la ratificación de la Convención

Internacional del Trabajo (núm. 1o2), relativa a la ñor

ma mínima de Seguridad Social". En función de lo que e£

tablece la Parte Tercera de la Carta Social Europea, /

los Estados (España, por lo tanto) deben considerar los

preceptos de su Primera Parte como una determinación n£

cesarla de objetivos (en esa Parte está el "derecho de

todos los trabajadores" y sus derechos a la Seguridad /

Social) y a obligarse a determinados arts, de la Segun

da Parte (en donde está citado art. 12). No parece que
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el Estado español haya declarado y comunicado a qué ar

tículos se considera obligado» Para ese momento existi

rá la posibilidad de que nuestro actual art, 41 se vea

conectado con esa "norma mínima" (Convenio 1o2), verda

dero eje —por muy relativo que pueda estar expresado—

de cualquier moderno Sistema de Seguridad Social, Entre

tanto, nos tendremos que seguir moviendo en el ámbito /

de esos principios internacionales, ciertamente contun

dentes, pero muy generales, que obligarán básicamente,

eso sí, en todo momento de la interpretación del art. /

41.

El análisis jurídico-formal de ese precepto

debe finalizar, como hemos dicho ya, con una alusión a

la subsistencia de la actual legislación (y efectos que

sobre ella pueda producir el precepto constitucional);

y con otra relativa a la futura legislación de desarro

llo de las previsiones constitucionales al respecto,

En cuanto a lo primero, hay que advertir que

ni siquiera habrá que acudir al "principio de continui

dad del Ordenamiento jurídico" para aceptar que el art,

41 sea perfectamente compatible con el Sistema (y con /

la fórmula) de Seguridad Social hoy existente; se trata,

en efecto, de "un rógimen público" de Seguridad Social
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que reúne las características Q.ue el tal art, 41 descri

be, si pasamos por alto el intraducblble término de "pr®

taciones suficientes" a términos objetivos". La formula

ción del precepto constitucional, y su ya estudiada co

locación sistemática, son de tal género que no aceptan

otra opción en cuanto a la pervivencia de la realidad /

jurídica e institucional anterior. (Vida Soria. Joma

das Técnicas de Seguridad Social. Instituto Estudios La

borales. pag. 100 a 102).
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GONVSNIO NUJ-ISHO 102

SEGURIDAD SOCIAL (norma mínima), 1952.

Adoptado por la O.I-T-: 28-6-52.

Pecha de entrada en vigor: 27-4-55.

A estos efectos conviene resaltar el llamado

convenio de norma mínima sohre Seguridad Social.

La Conferencia General de la Organizacidn In

temacional del Trabajo;

Convocada en Ginebra por el Consejo de Admi-

nistracidn de la Oficina Internacional de Trabajo, y /

congregada, en dicha ciudad el 4 de junio de 1952 en su

trigésima quinta reunión.

Después de haber decidido adoptar diversas /

proposiciones relativas a la norma mínima de seguridad

social, cuestión que constituye el quinto punto del or

den del día, y

Después de haber decidido que dichas proposi

ciones revistan la forma de un convenio internacional,

adopta, con fecha veintiocho de junio de mil novecientos

cincuenta y dos, el siguiente Convenio, que podrá ser /

citado como el Convenio sobre la seguridad social (nor

ma mínima), 1952.
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Todo miemlDro para el cual esté en vigor este

Convenio deberá:

a) Aplicar:

I) La parte I.

II) Tres, por lo menos, de las partes, II, /

III, IV, V, VI, VII, VIII, IX.y X que comprenden, por /

lo menos, una de las partes IV, V, VI, IX y X.

III) Las disposiciones correspondientes de /

las partes XI, XII y XIII.

Iv) La parte XIV y

b) Especificar en la ratificacién cuáles son, do /

las partes II a X, aquellas respecto de las cuales acep

ta las obligaciénes del Convenio.

Estructura. Enumeración de las partes:

Parte I Disposiciones generales.

Parte II Asistencia médica.

Parte III Prestaciones monetarias de enferme

dad.

Parte IV Prestaciones de desempleo.

Parte V Prestaciones de vejez.

Parte VI Prestaciones en caso de accidentes./

del trabajo y de enfermedad profesional.

Parte VII Prestaciones familiares.
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Parte VIII Prestaciones de maternidad.

Parte IX Prestaciones de invalidez.

Parte X Prestaciones de sobrevivientes.

Parte XI Cálculo de los pagos periódicos.

Parte XII Igualdad de trato a los residentes

no nacionales.

Parte XIII Disposiciones comunes.

Parte XIV Disposiciones diversas.

Parte XV Disposiciones finales.

Los residentes no nacionales deberán tener /

los mismos derechos que los residentes nacionales. Sin

embargo, podrán prescribirse disposiciones especiales /

para los no nacionales y para los nacionales nacidos fu¿

ra del territorio del Miembro, en lo que respecta a las

prestaciones o partes de prestaciones financiadas exclu

sivamente o de manera preponderante con fondos públicos,

y en lo que respecta a los regímenes transitorios.

En los sistemas de seguridad social contribu

tivos cuya protección comprenda a los asalariados, las /

que haya aceptado las obligaciones de la parte correspon

diente del Convenio deberán, tener respecto de dicha par

te, los mismos derechos que los nacionales del Miembro /
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interesado. Sin embargo, la aplicación de este párrafo /

podrá estar condicionada a la existencia de un artículo

bilateral o multilateral que prevea la reciprocidad.

El costo de las prestaciones concedidas en /

aplicación del presente Convenio y los gastos de adminis

tración de estas prestaciones deberán ser financiados C£

lectivamente por medio de cotizaciones o de impuestos, o

por ambos medios a la vez, en forma que evite que las /

personas de recursos económicos modestos tengan que sopor

tar una carga demasiado onerosa y que tenga en cuenta la

situación económica del Miembro y la de las categorías /

de personas protegidas.

El total de cotizaciones de seguro a cargo de

los asalariados protegidos no deberá exceder del 50 por

ciento del total de recursos destinados a la protección

de los asalariados y de los cónyuges y de los hijos de /

ástos. Para deteminar si se cumnle esta condición, to

das las prestaciones suministradas por el Miembro, en a-

plicación del presente Convenio, podrán ser consideradas

en conjunto, a excepción de las prestaciones familiares

y en caso de accidentes del trabajo y enfermedades prof£

sionales, si estas áltimas dependen de una rama especial»

El Miembro deberá asumir la responsabilidad /
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general en lo que se refiere al servicio de prestaciones

concedidas en aplicacidn del presente Convenio y adoptar

cuando fuere oportuno, todas las medidas necesarias para

alcanzar dicho fin; deberá garantizar, cuando fuere opor

tuno, que los estudios y cálculos actuariales necesarios

relativos al equilibrio se establezcan periódicamente y,

en todo caso, previamente a cualquier modificación de /

las prestaciones, de la tasa de las cotizaciones del se

guro o de los impuestos destinados a cubrir las contin

gencias en cuestión.

Cuando la administración no está confiada a /

una institución reglamentada por las autoridades públi

cas o a un departamento gubernamental responsable ante /

un parlamento, representates de las personas protegidas

deberán participar en la administración o estar asocia

dos a ella, con carácter consultivo, en las condiciones

prescritas; la legislación nacional podrá prever asimis

mo la participación de representantes de los empleadores

y de las autoridades públicas.

El Miembro deberá asumir la responsabilidad /

general de la buena administración de las instituciones

y servicios que contribuyan a la aplicación del presente

Convenio.
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La diatribución de competencias entre el Estado y

las Comunidades Autónomas en Seguridad Social va a verse /

afectada directamente por la existencia de un mercado común

laboral, ordenado supranacionalmente, a travós de un dere

cho comunitario específico, que conllevará una atribución /

de competencias a las instancias españolas en el plano nor

mativo y de ejecución, que han sido los dos parámetros teni

dos en cuenta para plasmar el modelo de distribución autonó

mico, que ha sido elegido en el seno de la Constitución es

pañola, siguiendo un principio de autonomía, que se mantie

ne, según lo expuesto, en un equilibrio en tensión con las

funciones estatales.

Todo ello lleva a la necesidad de fijar un hilo /

conductor, que permita armonizar el mandato constitucional

con la nueva dimensión que supone la aceptación del esquema

unitario representado por el Derecho europeo.

En este sentido, son de destacar los contenidos /

del art. 93 y lo de nuestra norma suprema, al decir respec

tivamente que "mediante ley orgánica se podrá autorizar la

celebración de tratados por los que se atribuye a una orga

nización o institución internacional el ejercicio de compe

tencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cor

tes Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía /
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del cumplimiento de estos tratados, y de las resoluciones

emanadas de los organismos internacionales o supranaciona-

les titulares de la cesión", "las normas relativas a los de

rechos fundamentales y a las libertades, que la Constitu- /

ción reconoce, se interpretarán de conformidad con la Decía

ración Universal de los Derechos Humanos y los tratados y /

acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratifica

dos por Españaí

Ahora bien, es cierto, que un sector importante /

de las competencias Europeas, en Seguridad Social, vienen /

atribuidas por sus Estatutos de Autonomía a determinadas Co

munidades Autónomas, bien como materia exclusiva, bien como

materia compartida, lo que significará que el acceso a las

Comunidades Europeas, con lo que tiene de decisión uniformis

ta, con traslado de la carga a centro de imputación su- /

pranacional, en principio acarreará una ratificación del e

fecto atonómico regional, configurados como centros princi

pales de decisión.

El art. 93, no hace mención alguna al ente titular

de las competencias, cuya virtualidad se transfieren, y pa

rece poco acertado, que se admita, que las competencias de/

mayor rango e importancia, depositadas en un principio en /

el ámbito estatal, puedan ser "cedidas en su titularidad" a
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instancias supranacionales o comunitarias, y que como lia s£

ñalado algún sector doctrinal debiera ponerse en guardia a

todos los poderes piiblicos, antes de e:ctender los efectos /

del art. 93 a las Comunidades Autónomas, como si las compe

tencias de Óstas en principio de menor categoría y carga de

responsabilidad, fuesen Inamovibles, o pudiera, si se reto

can tambalearse el Estado social de Derecho en que se ha /

constituido España.

Y es que, no existe, con tal fórmula contradic- /

ción de ninguna especie con el art. 152.2 que establece, /

que los Estatutos solo podrán ser modificados meidante los

procedimientos en ellos establecidos, y con referendum en

tre los electores inscritos en los censos correspondientes,

pues ello ha de entenderse, salvo lo que previamente tiene

preconcebido la propia Constitución por imperio del repeti

do art. 93, que a su vez es excepción también al art. 95.1,

para el propio Estado, que establece, que la celebración /

de un Tratado Internacional que contenga estipulaciones /

contrarias a la Constitución exigirá la previa revisión /

Constitucional, lógicamente, a slavo también, lo previsto /

por la propia norma Constitucional y en éste caso concreto

el art, 93, lo cual es plenamente coherente con los precep

tos que al efecto se contienen en los correspondientes Es- /
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tatutos como el art, 20.3 del Estatuto del País Vasco, que

señala en concordancia con el art. 95.1 "que ningún Tratado

Internacional o Convenio podrá afectar a las atribuciones/

y competencias del País Vasco", a salvo, esto es, lo prev^

mente previsto, según lo expuesto, en la propia norma cons

titucional, razón por la cual aquel artículo concluye ind^

cando que "si no es por el procedimiento del art. 152.2 /

salvo lo previsto en el art, 93", lo que no hace sino rat¿

ficar aquella tesis.

Otra cosa será, que la competencia relativa al /

cumplimiento del Derecho Comunitario Europeo pueda estar /

atribuida en primer grado a la Coraimidad Autónoma, si en /

esa parcela de Seguridad Social tenía originariamente atri

buida la competencia, pero en ningún caso podrá participar

en la negociación, autorización, firma y ratificación quien

no sea el propio Estado, por exigencia de la regla 3 del /

art. 149.1, el cual a su vez tendrá la competencia del oum

plimiento del Derecho Comunitario europeo en sus parcelas

de competencia originaria, y con un segundo grado incluso/

en las de competencia atribuida a las Comunidades Autóno

mas, pues ello entendemos que entra dentro del epigráfe /

"Relaciones internacionales".

Todo ello, por lo demás, sin perjuicio del gená-
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rico derecho a participar como interesado en tal campo de

acción referente a la Seguridad Social, según admite el /

art. 129 de la Constitución, en línea con lo cual debe en

tenderse la reserva hecha por algunos Estatutos como el /

art. 40.3 del de Gastilla-rLa Mancha para con los emigrantes

el art. 35.3 del de Galicia para con las relaciones cultu

rales con Estados con los que aquella mantenga vínculos,./

el 23 del de Andalucía que dispone que la Jimta será infor

mada en la elaboración de los Tratados o Convenios Interna

cionales, así como en los proyectos de legislación aduane

ra cuando afecten a materias propias de su específico int£

rés. En tal sentido, por lo tanto, el Gobierno del Estado

viene obligado a dar cumplimiento de tales mandatos, de /

forma que dentro del ámbito de las facultades de las Comu

nidades Autónomas, está el de recibir información respecto

del proceso de adhesión, y del proceso singular de vincula

ción al Derecho Social Comunitario de Europa.

Ahora bien, dado que la cesión de competencias /

a las Comunidades europeas no comprende bloques completos

de materias sustantivas, sino facultades específicas de /

aquellas, ha de entenderse, que en principio lo restante /

quedará en manos de las Comunidades Autónomas, o como com

petencia exclusiva del Estado, según se trate de cuestiones.
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que con arreglo a toáo lo expuesto queden en el ámbito de/

una u otra área. No obstante un importante sector doctrinal

frente al que destaca la opinidn de Lorente Hurtado, entiai

de, que la transferencia de competencias en determinada ma

teria de Seguridad Social en favpr de las Comunidades Euro

peas, pone toda la materia en su conjxmto bajo la directa /

accidn global del Estado por exigencias del principio de /

unidad de la política exterior.

La consecuencia de esta tesis sería la incompeten

cia totaJ. de las Comunidades Autónomas para el desarrollo o

ejecución del derecho comunitario europeo tanto en lo rela

tivo al desarrollo normativo como a la mera aplicación de /

los reglamentos.

Un segundo sector doctrinal, entiende, que al co

rresponder a las Cortes Generales, por exigencia del art, /

93 de la Constitución, la garantía del cumplimiento de los

Tratados Internacionales, la garantía estatal ofrecida trara

forma la distribución operada con anterioridad, llevando a

que incluso las materias de competencia exclusiva de las Co

munidades Autónomas en materia de Seguridad Social devengan

en competencias compartidas.

Frente al primer y segundo sector doctrinal, Lo

rente Hurtado considera, que la asunción de competencias /
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por las Comunidades Europeas, para nada altera el equili

brio, en las restantes competencias sobre cada materia, en

tre el Estado y las Comunidades Autónomas. La reforma anti

cipada de la distribución constitucional de competencias,/

que se contiene en el art. 93» no se extiende sino a lo e£

pecificamente comprendido en el precepto. Este autoriza la

cesión de competencias tanto del Estado como de las Comuni

dades Autónomas en favor de una organización o institución

internacional, pero no una reversión de competencias asumí

das por las Comunidades en sus Estatutos de Autonomía. (In

cidencia del ingreso de España en las Comunidades Europeas

sobre las competencias de las Comunidades Autónomas. P. Lo

rente Hurtado. Documentación Laboral, nfi 8, pag, 39).

Ciertamente parece, que salvo que el Tratado va

cie de contenido el rógimen de atribución autonómico opera

do con anterioridad, la Comunidad Autónoma mantendrá la /

competencia residual, y por otro lado la garantía ofrecida

por la posición estatal es segán nuestro criterio, antes /

expuesto, una protección de segundo grado, viniendo el pri

mero representado por la posición de la Comunidad Autónoma

respectiva en lo que a Seguridad Social se refiere.

Es evidente, que el consecuente posicionismo es

tatal, viene dado, por el hecho obvio, de que atribuirle /
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el papel de garantía del cumplimiento no puede significar

el descabezamiento de la postura autonómica pues a nuestro

juicio, tal papel lo ha de desempeñar en todo caso, pues /

no puede desentenderse de la eficaz función que han de de

sarrollar los servicios públicos como en este caso la Segu

ridad Social.

La Constitución, con tal atribución garantista,/

resulta redundante, pues también en cuanto a las competen

cias transferidas en exclusiva a las Comimidades Autónomas

el Estado ha de desenvolverse ofreciendo una garantía de /

último grado, que, en definitiva, es la justificación, que

le permitirá en un momento dado de descoordinación, coordl

nar, y en caso de abandono o defectuosa gestión irreparable

de la acción autonómica, poner fin a una situación que en

trañe riesgo nacional, (art. 150.3, i53.b, 154 y 155).

Por lo demás, ha de coincidirse, en que la ejecu

ción de los servicios de Seguridad Social respecto de la /

legislación básica, que en su caso pueda haber sido objeto

de transformación por imperio del Derecho Comunitario, se

guirán formando parte del Derecho interno,aunque por su /

desviación comunitaria el Estado en segundo grada garanti

zará su eficaz funcionamiento.

En cuanto a la legislación no básica de Seguridad
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Social y su ejecución de servicios, si del mismo modo queda

rá afectada por el nuevo Derecho Europeo de Seguridad Social

a ello no podrá en ningún caso oponerse la Comunidad Autóno

ma, que por exigencias del art, 93 de la Constitución verá

modificadas sus fac\iltades o el objeto sobre el que incidarv

pero en principio, será la propia Comunidad Autónoma la que

habrá de velar por su satisfactoria aplicación sin perjui

cio de que tras ello el Estado monopolice la garantía Inter

nacional de cximplimiento que en todo caso podrá ser impues

ta por los cauces mencionados a la propia autonomía corres

pondiente.

En este sentido, al menos, consideramos correcta

mente interpretables los preceptos respectivos de los dife

rentes Estatutos que se han pronunciado sobre el particular.

Así el Estatuto de Cataluña en su art. 27-3, dis

pone, que la Generalidad de Cataluña adoptará las medidas /

necesarias para la ejecución de loa tratados y convenios in

temacionales en lo que afecten a las materias atribuidas a

su competencia según el presente Estatuto. Normas equivalen

tes se encuentran en el Estatuto Andaluz (art. 23.2), Cana

rio (art. 37.2), Castellano-Manchego (art. 34), Castellano-^

Leonós (art. 28.7), Extremeño (art. 9), Madrileño (art. 33-2)

Aragonés (art. 40,2),Murciano (art. 12.2) y País Vasco (art
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20.3)• Evidentemente, las referencias han de entenderse res

pecto de Tratados Internacionales, que afecten a la distri

bución de competencias entre el Estado y las Comunidades Au

tónomas en materia de Seguridad Social, pues en las restan

tes nada podrá oponerse o añadirse por las Comunidades Aut^

nomas, sin perjuicio de que como "interesados in genere" /

puedan participar en la gestación inicial de las mismas.

Con ello cabe sentar que a las Comunidades Autón£

mas en punto a la Seguridad Social y para con respecto al /

Derecho Comunitario, mantienen en su seno todas las compe

tencias que no se vean afectadas por el nuevo Derecho euro

peo, cuya ejecución y cumplimiento les afectará directamen

te, en relación con las materias transferidas de Seguridad

Social modificadas por aquel, e indirectamente en cuanto /

que en todo caso el Derecho comunitario se transformará en

Derecho Superior por imperio del art, 10 de la Constitución,

y a él habrán de ajustarse en el desarrollo de su área nor

mativa propia o derivada, que les corresponda, respecto de

la propia materia de Seguridad Social, siendo ello válido /

no solo para las directivas sino también para los Reglamen

tos, pues el rnícleo de la cuestión se basa en aquello a lo

que afecta el Derecho Comunitario, ya sea la legislación bá

sica, ya el régimen económico ya la legislación no básica,/
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ya la ejecución de los servicios.

En cualquier caso, como señala Lorente Hurtado, /

la trasposición por la Comunidad Autónoma no está condicio

nada a la promulgación de normas básicas estatales interme

dias, sin perjuicio de que si se dan las escepcionales cir-^

cunstancias previstas en la misma Constitución, hayan de te

nerse en cuenta los criterios armonizadores consiguientes.

En definitiva a las Comunidades Autónomas corres

ponde las actuaciones normativas de cumplimiento del dere

cho de las Comunidades Europeas, en las materias que en Se

guridad Social tienen atribuidas por sus Estatutos, sin ne

cesidad de acción intermedia del Estado, salvo si ello re

sulta impuesto por el ordenamiento jurídico en su conjunto/

o por la propia situación que mantiene el Estado en el con

texto del Derecho Comunitario Europeo de Seguridad Social,

En Deusto a ventitrós de abril de 1984. Lunes de Resurrección

V. Femando Manrique López.
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Económicas entre el Poder Central y las Autonomías T^

rritoriales en el Derecho Comparado y en la Constitu

ción Española. Instituto de Estudios Económicos.

GARCIA DE ENTERRIA, LINDE y otros, Sistema Europeo de /

Protección de Derechos Humanos. Civitas,

GOMIS, Aspectos Sociales de la integración de España en/
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Comunidades Europeas* M2 de Trabajo.

GONZALEZ MORA, El Estatuto del Trabajador.

GONZALEZ PEREZ, J., Derecho Procesal Constitucional. Ci-

vitas.

GRAWITZ, Methodes des sciences sociales. Dalloz.

GROUTEL, Droit du Travail. Masson et cié.

HERRERO, B., 17 Lecciones sobre Regímenes Especiales de

la S.S. Universidad de Madrid Facultad de Derecho.

HUECK, Compendio Derecho del Trabajo. Revista Derecho, /

Privado•

ISTURI, J., y otros, Problemas actuales de la Seguridad

Social en España, Instituto de Estudios Económicos.

JACCARD, La Seguridad Social. Delta.

JAVILLIER, Derecho del Trabajo, Mfi de Trabajo.

LAMELOT, Regímenes Sociales. Delmas.

LANNEREE, Droit du Travail. Delmas.

LASAGABASTER, La potestad legislativa de las Comunidades

Autónomas.

LESOUR, Historia Económica Mundial, Vicens Vives.

LYON CAEN, Droit Social. L.G.D.S. París.

LYON CAEN, Droit Social International. Dalloz.

LOPEZ RODO, Las autonomías encrucijada de España, Aguilar.

LLUIS, Las vinculaciones administrativas y judiciales en^
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el procedimiento laboral. Revista Técnico Laboral,nfiT7.

MARTIN REBOLLO, La responsabilidad patrinomial de la Ad-

ministracidn. Civitas.

MARTINEZ EMPERADOR, El Estatuto de los trabajadores y la

responsabilidad Empresarial, MS de Trabajo.

MELENNEC, Securité ^ociale. Delmas.

MIOUEL, A., Estructura Social de España, Tecnos.

MILLS, C., Tratado de Seguridad Social, L.O.D.S., París.

MONTALVO, J., Fundamentos de Derecho del Trabajo.Civitaa

MONTOYA, Derecho del Trabajo, Tecnos.

ORDEIG, El Sistema español de Seguridad Social. Edersa.

PAREJO, L., Estatuto de los Trabajadores(Trabajos Parla

mentario), Tomos I y II, Cortes Generales.

PAREJO, L., La Prevalencia del Derecho Estatal sobre el

Regional. Centro de Estudios Constitucionales.

PARRA LUNA, Sistema ^ociopolítico y Seguridad Social. In

dex.

PEREDA, A. DE, Un nuevo sistema de Seguridad Solal. MS de

Trabaj o.

PEREDA, A. De, La reforma de la Seguridad Social. M2 de/

Trabajo.

PEREZ MENAYO, La protección del desempleo en España y la

CEE, M2 de Trabajo.
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PERPIÑA, Sociología de la Seguridad Social.

PERSIANI, M., El Sistema Jurídico de la Previsión Social

Mfi de Trabajo.

PERSIANI, M., Lecione di diritto della previdenza Socia-

le. Padova.

PERSIANI, Trattado di previdenza Sociale. Padova.

POIRRIER, La gestión de la Seguridad Social en materia /

de información al público. A.I.S.S.

REHBINDER, Droit Suisse du travail. Staemfli.

RORRIG-UEZ, P., Introducción a la Política Social. Givitas.

RODRIG-UEZ PINERO, M., La Seguridad Social de los Trabaja

dores Emigrantes en las Comimidades Europeas. Institu

to de Estudios Laborales y de la Seguridad Social.

RODRIGUEZ SANTOS, B,, Comentarios a la Ley de la Seguri-

dad Social. Lex Nova.

RODRIGUEZ SANTOS, B., El Estatuto de los Trabajadores, /

Lex Nova.

RODRIGUEZ SANTOS, B., Comentarios Ley Procedimiento Labo

ral. Lex Nova.

RIBAS, Derecho Social Europeo. Instituto de Estudios La

borales.

ROA LOY, El ejercicio de los derechos en el régimen gene

ral de la Seguridad Social, I.N.P.
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SAGARLOY BENGOECHEA, J.A., Las Relaciones Laborales en

la Constitución Española, Servicio de Publicaciones

del M2 de Trabajo.

SAINT JOURS, Tratado de Seguridad Social, L.G.D.S,, Pa

rís.

sala, Lavoro e sicurezza Siciale Tra Stato e Autonomic/

regionale. Giuffre.

SANCHEZ GARCIA, Actualización Informátiva y Seguridad /

Social. I.N.P.

SANCHEZ MORON, La participación del ciudadano en la Ad

ministración Piíblica, Centro de Estudios Constitucio

nales.

SANTOS BRITZ, La responsabilidad Civil. Montecorvo.

SAXIER, Die Soziale Sicherheit in der Schweiz, Haugt /

Bem.

SERRANO DE TRIANA, A., La utilidad de la noción de Ser—

^vicio Fdblico y la crisis del Estado del Bienestar./

M2 de Trabajo.

SOMOZA, El Estatuto de los Trabajadores, m de Trabajo.

SUAREZ GONZALEZ, P., Las Nuevas Relaciones Laborales y

la Ley del Estatuto de los Trabajadores. Pirámide.

TIMBAL, Histoire des institutions et des faits sociaux.

Dalloz.

TOBARIA, Cambio Social y vida jurídica en España. Cua-
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demos para el diálogo.

TRUJILLO, Gruía de Legislación LaboraL. MS de Trabajo.

UNIVERSIDAD COMPLUTENSE, Lecciones Derecho del Trabajo.

Universidad Complutense.

UNIVERSIDAD DE DEUSTO, Conferencias sobre el Seguro de/

responsabilidad Civil.

VALTICOS, Derecho internacional del Trabajo. Tecnos.

VARIOS AUTORES, Comentarios a las Leyes Laborales. Re

vista de Derecho Privado.

VARIOS AUTORES, Federalismo y Regionalismo. Centro de /

Estudios Constitucionales.

VARIOS AUTORES, La España de las Autonomías, Espasa Cal

pe.

VARIOS AUTORES, Derecho del Trabajo y de la Seguridad /

Social en la Constitución. Centro de Estudios Consti

tucionales.

VARIOS AUTORES, El Comecon. Mfi de Asuntos Exteriores.

VARIOS AUTORES^ La Constitución Española. Centro de Es

tudios Constitucionales.

VARIOS AUTORES, La financiación de las Comunidades Autó

nomas. Instituto de Estudios Económicos.

VARIOS AUTORES, Formas de explotación del Trabajo y re-

laciones Sociales en la antigüedad clásica. Akal.
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VARIOS AUTORES, Anales del Instituto de Estudios de Tra

y Seguridad Social.

VARIOS AUTORES, Jurisprudencia Constitucional, Edit.BOE

VARIOS AUTORES, La Seguridad Social española y la adhe-

siÓn a las Comunidades Europeas. MS de Trabajo.

VARIOS AUTORES, Los Tribunales de Trabajo en Europa, MS

de Trabajo.

VARIOS AUTORES, La estructura de la Seguridad Social y

su reforma. Mfi de Trabajo.

VARIOS AUTORES, Cuadros Comparativos de los regímenes /

de la Seguridad Social. MS de Trabajo.

VARIOS AUTORES, La Financiación de la Seguridad Social,

MS de Trabajo.

VARIOS AUTORES, El Presupuesto Social Europeo, Mfi de /

Trabajo.

VARIOS AUTORES, La Seguridad Social y la adhesión a la/

C.E.E., Mfi de Trabajo.

VARIOS AUTORES, Papeles de Economía Española, nfi 12 y 13

VARIOS AUTORES, Problemas de la adhesión de España a /

las Comxmidades Europeas. Universidad de Oviedo.

VENTURI, Fondament Scientifici della Sicureza Sociale./

G-iuffre.

VIGENS VIVES, J., Historia Económica de España. Vicens.
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VILLA LE LA, La participacicSn de los trabajadores enla^
empresa.

VILLA DE LA y DESDENTADO, Manual de Seguridad Social, /
Aranzadi.

VILLA DE LA y DESDENTADO, La Amnistía Laboral. De La To-
rre •

VILLA DE LA, Introducción a la economía del Trabajo. De-
"bate •

VILLA DE LA, Loa trabajadores y la traneición pollt^./
De la Torre.

VILLA DE LA, Armonización de la Seguridad Social en jj, /
C.E.E., Instituto de Estudios Fiscales.

VILLA DE LA, Lecciones de Derectio del Trabajo, Me de Tra
Lajo.

VILLANS, El seguro de accidente de trabajo^n_S^.AISS.
WatSON, ̂ 1 derecho de las Comunidades Europeas en mate-

ria de Seguridad Social.

WALLSRSTEIN, ̂ 1 moderno sistema mundial. Siglo XXI.
ijVEIS, Les Relations du Travail. Dunod.

YAGAR STERLING, A., La Distribución Funcional de la Ren
ta en España y en la Comunidad Económica Europea. Pu
blicaciones del Instituto de Estudios Económicos.
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ZORRILLA, Reflejo del comportamiento de terceros sobre /
—/ —

los contenidos del derecho subjetivo al trabajo. Uni

versidad de Deusto,

ZORRILLA, Aspectos del comportamiento en las obligacio-

nes civiles. Universidad de Deusto,

ZORRILLA, Tratamiento de las relaciones de trabajo en el

anteproyecto de Constitución, Universidad de Deusto.

ZORRILLA, El derecho del trabajo en el contexto del paño

rama cultural. Universidad de Deusto,

ZORRILLA, Nueva lectura sobre el status del trabajador,/

Universidad de Deusto.

ZORRILLA, Unificación judicial del Derecho Social. La L^

ZORRILLA, Derecho de Trabajo y Proceso de cambio Social.

Universidad de Deusto,

ZORRILLA, Influencias Constitucionales en el Derecho del

Trabajo. Universidad de Deusto.

801



B.- ABEL SMITH, B., and STEVENS, R., In Search of Juatice, /

(London, 1968).

ADLER, M., and BRADLEY, A., (eds.), Juatice, Discretion

and Poverty, (London, 1975).

BELL, E., TriBunals in the Social Services (London, /

1969).

BRÜN, A., and GALLAND, H., Broit du Travail, (París, /

1958).

COLEMAN, R.J., Supplementary Benefita and the Administra

tive Review of Administrative Aotion, (London, 1970).

COLLINS, D-, The European Gommanity. Vola. I and II, Lon

don, 1975.

DAVI3, K.C., Discretionary Justice, London, 1969.

DOUBLET, J., Sécurité ^ocíale, (París, 1972.)

BUPEYROUX, J.J., Droit de la S^curitá Sociale, (París, /

1972).

DUPEYROUX, J.J., Evolution et tendances des Syst^mes de

Sácuritd Sociale des Paya Membres des Comnrunaités Eu-

ropéennes et da la Grande Bretagne, (Luxembourg,1966).

DURAND, P., La Politique ^ontemporaine de Sécuritd Socia

le, (París, 1953).

PULBROOK, J., BROCEE, R., and ARCHER, P., Trlbunals—^

Social Court?, (London, 1973).

JACOBS, P., European Law and the Individual (Amsterdam,/
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LAW30N, R., and READ, B., Social Security in the European

Coininunity, (London, 1975)»

LIPSTEIN, K., T3ae Law of the E.E.C., (London, 1973)

LISTER, R., Justice for the Claimant, (London, 1974).

NETTER, P., Notions Essentielles de S^curitd Spojale, /

(París, 1951).

PANAYOTOPOULAS, M., La S^curité Sodale des Travailleurs

Migrants, (Geneva, 1973).

RIBAS, J., La politique ^ocíale del Gominiinautds Europen-

nes, (París, 1969).

RIBAS, J. JONCZY, M.J. and SECHE, J., Traitd de Drolt So

cial Européen, (París, 1978).

ROUAST, A., and DURAND, P., ̂ écurité Sociale, (París, /

1978).

SHANKS, M., European Social Policy Today and Tomarrow, /

(London, 1977).

STREET, H., Justice in the Welfare State. 2nd ed. (Lon

don, 1975).

803



INBICESISTEMATIGO

804



-INDICE-

A.- ASPECTO POLITICO.

1.- El concepto de autonomía.

2.- Idea de Estado.

3.- La justificación del Estado.

4.- Las Nacionalidades. La Nación.

5.- La Soberanía.

6.- Federalismo y autonomía regional.

7.- Distribución de competencias en un Estado de bien

estar.

B.- ASPECTO NORMATIVO.

1.- Características actuales del Federalismo moderno.

El modelo alemán.

2.- Proyección histórica de mx régimen autonómico.

a) El proyecto de 1873.

b) La Constitución de 1931-

c) La Constitución de 1978.

3.— Principios rectores del régimen autonómico.

4.- Análisis del fenómeno en Derecho Comparado.

a) Italia.

b) Inglaterra.

805



c) Bélgica,

5.- La potestad legislativa de las Comiinidades Autón£

mas*

6.- La legislación compartida*

7.- El carácter superior del Derecho estatal en su or

denamiento imitarlo*

8*- La potestad Estatutaria*

C.- FORMACION HISTORICA DEL REGIMEN AUTONOMICO.

1*- Antecedentes remotos*

2.- Antecedentes próximos.

3.- El informe Enterría.

4*- El proyecto de Ley orgánica del Proceso autonómico

5.- La doctrina del Tribunal Constitucional sobre la/

función armonizadora de la acción estatal*

D.- DELIMITACION DE COMPETENCIAS EN MATERIA DE SEGURIDAD /

SOCIAL*

1*- Legislación Constitucional y Autonómica.

2.- El concepto de Seguridad, su tratamiento Constitu

cional*

806



3-- Sistema normativo.

4.- Distribución de competencias entre el Estado y /

las Comunidades Autónomas en Seguridad Social.

5.- Competencia estatal en materia de Seguridad So- /

cial.

6.- Distribución de materias.

7.- Gestión autonómica.

8.- Efectos de la relación economía-Seguridad Social

en el marco autonómico.

9.- Perspectiva Constitucional de la distribución de

competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas /

en materia de Seguridad Social.

10.- Aplicación en el espacio de las normas propias /

de la Seguridad Social y su incidencia autonómica.

11.- Seguridad Social y Comunidades Autónomas.

12.- La incidencia autonómica en la Gestión de la Se

guridad Social.

13.- Ambito autonómico de la participación de los in

teresados en la gestión de la Seguridad Social.

a) La justificación de los interesados en la /

gestión de la Seguridad Social.

b) Ambito subjetivo de la participación.

c) Prospección constitucional.

807



d) Sujetos, Participación individual. Participa

ción colectiva.

e) La mecánica procedimental.

f) El procedimiento.

g) Derecho Comparado.

h) Estado actual de la nonnativa vigente.

E.- COMPETENCIAS DEL PODER CENTRAL Y DE LAS COMUNIDADES /

AUTONOIflAS EN MATERIA DE SANIDAD.

P.- COMPETENCIAS DEL PODER CENTRAL Y DE LAS COMUNIDADES /

AUTONOMAS EN MATERIA DE SERVICIOS SOCIALES.

1.- Los Servicios Sociales en el ámbito autonómico.

G.- LOS LLAMADOS DECRETOS SOBRE TRANSFERENCIAS DE FUNCIO

NES Y SERVICIOS A LAS COMUNIDADES AUTONOMAS EN MATE- /

RIA DE SEGURIDAD SOCIAL. LA LEGISLACION AUTONOMICA.

H.- LA EJECUCION AUTONOMICA DE LOS SERVICIOS DE LA SEGURI

DAD SOCIAL.

1.- La Alta inspección y la Supervisión del Estado,

808



a) Modelo alemán.

b) Modelo suizo.

I._ EL REGIMEN ECONOMICO FINANCIERO DEL SISTEMA DE SEGÜHI-

DAD SOCIAL Y LA ESTRUCTURACION AUTONOMICA.

J._ PODER JUDICIAL Y AUTONOMICO. LA UNIFICACION DEL DERE

CHO SOCIAL.

E.- DERECHO COMUNITARIO Y COB/IÜNIDADES AUTONOMAS. REPERCU

SIONES EN LA DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS PREVISTAS /

C0N5TITUCI0NALMENTE PARA LA SEGURIDAD SOCIAL.

BIBLIOGRAEIA.

I.- Primera Parte.

II.- Segunda Parte.

III.- Tercera Parte.

INDICE-

809



'--,v>-v*{--'.i^^'--. r».-.-V.'^-f •"•• -Y^'-í" ' •••»

.; -V. ;;' - . • ^■ '• -••V / ' ..r- ■ v.,' ,.

'  '. ■ .r-'--■'"V''í'-V"'--'''';''J-^ . ■ ■ V'
'  I'-. " '' i'-* -1'" i'

•  ' '■ •• .5" . ;*/ *' .
'■• V.*~' X' ■. '

Xv;vXvvg-;:^£X'iS^ - VVV: : ;:V V:; -X '
'X- ''-'v v'Vvvx;';, - ;•. . • . X/\

•  .A I v"^ "' • . .<-.J "V'»''- . , '• I ; % ■ ■. •■: • ' , . . ■ ■ •-. ,• • ; ' ' ,• • '.' ' ' ^

•••v >•—. j'-f '.;
•: T ■'••. V - ,

^ » ' . • '.r • « J** --' \ -V
.¿" X -.-i.-, 'r--
wr-'.:
•; •, •-X..r.V- •- - ■; ;■ V,; í^::'Xv:-;rV:v'v;':v V'v .j:>:íííí:-'í'vV

, " ,. * , >7^

•  < * X .

"y ' ' ••.. ,• •t-n ■*. ' '*• ''
'".V- ,í ^ ^'Xv ■ rAX^^'-.'-y. ■■

M* %

- ' T .

•X «• '

y!':


